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INTRODUCCION 

La inquietud surgida en nuestra persona pnra la realización del 

presente trabajo de investigación, comienza a pnrtir del conocimiento de In 

Defraudación Fiscal como dclilo; y observando la clnra repercusión que tonto 

pura la Hacienda Pública como pnra la Sociedad In comisión de la misma 

representa, n más de In situación económica que priva en nuestra Nación, y n In 

que en forma específica se ha tratado de combatir. Es de vitnl importru1cin el 

evitnr en In medida de lo posible In fuga de capitales que por concepto de 

omisión de impuestos se dn a través de In figura delictiva en estudio. 

Nucstrn Cnrtn Mngnn obliga a los ciudadanos n contribuir a los 

gastos públicos de la Federación, Estados y Mtmicipios en que éstos residru1. 

Partiendo de esta disposición es urgente que tomemos conciencia de lo que el 

pago de los impuestos representan pura nuestro pnls y que In omisión del mismo 

desestabiliza In economía. 

Cabe hacer mención que en nuestro concepto el delito de 

"Defraudación Fiscnl", se sitúa como iu10 de los mós importantes logros en el 

mnrco juridico mexicano, porque se cncuentron rclncmnndos los intereses 

económicos del Estado; situación que lo hace aún más trascendente; ya que se 

trata de unn liberación de importantes capitales que pueden se1vir como aliciente 

ni desarrollo integrnl del pnls. 

En otro aspecto, la necesidad de dnr n conocer In incesru1tc labor 

que realiza el Ministerio Público Fcdernl en In investigación del mismo, y toda 

vez que para ello la Procuroduria General de lo República y la Secretaria de 

Haciendo y Crédito Público hn instrumentado medidas de apoyo para lograr 

mejores resultados tonto en In investigación como en In detección del delito. No 

sólo pudimos damos cuenta de la labor de la Representación Social Federal, si 



no también de todas !ns autoridades que intervienen en la ubicación de 111 

Defraudación Fiscal propiumente como delito. 

Por otm porte dándonos cuenta del trabajo que se rcaliw, y que 

pnrn ello, grncins nl apoyo del personnl de In Fiscnlía Especinliwdn pnrn In 

Atención de los Delitos Fiscnles y de Bwicn de In Procuraduría Gencrnl de In 

República, es como hemos podido desnrrollnr el presente temn de estudio; 

fom1óndonos la idea de conocer mús aceren de In labor que rcpresenln el 

integrar unn Averigu11ción Prcvin por éste delito, nsí como dctenninnr su 

resultado. 

Expuestos Jos aspectos witeriores y en última circllllst11ncia, 

representa un11 premura e\ elaborar estudios en Materia Fiscnl Pennl, y11 que, 

durante 111 lnbor de investigación nos encontrumos con la dificultad de materinl 

bibliognífico, dndo que \11 m11yorln de los trntadistns se b11San principnlmente en 

e\ estudio del Procedimiento Administrativo de Ejecución en nmteria liscnl, y 

sólo hacen mención n la existencia del Procedimiento Pcnnl; y que enterados de 

lo que en In prncticn sucede, nos ntrcvcrínmos a decir que es lo contrario. 

Por último quisiéramos mwiifcstnr que lo cierto c.~ que debe 

continuar el apoyo de !ns Autoridades de Hacienda pnrn In integración de In 

Averiguación Previa en In Procuraduría, toda vez que en ciertas ocnsiones el 

procedimiento pierde la celeridad que la urgencia del delito requiere por falta de 

instrumentos necesarios pnra obtener la finalidnd deseada, debiendo estab\cccr 

nuevos acuerdos y convenios entre wi1bns autoridades pnra combatir mñs 

eliC11Z111ente a la "Defraudación Fiscal". 
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CAPITULO 1 
GENERALIDADES 

1. ANTECEDENTES IllSTORICOS. 

1.1. Del Delito de Defrnudnclón Fiscal en México. 

2 

Ln reciente crcnción de la figura jurídica de la defraudación 

fiscal dentro del contexto histórico por el cual ha tenido que atravesar nuestro 

derecho, nos ha llevado hn estnbleccr como punto de partida de la presente 

investigación, In época del México Independiente; yn que es hacia el comienzo de 

éstn., en el nflo de 1821 cuando cmpic7JUt a rcnli1.nrse intentos de lcgislneión en la 

rnmn impositiva penal en relación con los ilícitos fiscales, siendo In materia 

adunnern la primera que se toma en cuenta pnm la realización de estos fines; dada 

la complejidad que represento el sistema organiZlllivo en dicha rama, la Regencia 

del Imperio Mexicano, se vio obligada a reconocer el Decreto de las Cortes 

Espnilolns del 9 de noviembre de 1820, cuyos aspectos fundnmcnt11lcs se 

plasmaron en el denominado "Arru1cel General Interino para el Gobierno de las 

Aduanas Mnritimns en el Comercio Libre del Imperio". Comcntru1 Dublnn y 

Lozano; que, éste fue el primer documento legnl que existió en el Mcxico 

Independiente que presentaba normas impositivas penales relacionada.~ con el 

Fisco, citando en su obrn que el primer nrnnccl mexicru10 publicado durru1te el 

Imperio de lturbide fue reimpreso en 1825 durru1te In República y tuvo vigencia 

hasta 1827. t 

1 Cfr. Legt.L1ción Mexicana o Colección Completa de In.• Disposiciones Legislativas , Expc<lidns 
desde la Indepcndcncin de la Rep\\blicn. Edición Oficial, Tomo 1 lmprcnta de Comercio a cargo de 
Dublan y Lozano, llijos . México 1876. p. 567 



Fue preocupación construlte de los primeros Secretnrios de 

Hacienda, el contr1lb1U1do, el cual awmdo a la penuria de los recursos del erario dio 

origen a que el fraude hiciera su aparición. 

En esa época el Secretnrio Arrillnga, dejó pl115mado en la 

memoria del 2 de junio de 1823: "El contmbru1do siempre fwiesto y punible, hoy 

que la nación está al borde del precipicio por la falta de los ingresos que le rob!Ul 

los mismos a quienes les pngn y sustenta paro evitarlo, incrementa h115ta su colmo 

éste crimen abominable". 2 

Esta acusación a los empleados nduanales, dejó ver la 

ineludible necesidad de refommr el ramo, y el 4 de septiembre de 1823 el Congreso 

Mexicano expidió el "Reglamento pum la Distribución de Comicios", que se 

oriento a restringir el tránsito fmudulento de 111ercrn1cíns, se estnblccieron penas 

paro los empleados a quienes se les probara cohechos u omisiones que facilitaren el 

contrab1U1do. 

Algwms de 1115 mcdidl15 tonmdl15 por el legislador a fin de 

controlar, por cU1U1to medio fuere posible, los fraudes que t!Ulto perjudicaban n la 

nación y (que aún en nuestros din.~ contiI1ú1U1 apareciendo con mayor mtensidnd); y 

procurar In mayor obtención de ingresos parn h1 Hacienda Pública, podemos 

destacar como !115 más sobre.~alientes: 

El din 4 de jwiio de 1825 se expidió una circular en la que se 

estnblecín que: "El fraude fiscal trae como consecuencia In destitución del 

empleado infiel, y los cómplices senín sometidos a proceso. Ln omisión en algwio 

de sus 115pectos de este 1U1U1cel y del registro de !115 adu11I1as marítimllS, serán 

castigados en wi principio con In suspensión del empleado y sueldo por tres meses 

2 "McmoriA Provisiorutl • presentada por el Supremo Congreso por el Ministerio de J-IBcienda en 2 
de Junio de 1823, ImprenlA Naeion,'11 del Supremo Gobierno, en Palacio. p. 658 



y la segunda violación, con In baja de dicho empleo y si resultare algún dnfio n In 

Hacienda Pública, los empleados scnin además juzgados con arreglo n las leyes''. 3 

Ln defraudación fiscal constituye en nuestro pnis w1 mnl ni que 

en forma sistemática se ha tratado de atacar siempre; logrando en nlgunn mcdidn 

contenerlo, más no tem!Ínar con él, y en In épocn n la que se hn hecho referencia el 

legislador sentía temor por el fnntnsnm indestructible del contrnbnndo, yn que éste 

trnin nunndo el delito de In dcfroudnción fiscal. 

Hacia 18 78 el principal problcnm en el sistema tributario lo 

seguía constituyendo el contrnbnndo, cuyo incremento hizo dismimúr 

considerablemente los ingresos fcdcrnlcs, el fraude se vio favorecido por lo extenso 

y despoblado de nuestrns costas y fronteras, y llegó n tener tUI monto rumnl de tres o 

cuatro millones de pesos, según lo establecía el Secretario de Hacienda de nquelln 

época, lo que motivo que en agosto del mismo nño el Presidente de In República 

Porfirio Dfnz expidiera un decreto sobre represión del contrnbnndo. En tnl 

documento se exhortaba a los particulares pnrn que denw1ciarru1 ante lns 

autoridades cualquier tipo de contrabando par que so p1occdiorn pcnnlmcnte, no 

sólo en contrn de los defraudadores, sino de las mismas autoridades que mediante 

netos de complicidad condyuvarnn a In comisión del delito; y por ello serian 

juzgados confonnc n !ns leyes. 

En dicho documento legal se apreció In preocupación de ltL~ 

autoridades por el aumento del tráfico ilícito de mercancías, y el interés por frenar 

de cualquier mnnem In dcfrnudnción fiscal que en gran medida oca~ionnbn dnños nl 

fisco federal. 

En marzo de 1887 se expidió una nueva Ordenanza General de 

3• Historia y Legislación AdtL'Ulem de México". Dirección Gt!neml de PrcrL•a, Memoria. Editorial 
del Bolclln Gn\fico de 1~ Sccrciarin de Hnci/:nda y Crédito Público. México 1973. p.29 
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Aduanas Marítimas y Fronterizos, ley con la que se buscaba corregir la deficiencia 

del arancel anterior; conteniendo de entre sus 17 capítulos los de ln infmcción de In 

ley y de lns penas y de los juicios. 

En términos genernlcs siguió los lineamientos que el nnterior. 

El cnpitulo de los infracciones continuó dividiéndose en delitos, contrnvencioncs y 

fnltns, los delitos nbnrcnron lllla clnsilicnción mnyor. E.~pecilicamcntc se 

contemplaron como delitos el contrnbfilldo, el cohecho, el peculado, In concusión, 

la alteración de documentos o!icinlcs, la fnlsificnción de docunv:nlos oficinlcs, el 

quebrruJtrunicnto doloso de sellos o cru1dndos íiscnlcs, In rcsistenci11 de particulares 

y In omisión culpable. 

Por lo que hncin n las faltas se seíinlnron sru1cioncs pecuninrins, 

lo mismo que pnrn los contrnveneioncs, en tanto que los delitos se cnslignbnn 

ndemús con penas corpornles. 

Ln Doctora Mnrgnritn Lomcli y Cerezo, comentn: "Ln 

evolución histórica de las nom1os de derecho penal fiscnl, muestnm clnrrunenlc que 

vn perfilúndose el poder sru1cionndor de In ndminislrnción finll!lciern como facultad 

propia del poder ejecutivo, n medido que se vn concediendo n las nutoridndes 

adnúnistrntivns facultades pnm investigar por si mismas y snncionnr, sin recurrir ni 

poder judicial, hasln llegnr n In posición exlremn de aplicnr nl mismo tiempo 

Slll!ciones administrativas por In autoridad fiscnl y pcnns propirunenle dichtt~, por la 

autoridad judicial". 4 

Ln figura del delito de "Defraudación Fiscal'', aparece en 

nuestro derecho positivo hasta fecha reciente; dado que con lllllerioridnd n ln 

tipificación de estn cond11ctn como delito, se podía proceder en contra del cnusru1te 

4 El Poder Sancionador de la Aclmi11islrnci6n Publica en Materia Penal. Eclilorial Continental . 
MeKico 1 % l. p. 56 
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de acuerdo a lo establecido en el Código Penal como fraude, ni no exigir cnlidndcs 

especiales "" el sujeto p11Sivo el fraude en contra de In Hacienda Federo! quedabR 

comprendido dentro del fraude genérico. 

Pnrn el ruio de 1947 el Presidente de In Repúblicn envió ni 

Congreso \Ul Proyecto de Ley de Ingresos del Ernrio Federnl, expresru1do: "Los 

nutoridndcs fiscnles deberán osumir una actitud, en principio, de mnyor confiru1zn 

en In buena fe del contribuyente, empero los leyes obríru1 de prever un costigo 

severo n lo evasión liscnl, estobleciéndoln como un verdodero delito". 5 

lnici{u1dose de estn mru1em una nueva tendencin dentro de In 

política tiscnl. 

En el ruio de 1947, y como consecuencia de In Tercer 

Convención Nncionnl Fiscnl cclebrodn en In Ciudnd de México, se expide In "Ley 

Penal de Defrnudnción Impositivo en Mnterin Fedcrnl". Dicho Ley tenía por objeto 

establecer como delito, penodo con sanciones eorpornles, el frnude nl fisco 

cometido en los impuestos interiores, pues como hemos podido observor 

nnteriormente In omisión de los impuestos exteriores desde la época de In 

Independencia estoba snncionnda. 

Ln importancia de lo mencionoda ley tra.~ciende yn que dentro 

del orden jurídico penal por p1i111crn vez se erigen como delitos conductas que 

anteriormente no tenían to! carácter. 

Con lo nparición de In nueva Ley Penol de Dcfraudoción 

Impositiva en Materia Federol, se trntó de tutelnr el interés del cstodo, puesto que el 

bien jurídico tutelado rcsultnbn ser el patrimonio del mismo. 

La finnlidad de nommr J115 conductas encan1inndns n cometer 

5 Hislorin y Legislación AduADcra de Mexieo. Dirección General de Prensa, Memoria. Edición del 
Bolettn Gmtico de la Secretarla de Hacienda y Crédito Público. México 1973. p. 29 
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unn dcfrnudnción fiscal se explicnbnn en función de manifestar In potcstnd que el 

Estndo tcnín sobre los impuestos y los contribuciones que vclnn disminuir con In 

exterioriznción de ese tipo de conductns netnmente delictivos y nefnstns pnm el 

ernrio. 

El delito de defrnudnción impositivn se cometín en los 

siguientes cosos: 

l. Simular w1 neto jurídico que importare In omisión totnl o 

parcial en el pngo de los impuestos. 

2. Al declarur ru1te lns nutoridndc.~ liscnlcs ingresos o utilidndc.~ 

menores que lns rcnlmentc obtcnidns o hncer deduccionc.~ fnlsns en lns 

declaraciones prc.~entndns para fines fiscales. 

3. No enterar n lns nutoridndes lisenlc.~ dentro del plnw 

sefinlndo el requerimiento lcgnl del pngo, lns cru1lidndc.~ rctcnidns n los cnusnntcs 

por concepto de impuestos. 

4. Al omitir la expedición de documentos en que conforme n 

lns leyes úsenles debia cubrir el impuc.~to correspondiente. 

5. Ocultando bienes o consignnndo nctivo parcial o totnlmente 

falso en un juicio sucesorio. 

6. Resistiéndose n proporcionar n lns nutoridndcs fisenles los 

datos necesarios pllffi In determinnción de 111 producción grnvnble o ni 

proporcionarl11 con fulscdnd. 

7. Al ocultar ruJtc los autoridades !iscnles, total o parcinlmente 

In producción sujetn n impuestos. 

8. Con In negativa n proporcionar n los autoridades fiscnles los 

cintos neccsnrios pnm Ja detem1innción de los impuestos ni comercio o 

proporcionarlos con falsedad. 
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9. Cunndo se ocultase 11 las 11utorid11des fiscales, total o 

parcialmente el monto de ingresos o rentas gravnbles. 

Ln penalidad estnblecidn pnrn In comisión de delitos fiscales 

consistfn en unn sanción de tres meses n dos ru1os de prisión si el monto de lo 

defraudado o de lo que se intento defrnudnr, era inferior a cincuenta mil pesos, y 

prisión de dos a nueve mios si excedía de esn cru1tidnd. En cnso de que no pudiese 

ser precisado In cnntidnd defrnudadn, la penn Ouctmiba de tres meses n nueve ruios. 

La detenninneión de las cantidades se hncín tomru1do en cuenta 

lo defraudado y lo que se había intentado defmudnr dentro de un ejercicio fiscnl, 

aún cuando se trutnse de impuestos distintos. Además el Juez estaba facultado pnra 

imponer In suspensión de UllO a cinco nños, así corno la inhabilitnción definitiva 

para el ejercicio de In profesión, industria o actividad de los que emrumsen los 

créditos adeudados al fisco federal. 

Posterior In vigencia de esta ley, (en el ruio de J 948) y 

subsrumdos diversos defectos que en ella se encontraban; se transcribió In 

mencionnda ley en el Capitulo Quinto del Título Sexto del Código Fiscnl de In 

r edernción. 

Cabe hncer mención que dndn In nuvednd de la citadn ley y In 

carencia de conocimientos y cnpncitnción que respecto de las oblignciones fiscales 

tenían un gran número de cnusnntcs, In Secretaria de Hneiendn mmcn In nplicó. 

Al final de 1948, se promovieron refomms en virtud de algunos 

errores de la Ley lmpositivn. 

Con !ns rcfomms hechas al Código Fisco! de In Federación, 

fueron compilados en el Título Sexto denominado "De los Delitos Fiscales" unn 

variedad de tipos penoles que se encontraban dispersos en vnrins leyes; de tnl 

manera que con fecha 30 de diciembre de 1948 aparecen publicadas las refomms ol 
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Código Fiscal, en las cunlcs se adicionan los nrtlculos 241 al 283, quednndo 

comprendido el delito de Defrnudnción Fiscn.I en el Capítulo Quinto del Titulo 

Sexto. 

1.2. De lo Institución del Ministerio Público en l\Jéxico. 

Algunos trntndistns hllll investigado en In historin del derecho 

mcxicnno intenlnndo cncontrnr en ella n.lgun vestigio de lo que pudiese ser 

considerndo el Mtccedcnte primitivo del Ministerio Publico; por lo que en relación 

nl tcmn a tratar habremos de renli7Jtr unn semblnnm de las diferentes ctnp1~~ de la 

historin por lns cun.le.~ ha ntrnvcsndo ln evolución jurídica mcxicrum en relación con 

In figura del Ministerio Publico. 

Derecho l'recorteslnno 

De entre In.~ diversa.~ culturas que florecieron n lo lnrgo de lo 

que hoy es nuestra patria. muy pocos datos se tienen sobre el Derecho Penal 

anterior n la conquista., sin cmhargo uno de los pueblos que contaba con un sistema 

normativo sumamente rígido crn el nzlecn. 

El derecho entre los aztecas cm de carácter consuetudinario; 

aunque se hru1 obtenido dntos de que el derecho penal se cncontrnbn cstnblccido en 

documentos. 

Dentro de la organización política en el pueblo nzteca y 

semejante a la institución del Ministerio Publico, cobra gran importancia la figura 

del "11atonni"; personaje que represento a la divinidad y que tenía libertad para 

disponer de ht vida hurnnnn a su arbitrio. De entre sus facultades más importantes 

se pueden destacar: la de acusar y perseguir a los delincuentes, derecho que 



llJ 

generalmente to delegaba en tos jueces, quienes auxitindos por un tipo cspecirtl de 

policía que se encontrnbn entre los diversos funcionarios del pueblo, se cncargnbn 

de aprehender n tos delincuentes. 

El maestro Guittermo Colín Sánchcz comenta ncercn de In 

figura del "llntonni": 

"E.~ preciso hncer notar, que In persecución del delito cstnbn en 

m1UJos de los jueces por dctcgnción del tlntonni, de tul mnncm que los funciones de 

éste eran jurisdiccionnlcs, por lo curtl, no es posible idcntificnrlns con In.~ del 

Ministerio Público; pues si bien es cierto que et delito cm perseguido esto se 

encomendaba n tos jueces, quienes pnrn ello rertliwbnn In.~ invcstignciones y 

aplicnbnn el derecho". 6 

Considernmos, que es ncertndn ln explicación dndn por Colín 

Sónchez., dndo que el "llntonni", realmente era el que tenín en principio el 

conocimiento del hecho dclictuoso; como actualmente sucede con los funciones del 

órg1UJ0 de investigación, empero, es precis1UJ1ente In función de investigación del 

hecho delictuoso to que difiere de In organización del "llntonni" en el Derecho 

A:rtccn. yn que éste cncomcndnbn n tos jueces dicho ejercicio, quienes eran los que 

en definitivn nplicabru1 et derecho. 

Derecho posterior n In Conquisto. 

A raJz de In conquista ellistió un fuerte choque entre nmbns 

culturns, la magnitud de éste se reflejo aún más en el sistema normativo, ya que no 

se estableció un orden especifico. 

6 Derecho MexiCAno de Proccdjmicnlo.• PtnAlcs. 10' Edición. Editorinl Porrun. S.A. de C.V. 
M6xico t 986. p. 85 
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Tnl esllldo de lns cosns creyó poder ser remedindo n trnvés de 

lns Leyes de Indias, principnlmente, y de algunos otros ordenamientos jurídicos, 

manifestándose en nquellns In oblignción de respetar las normns juridicns de los 

conquistados, sus U5os y costumbres, siempre que no contrnviniernn ni Derecho 

Espruiol. 

Ln persecución de los delitos en esta etnpn no fue nhibuicln n 

ninguna institución o ÍlUJcionnrio en particular; dado que, el Virrey, los 

Gobenmdores, los Cnpitnnes, Genernlcs y muchns otnL5 nutoridndes contnbnn con 

atribuciones ¡mm ello. 

Derecho en In Colonin. 

Habiéndose establecido In situnción posterior n In conquista y 

en una nuevo etapa de nuestro pnis; el primer nntcccdente que en México hubo de 

la representación del Ministerio Público fue el de los "Procuradores o Promotores 

Fiscnlcs". Dichos funcionarios tenlnn en su haber In función de procurar el castigo 

en los delitos no perseguidos por el "Procurador Privado". 

España que impuso en el México Coloninl su legislación 

estableció su modo de orgnniz.nción por lo que respecto nl Ministerio Público. Ln 

recopilación de las Leyes de Indios en LL")' otorgada el 5 de octubre de 1632 

ordenaba: 

"Es nuestra merced y voluntad que en cada una de los renles 

nudiencias de Lima y México hayo dos Fiscales; que el mhs antiguo sirva In pinza 

en todo lo Civil y otro en lo Criminal". 7 

7 Citado Por. FRANCO VTI..LA , José. El Ministerio Pi\blico Fcdcrnl. Edilorilll Pom'ln. S.A de 
C.V. México 1985. p. 46 



Los promotores liscnlcs que por virtud de In conquistlt fueron 

trnsphmtndos 11 nucs_trn Noción, se constitulnn como runcionnrios dependientes de 

lns jurisdicciones en que intcrvcníru1 promoviendo el cnstigo de los delincuentes y 

In defensa de los incnpnces, pero sólo en unu forma nccesorin por que su función de 

vigilnncin en los fribunnlcs cstahn cncnminmln principalmente hncin el cuidado del 
- =--·-"-'-' -·-

pntrimonio liscnl, y su injerencia en el procedimiento penol rcsullnbn muy limitada. 

El Derecho en el México lmlcncndícnk. 

t\I obtener ~.léxico 'u Independencia los promotores fiscales 

continuaron su labor. dndn que el decreto de 9 de octub1 e de 1812, siguiti en vigor. 

y por otrn 1mrtc el Tintado de Córdoba establecía que las !<.-yes vigentes 

continuarinn rigiendo en todo lo que no se opusiera ni plm1 de Iguala, en tnnto se 

fonnulam In Constitución del Estado. 

En la Constitución de t\patzingiin de 22 de octu)ne de 1814 

manifiesta José Franco Villn: "En el Supremo Tribunal de .Justicia se contó con dos 

fiscnk"S letrados, uno pnrn el Civil y otro pnrn el Criminal". n 

l.a Constitución de 182·1 estableció un !V!inistcrio Fiscal en la 

Suprema Corle, cquipanmdo su dignidad a In de los Ministros y dándole el canicter 

de inamovible, misma que estatuyó los tribunales de circuitn; sin cmbnrgo 110 

determino nada respecto de los j11zg:lllns f'.sta misma nrganización se conservó en 

lns Siete Leyes Constitucionales de 1836 y en lfls Bases Orgúnie1Ls del 12 de Junio 

de l 843 de la epoca del Centralismo, conocidn.s como "Leyes Espurias". 

l'oslcriormentc el 6 de diciembre de 1853 bajo el n;gimcn de 

Antonio Lópcz de Snnta i\111111. es dictada la "l.ey Lares"; en la que se organiza ni 

iv!inisterio Fiscal como una Institución que emana del Poder Ejecutivo. En la citmla 

8 ldcm. 
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ley el fiscnl, aunque no tuviese el carácter de prute, debía ser oído siempre que 

hubiese dudn y obscuridad sobre el sentido de In ley. Se creó m1 "Procurador 

Genernl'', quien representaba los intereses del gobierno y que contnbn con una 

fncultnd amplin en lo concerniente a los siguientes negocios: 

a) En una ntención conveniente de los intereses nncionnlcs, 

b) En wm atención necesaria en los negocios contenciosos que 

versnren sobre los intereses nacionules y 

e) Promoviendo lo conveniente a la lfociendn Públicu 

procediendo en todas las esfcrns, debiendo tener el procurador los conocimientos 

necesarios de Derecho. 

El 23 de noviembre de 1855 el Presidente lgnncio Comonfort, 

expide urm lcy en la que se extiende 111 intervención de los promotores fiscales en 111 

ju~ticin fcdernl. 

En el proyecto constitucional de 1856 se previno por primcrn 

vez en el artículo 27 que: "A todo procedimiento de orden criminnl, debida 

preceder querella o ucusnción de la pnrte orendidn o instnncin del Ministerio 

Público que sostuviese los derechos de 111 sociedad". 9 

El precepto constitucional antes uludido cstnblccín que el 

ofendido n quien se le hubiese cnusado un ugravio directamente podrin ocurrir nnte 

el juez n que se le ejercilnrn su ucción, o mediante In intervención del Ministerio 

Público como Representante Socinl. 

Huciu el nii.o de 1857 el Presidente Comonfort, promulgu el 

decreto de 5 de enero, tomando el nombre de "Estatuto Orgruúco Provisionnl de la 

República Mei<icnna" en el cunl quedó establecido que: 

9 Citado Por. FRANCO VILLA, Jo•é . Ob. Cit. p. 48 



"En ei periodo de justícin todo acusndo tcndrln derecho n 

conocer las pruebns que cxistienm en su' contra; que se le permitiera corearse con 

los testigos cuyns ncusnciones le perjudicasen y que debin ser oído en ddi:nsa 

propin".10 

El constituyente de 1857 tenin conocimiento de In institucic'>n 

del l\Hnistcrio Público. pero In opinión gcncrnl de establecer cstn ligurn 

(trnsccndcntnl hoy en din dentro del procedimiento penal), lile conlrnrin 11 In idea de 

otorgllf ni ciudnd1mo el derecho de ncusnr. toda \'cZ que sc cncontrnbn 

profündnmcntc nrrnignda en el t\nimo del pueblo, silunción por In cunl dichn 

Representación Social li1e rcchnzn<h1. 

El 15 dc Junio de 1869. el Presidente Benito Juúrez e.xpidc. In 

"Ley de Jurndos" en la cual se estnbkcí1u1 tres Procurndorcs 11 los que por primera 

vez se les llamó "Rcprcscntnntcs del 1\liniskrio Púhlico". Dicha rL·prescntnción 110 

se contempló como unn orgnniznción dado que crnn imlcpcndicntcs cnllc si, y sc 

encontrnbnn desvinculados en In parte Civil. 

En 1880 el 15 d.: Scplicmhrc, se promulgó d primer Código de 

Procedimientos Penales dentro del cual se estableció unn orgmiiznción completa del 

Ministerio Público, seiinlúndosc como runcioncs de éslc la de promover en In 

administración de justicio en sus dilcrcntes rnmos. sin reconocerle el ejercicio 

p1i\'ndo de In ncción pcnnl. 

El 22 de lllll\'c1 de 1894 se nrnplió In intervención del Ministerio 

Público en el proceso. instiluvéndose con los cnrnctcristic1t~ y finnlidades del 

Ministerio l'úblico frru1c~s; como miembro de la Policía J udicinl y como mero 

nuxilinr de la ndministrnción de justicin. 

10 BAR RETO RANGEL ,Gustavo. rn1@_Juriclica_J\~ic.'1!1.:c Tomo V. Editorial Procurnduri:i 
General de la República. México 1988. p.J9~ 1 
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Durante In dictadura de Porfirio Dinz en el año de 1903 se 

expidió In primera Ley Orgúnicn del Ministerio Público y se le edifica yn no como 

nuxilinr de hi ndrninistrnción de ju5ticin, si no como pnrte del juicio, interviniendo 

en los nstmtos en les que se afectara el interés público, el de los incapacitados y, en 

el ejercicio de In ncción penal. 

Al reunirse el constituyente de 1917 y ni querer estnbleccrsc llL5 

bnses orgiinie!L5 que sustentaran el nctunr del Ministerio Público en México, resulta 

de relevante impoitnncin el C.5tnblccimicnto y creación de lo!L5 artículos 21 y 102 de 

nuestra Carta Mngnn. 

Comentn al respecto Franco Villn: "Reforma de trnscendcncin 

en el procedimiento penal mexicano es 111 que proviene de los nrticulos 21 y 102 de 

In Constitución Polirica de hi República de 5 de febrero de 1917, que reconoce el 

total y pleno ejercicio de In acción penal y lo otorgn n un sólo órgano que 

representa el Ministerio Público". 11 

La Ley Fundamental delimitó perfcctrunentc el úmbito de 

jurisdicción de cndn institución públicn; cstnblccicndo en los referidos preceptos 

constitucionales In cornpctencin de conocimiento de cnd11 ClL~O en purticulnr, 

prohibió a los jueces de In facultad de incoar los procesos que hnstn entonces había 

tenido. Estableciendo específicnrnente !ns funciones de In Policía Judicial, orgru1izó 

al Ministerio Público como mm magistratura independiente con funciones propi!L5 y 

otorgoscle a esta rcprc.5cntación su función y monopolio de la ncción penal, lo 

instauró como w1 organismo de control y vigilnncin en !ns fm1cioncs de 

investigación encomcndndns n In Policía Judicial, In cual quedo ni mando de aquél, 

como lo subraya el nrticulo 21 constitucional. 

11 Ob. Cit. p . .\7 



Es menester de nuestro tema de estudio, el m11nifestru- que 

como consecuencia de la creación de la figurn del Ministerio Público y dadns !ns 

necesidades de nuestra Nación, se eren de igual fomm la competencia de cstn 

institución, en razón de que, como snbemos existen diversidad de representantes 

del Ministerio Público; n snber, en el nmbito Civil adscritos a un Juzgado fnmilillf; 

así mismo, en el ámbito penal como se conoce existe el Ministerio del Fuero 

Común y el Ministerio del Fuero Federal, sin dejllf tnmbién de mencionar al 

Ministerio Público Militnr; de los cunlcs se puede decir que In función que realizru1 

es la mismo., es decir, la de la investignción de los hechos que pucdnn constituir w1 

delito y In concesión que el Estado le otorga en el ejercicio de In ncción penal. 

El Ministerio Público en In Act11111id11d. 

Al haber rcalizndo la resetia histórica de lo que fue In 

Institución del Ministerio Público L11 stL~ orígenes, y retomnr In evolución que tuvo, 

procedemos ahora de una mrutcrn general In actual orgnnimción que dicha figura 

tiene en stL~ dos compctencins de mayor imporfrutcin. 

El Ministerio Público en el Distrito Federal (Fuero Común). 

Actunlmcnte el Ministerio Público del Distrito Federo! cucntn 

con el personal que registra el artículo 2º del Rcglnmcnto Interior de la 

Procurnduría Gcnernl de Justicia del Distrito Federal. 

El Mando se encuentra depositado en el Procurndor General de 

Justicia del Distrito FedernJ, quien lo ejerce en formo absoluta., dclegrutdo stL~ 

ftmciones en las diversas personas que integr1111 el personnl, a efecto de que pueda 

cumplir con las atribuciones que le h1111 sido encomendadas. 
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La Procuraduría cuentn con dos Subprocuradores, los que 

aparte de nuxilinr en forma directa ni Procurador en todos los asuntos sometidos n 

su consideración, se encnrgnn de revisar y supervisnr el trabajo de las diversns 

direcciones que en ordenjen\rquico descendente se encuentran. 

El artículo 9" de In Ley Orgñnicn de In Procumdurin Genernl de 

Justicia del Distrito Fcdernl, estnblece que esta Depcndcncin estruú presididn por el 

Procurndor, Jefe de In Institución del Ministerio Público y de SlL5 órgnnos 

nmcilinres. Ln l'rocurndurín contruú con servidores públicos sustitutos del 

Procurador en el o~dcn que fije el rcglnmento y con los órganos y demás personnl 

que sen necesario para el ejercicio de lns fw1ciones, con In competencia que fija el 

reglamento de esta Ley, tomando en consideración las previsiones presupuestn!es. 

El Ministerio Público Feder11I 

Ln Procuraduría Genero] de In República estnró. presidida por el 

Proeurndor General de In República, y sienta sus bases de organización en lo 

dispuesto por el artículo 12 de In Ley Orgó.nicn de dicha institución, y para el 

debido y e11pedito despacho de los ns untos de su competencia se integra con: 

Subproeuradurfa de Averiguaciones Previas 

Subproeumdurfa de Control de Procesos 

Subprocurnduria Genernl Jurídica 

Subprocurndurin de Delegaciones. 

Los Subprocurndorcs contnnín con las atribuciones que el 

articulo 5º del Reglamento de la Ley Orgó.nicn le confiere y entre !ns miis 

importantes podemos citar que: debcró.n despachar los asuntos relevante.~ y de 

notoria tra~cendencia que se encuentren en !ns w1idadcs ndscritas n su cargo. 



salud. 

social .. 

salud. 

presupuesto. 

Hl 

Coordinación General para la atención de los delitos contra In 

Coordinación General J uridica. 

Oficialía Mnyor. 

Contralorin Interna. 

Visit11duri11 General. 

Coordinación de Servicios n 111 comunidad y pnrticipnción 

Unidad de Comw1icación Social. 

Dirección General de Amparo. 

Dirección General de A veriguacioncs Previas. 

Dirección General de Control de Bienes Asegurados. 

Dirección General de Control de Procesos. 

Dirección General de Supervisión y Auditoria. 

Dirección General de enlace en nmterin de delitos contra 111 

Dirección General de Intercepción. 

Dirección Geneml de Policía Judicial Federal. 

Dirección General Jurídica. 

Dirección General de Norm11tivid11d. 

Dirección General de Servicios Aéreos. 

Dirección General de Recursos Hum11I1os. 

Dirección General de Pl11I1e11ción en delitos contra 111 salud. 

Dirección General de Programación, orglllli7.nción y 

Dirección General de Quejas y Denuncias. 



Generales. 

Dirección General de Rec.ursos Materiales y Servicios 

Dirección General de Servicios Periciales. 

Delegnciones Estatales y Metropolit11na. 

Instituto de In Policía Judicinl Federal. 

Pam In mejor atención y eficiente despacho de sus nsw1tos, In 

Procuraduría General de la Repúblicn, contllrú con In Comisión lntcmn de 

Prognmmción y Administración y con lns unidades subalternas que fueren 

necesruins. 

En otro aspecto, In Procurndurín Gencrnl org11ni7.nrá y 

conducirá sus actividades medi11nte prognunns rumales específicos pam cada wm 

de las unidades subrutemas, detem1in1Índose !ns políticas y metns de dichos 

programas de mru1em congruente con el Pl11n Nncionru de Desarrollo y el Prosrrunn 

Nacionru de Procuración e lmpartición de Justicia 

De tal modo que podemos expresar que la base del Ministerio 

Público Federal está enmarcndn en primera inst11ncia por el Procurador General de 

la Repúblicn, Jefe máximo de esta org11niznción. 

2. A verigunclón Previa. 

Cesar Augusto Osmio y Nieto cxpresn como concepto de In 

Averiguación Previa lo siguiente: 

"Como fnsc del procedimiento penal puede definirse a la 

Averiguación Previa como la etapa procedimental dur11ntc In cuitl el órg11no 

investigador rerui7Jl todn.~ nquelln.~ diligencias necesarias para comprobar, en su 
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caso, el cuerpo del delito y In probable responsabilidad, y opta por el ejercicio o 

abstención de In Acción Pennl". 12 

Continua scñnlando el mencionado autor " ... en tanto que el 

expediente es definible como el documento que contiene todas !ns diligencias 

renlizndas por el órgnno investigador tendientes n comprobar en su caso, el cuerpo 

del delito y In probable responsabilidad y decidir sobre el ejercicio o abstención 

pennl". 13 

Por su pur1e la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

monifostndo el siguiente criterio ni respecto: 

"DELITOS, A VERIGUACION DE LOS" 

"La averiguación de los delitos constituye el ejercicio de wm 

función de orden público, y no viola garantías individuales puesto que viene n 

constituir el cumplimiento de obligaciones ineludibles encomendadas n las 

autoridades". 14 

De igual fonnn el Diccionario Jurldico Mexicano define 11 la 

Averiguación Previo diciendo: 

"A VERIGUACION PREVIA. Acción y efecto de Averiguar. 

(Del latín od, a, y verificare; de verum, verdadero y fncere, hacer). El vocablo es 

utilizado en su fonna mús genernl y ordinaria, en referencia a In esfera procesar 

penal". 15 

Por su pnr1e el llrtículo l º del Código Federal de 

Procedimientos Penales al establecer los distintos períodos del procedimiento 

penal, sefiala en su frncción 1, el de la Averiguación Previa, que compn.'llde las 

12 La Averiguación Previa. 5' Edición. Editorilll Porrúa. S.A de C.V. Móxico 1990. p. 12' 
13 ldem. 
14 Semiuwio Judicial de In Fedcrnción. Quinta Epoca. Tomo XVl11. Abril 1975. p. 450 
151nstituto Nacional de Jnvestignciones Jurldicns. Volumen l. 4' Edición Editorial Pom\n. S.A de 
C.V. Móxico 1991. p. 229 



diligencias necesarias parn que el Ministerio Publico pueda determinarse en orden 

al ejercicio de la Acción Penal. 

Esta etapa de Averiguación Previa también recibe la 

denominación de prcliminnr, lns nctuacioncs son renlizndns en sede administrativa 

por el Ministerio Publico. 

La fase de Averiguación Previa comprende desde la denlUlcin o 

querella (que pone en marcha la investigación); hasta el ejercicio de la Acción 

Penul, circunstancia<; que serón lmtndns más a fondo en las pñginas subsecuentes 

del presente trabajo. 

En su caso la Averiguación Previa <lebení concluir con la 

consignación del expediente, y el acuerdo de archivo con la conclusión de la 

mismn; o la determinación de reserva que solamente suspende la dinámica de la 

averiguación. 

La Averiguación tiene por objeto que el Ministerio Publico. 

practique todas ln.'> diligencias necesarios pnm acreditar el cuerpo del delito y la 

presunta responsabilidad del inculpado; en definitiva se trata de wta preparación 

para el ejercicio de 111 Acción Pennl. 

Las anotaciones que anteceden explican que la averiguación 

importa por consiguiente todas !ns actuaciones necesnriBS pnm el descubrimiento 

de la verdad material, de la verdad histórica. 

En rclnción a esta etapa proccs1ú trataremos en primer término 

de dejar establecido en que momento del procedimiento penal mexiC11110, se 

encuentrn ubicada In averiguación previa para posteriormente delimitar su 

contenido y su objeto. 
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Dentro del procedimiento penal mexicano Manuel Rivera Silva 

ha elaborado una división que en nuestro concepto es la más completa del 

procedimiento penal en genernl. 

A saber lo ha dividido en: 

"n) Periodo de prepnrnción de In Acción Procesal Penal. 

"b) Periodo de preparación del proceso. 

"e) Periodo del proceso". 16 

El periodo de prepnrnción de In acción procesal (nverigunción 

previa), se inicia con el neto por el cual la autoridad investigadora tiene 

conocimiento de un hecho considerado como delictuoso y tenninn c:on In 

consignación del indiciado ante el tribunal correspondiente. 

El periodo de preparación del proceso. Se inicia con el auto de 

radicación, hnstn concluir con el auto de formal prisión; observando como 

finalidad In de comprobar In comisión del delito y determinar In probable 

responsabilidad del procesado. 

El proceso es subdividido por el citado tratadista, en: 

l. Instrucción. Comprende el auto de fom1al prisión o sujeción 

n proceso, y concluye con el nulo que la declara cerrada 

11. Periodo preparatorio a juicio. Se inicia con el auto que 

declara cerrada la instrucción y con el uye con el auto que cita para In audiencia 

Tiene como finalidad que el Ministerio Público precise su acusación y el acusado 

rcafim1e su defensa 

III. Audiencia Se inicia con el nulo que sci1aln fecha parr1 In 

audiencia y tcnninn con la celebración de In misma Su finalidad reside en que Ja5 

partes se hagan oír por el órgano que resolverá la situación juridica 

16 El Procedimiento Pcruú. 18' Edición. Editoriol Pom'ut. S.A de C.V. México 1989. p. 35 



IV. Sentencia o Fallo. Aburen desde el momento en que se 

declara "visto" el proceso, lmstn que se pronuncia la sentencia. Su finalidad es. la de 

que el Órgru10 Jurisdiccionnl declnre el derecho en el cnso concreto, valorrutdo los 

pruebas que existen. Su contenido es In creación de la norma individual. 17 

Como se hn podido observnr rutteriormente, dentro del 

Procedimiento Penal, podemos ubicar a la función indngatorin que renlizn el 

Ministerio Público o Averigunción Previn en el Periodo de l'repnración de In 

Acción Procesnl; toda vez que In finnlidnd del mismo reside en In reunión de los 

dntos que son necesarios; a través de los diversos medios con que cuenta el 

Represent!Ulte Socinl, pnra que pueda poner en mnrclm ni Órgano Jurisdiccionnl a 

que cumpla con su fw1ción declnrnndo lo que conforme a derecho corresponda. 

Ahora bien, se puede expresnr que In Averigunción Previn. 

constituye el periodo del Procedimiento Pennl que se encuentra delimitndo por In 

fw1ción investigadora del Ministerio Público que con motivo de sus funciones tiene 

conocimiento de In comisión de un hecho presumiblemente dclictuoso. 

Contenido de la Averiguación Previo. 

Para iniciar el Ministerio Público la función invcstigndora de 

los delitos, que le encomienda el articulo 21 de nuestra Carta Magna, ul tener 

conocimiento de w1 hecho y proceder n investigarlo debe previamente determinar si 

el citndo hecho denunciado puede llegar a constituir o es susceptible de encontrarse 

definido como delito por la ley. 

17 Ibtdem. p.p. 27-29 
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Como los principoles actos que el Ministerio Público reolim 

dentro de la integración de una Averiguación Previa podemos citar los siguientes: 

1.- Ln recepción de denuncias y querellas por pnrte del 

Representante Sociol. 

Es bien snbido que las mencionadas figura.~ juridicns 

constituyen el requisito básico de procedibilidad mediante el cuol se pone en ncción 

el organismo encargado del ejercicio de la investigación pnrn que éste pueda dar 

inicio a la Averiguación Previa correspondiente. 

Por su parte el articulo 16 Constitucionnl pennite la querella 

como medio para iniciar In Averiguación Previa oI igual que In denw1cin; 

consistiendo ambas en una declaración de hechos preswniblemente constitutivos de 

algún ilicito penol; y difieren en que, mientras que la denuncia puede ser rcaliwda 

por cuolquier persona que tenga conocimiento de el o los hechos que pudiesen 

dese~bocar en una conducta delictiva, la querella debe tratar de un supuesto delito 

y solamente podrá ser presentada por el agraviado de la conducta delictuosn en 

decir deberá trntnrse de un delito a petición del ofendido; aunque 111 ley establece 

que puede ser reolizada por el representnnte legol de éste. 

2.- La práctica de todas las diligencias necesarias para la 

debida integración de su expediente, y con motivo del delito en estudio citarnos 

como destacada5 la5 siguientes: 

Declaraciones.- Se conceptúa n la declaración como: "La 

relación que hace una persona de determinados hechos, personas, o circwistancias 

vinculadas con el delito y la Averiguación Previa y que se incorporan a la misma". 

18 

18 OSORIO Y NIETO, Cesar Augusto. Ob.Cil p. 18 
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Al proceder a realiw.r algwm declaración podemos observar 

que se sigue una forma más o menos especifica, casi siempre en todos los casos, ya 

sea en la declaración del ofendido, o de alguien relacionado con la investigación; el 

Ministerio procede a prolcstarle que se conduzcn con verdad en la diligencia en In 

cual hn de intervenir, en caso de ser mayor de catorce wios y si es menor solamente 

se le exhortará; a continuación serón lomados los datos generales de éste, se le 

pedirá que realice una narración concreta de los hechos, todo lo cual qucdnní 

asentado en una acta levw1tnda por el Representante Social, procediendo al final de 

la diligencia a proporciomírscln al declarante n fin de que ratifique su dicho 

fim1ando ni calce y ni margen, (artículo 22 del Código Federal de Procedimientos 

Penales). 

Inspección Ministerial. Es la actividad renliznda por el 

Ministerio Público que tiene por objeto la observación y descripción de personas, 

lugares, objetos, cadáveres y efectos de los hechos, para obtener un conocimiento 

directo de In realidad de una conducta de hecho, con el fin de integrar la 

Averiguación Previa. 19 

Dwnnte la ftmción investigatorin el Ministerio Público debe 

realizar la inspección ocular del objeto del delito, pudiendo ser este cualquier 

situación siempre que tenga interés para la resolución de In Averiguación Previa y 

sea posible ubicarlo o describirlo. 

Fe Ministerinl. Ln fe ministerinl, forma parte de In inspección 

ministerial; no puede haber fe ministerial sin previa inspección de personas, cosas, 

lugares, efectos, relacionados siempre con los hechos que se investigan. 

Intervención de Peritos. Durante el periodo de Averiguación 

Previa se hace necesaria muchas veces, pues el funcionario que tmbnje In 

19 Jbtdcm. p. 19 
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Averiguación Previa puede necesitar el auxilio de técnicos para el examen de 

personas, hechos u objetos con la finnlidnd que lo ilustren con su opitúón. 

Juan José Gonznlez Bustarmmte opina nl respecto que: "en el 

desarrollo de actos proccsnles surgen algunas cuestiones que por índole técnica o 

científica no están en ni canee del común de las gentes por que son el resultado del 

juicio y de la experimentación. Entonces se recurre nl auxilio de los peritos con el 

fin de que ilustren a In justicia con los conocimientos facultativos que poseen ... ". 

La pericia, agrega, interviene en el proccdirtúento en el periodo de In Averiguación 

Previa, durante la instrucción del proceso y en In segunda instancia. 20 

Cnrncteristlcns del Periodo de Averiguación Previo. 

Es cierto que el proccdirtúento penal forma un todo armónico, 

pero como pudimos observar anterionnentc, son distinguidos dentro de éste 

diferentes periodos con carncterlsticas propias. 

Los elementos principales que se pueden vislumbrar en el 

periodo de Averigunción Previa son los siguientes: 

l. Es producto de la función de Policía Judicial que rcnliza el 

Ministerio Publico ni investigar Ja existencia de los delitos, y Ja identificación de Jos 

autores de éstos. 

Lo anterior se deriva de Jo que establece Ja Constitución de 

1917; que en su articulo 21 hizo la separación de In.~ funciones del Ministerio 

20 Principios de Derecho ProccsAI Penal Mexicano. 1 O' Edición. Editorial Pomill. S.A. de C.V. 
Mtxico 1991. p. 35 
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Público y de la Policía Judicial, pnra lograr la recia y pronta administrnción de 

justicia y acabnr con los vicios en el procedimiento penal. 

2. El Ministerio Público durante In Averiguación Previa nelúa 

como nutoridnd. 

Siendo el Periodo de Averigunción Previn lma fose procesal y 

el resultndo de la función investigadora que como jefe de la Policía Judicinl realiza 

el Ministerio Público pnrn separar el posible ejercicio de la acción penal, es 

indiscutible que el organismo de inveslignción obre como nutoridad. 

Principios que rigen In Avcrigunción Previn. 

De la actividad investigadora se puede predicar la cnlidad de 

pública, en virtud de que toda ella se orienta a la satisfacción de necesidndes de 

carácter socinl. 

En este sentido han sido desarrollados como principios que 

rigen el periodo de Averiguación Previa los siguientes: 

1..- La iniciación de la Averiguación Previa esta regida por lo 

que bien podria llamarse "Principio de Requisitos de iniciación", en esto no se deja 

al organismo de investigación el comienzo de la mismn, sino que para dicho 

comienzo se necesita la reunión de requisitos fijados en la ley. 

2.- La nctividad investigadora está regida por el "principio de 

la oficiosidad", toda vez que pnra la búsqueda de pruebas realizada por el cuerpo 

encargado de la investigación, no se necesita la solicitud de parte, inclusive en los 

delitos que se persiguen por querella necesaria. Iniciada la Averiguación el órgano 

investigndor oficiosnrnenle lleva acabo In búsqueda mencionada. 
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Por lo que hnce n este principio cnbe sefinlnr que unn vez 

iniciada la investignción y nntepuesto el requisito de procedibilidnd en su cnso, el 

Ministerio Público dencuerdo n sus funciones deberá reali7Ju· unn c.xhnustivn 

indngnción de los elementos que Je sirvnn de pruebn pnrn comprobur el cuerpo de 

delito y In posible responsnbilidnd del inculpndo, sin que medie lu petición del 

ofendido; puesto que el Ministerio Público durnnte estn ctnpn proccsnl nctúa como 

nutoridnd y por Jo consiguiente como jere de In investigación debiéndose up¡:gar n 

lo señnlndo parn sus funciones por In ley. 

3.- Ln invcstignción está sometida "ni principio de h1 

Jegnlidnd". Si bien es cie1io que el órgru10 investigador, de oficio prnctic.11 In 

Avcrigunción, lnmbién Jo es, que 110 quedan su nrbitrio In formn de llevar acabo ht 

rnismn. El reprc.~cntru1te social debe Jlcvnr ncnbo In investigación bajo las m1ís 

c.~trictns nomms legnlcs; es decir apegado siempre n Jo que le es ordenndo por In 

ley. 

Agotudn In Avcrigunción y cerciorndo el Ministerio Público de 

In eltistencia de unn conducta típicn y que de lu imputnción de In mismn se puede 

renli7.nr, se presentn el momento cuhninnnte de In prcpnrnción de ejercicio de In 

acción perml, figurn jurídica que será objeto de estudio en nuestro próximo 

subtemn. 

3. Acción Penal y Ejercicio de la Acción Penal. 

El Diccionario Juridico Mexicru10 establece corno definición de 

la Acción l'ennl: 

"ACCJON PENAL. Del latín nctio, movimiento, actividad, 

acusación. Si bien dicho vocablo posee varias neepcioncs juridicns, In rnlÍs 
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importante y que le otorga un sentido propio es In que se refiere n su cnrócter 

procesal. Dicha acción procesal puede concebirse como el poder jurídico de 

provocar In nctividad de juzgnmiento de un órgru10 que dccidn los litigios de 

intereses jurídicos. 

"Ln ncción pennl es .nquella que ejercitn el Ministerio Público 

¡u1te el juez competente pnrn que se inicie el proceso pennl y se resuelva sobre In 

rcsponsnbilidnd del inculpado, en su cnso se aplique In penn o mcdidn de seguridad 

que corresponda". 21 

La doctrüm proccsnl rnnyoritnrin hn cstnblccido que In acción 

procesnl es t'.micn y que se encuentra consngrudn por el nttículo 21 de In 

Constitución l'ederol pnrn todas lm; rnmn.<; de cnjuicinmiento, por lo que, cu1mdo se 

hubln de acción penal en renlidnd se pretende signiliclll que dichn ncción tiene 

como finalidad y conte1údo, In pretensión de carácter punitivo. 

A este respecto cnbe mencionar que cuando se habla de ncción 

en gencrnl es totnlmcntc viílido tonmr en cuenta la deducción ru1terior; pero como 

podremos observar nuís n fondo durnntc el desarrollo del presente tema, In acción 

penal tiene cspecíficnrncnte establecido el cuiÍlldo y por qué organismo debe ser 

presentada nún curu1do se trntc de pretensiones punitivas qucrellndn.<; 11 petición de 

pnrte y todavía más aún porque cuenta con un artículo constititcional que In 

fundamenta específicamente. 

Según In intc1 prelación efcctunda tanto por el legislador como 

por In jurisprudencia en relación con el nrtículo 21 de In Constitución, el ejercicio 

de la acción penal corresponde al Ministerio Público de 111ru1em cxclusivn, tanto en 

In esfera F cdernl (regulado por el artículo 102 de la Cnrlt1 Mt1gnn), como en In 

entidades federativas (situación que hace de In acción pcnnl el que se le. hayn 

21 Ob.Cit. Volumen l. p. 39 
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conferido el carácter de monopolio por el Ministerio Público, entendiéndose que es 

éste quien lo detenta), y a este respecto debe tomarse en cuenta, que el ofendido no 

es porte del proceso penal mexicano, tal como lo establecen los numerales 9" y 141 

del Código de Procedimientos Penales y del Código Federal de Procedinúentos 

Penales, respectivamente, ya que únicrunente interviene en dicho proceso en los 

aspectos relativos a In repnrnción del daño, y n la responsabilidad Civil proveniente 

del delito. 

El Licenciado Angel Mrutínez Pineda, define a la acción penal 

como: "El deber jurídicamente necesario del Estado que cumple el órgru10 de 

acusación con el fin de obtener In aplicación de la ley pennl, dcacuerdo con las 

formnlidades de orden procesal". 22 

Podemos concluir diciendo que la acción penal entendida como 

tal, entraña w1 poder jurídicamente necesario del Estado encargando el ejercicio de 

In misma; como más adelante podremos observar, a el organismo especialmente 

facultado para ello; aunque es también traducida en In posibilidad legal de realizar 

actos procesales n los particulares en interés propio y en In obligación de 

efectuarlos impuesta ni Ministerio Público paro que éste a su vez promueva el 

ejercicio de la jurisdicción penal que conforme u derecho proced11. 

Una vez estnblccidn la defitúción de la acción penal; pusnremos 

a identificar sus cnrncterísticas. 

Carncferistlcas de la Acción Pcnnl. 

Tomando en cuenta el fin y el objeto de In acción penal la 

doctrina le ha establecido como características las siguientes: 

AUTONOMA.- La acción penal es autónoma en el sentido de 

que se encuentra absolutamente independiente de la función jurisdiccional. Lo que 

22 Estructura y Valoración de la Acción Procesal Penal. Editorial Azteca. M!xico 1 %8. p. 37 
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está en perfecta concordancia con el principio de la autonomía de las funciones 

procesales, o sea que, cada órgano tiene sus atribuciones específicamente 

reservadas y preestablecidas. 

PUBLICA- La acción penal es pública por el fin que se 

propone y por el objeto n que se refiere, y de tal cnrácter se dice que no caben 

transacciones sobre ella; además como In ejercita un órgano del Estndo 

(Ministerio Público) y se sirve de la misma para In realización de In pretensión 

punitiva, es menester del representante social que sen de orden público. 

INDIVISIBLE.- Es atribuible a la acción penal, como otra más 

de sus carncteristica~, en rozón de que comprende a la tot11lid11d de sujetos que han 

intervenido o tomado pru1e en la comisión del delito. 

Tal carácter, comenta Mruiínez Pineda "se cncuentm 

justificado por una rozón de justicia abstracta y por wm exigencia práctica de 

utilidad social de que nadie escnp11 a la represión pennl". 23 

Es obvia rozón que por economía procesal se determine que la 

ación penal en In comisión de un ilícito en el cual hayan intervenido una di.versidad 

de sujetos se determine el seguimiento de una acción pennl en común pnrn todos, 

ya que seria obsoleto y tardado el que a cada uno de éstos le fuera determinada wm 

pretensión punitiva 

UNICA.- La acción penal es única, dado que no hay una 

acción especial pll!ll cada delito; se utiliza por iguol pnro toda conducta típica de 

que se trate. 

En efecto debemos decir que el fin de las acciones penales 

siempre es el mismo, no pudiendo existir válidll!11ente una acción parn cada delito 

sino In existencia de una acción pennl en común pnm todos los delitos. 

23 Ob.Cit. p. 45 



IRREVOCABLE.- Respecto de esta cnmcterísticn que In 

doctrina dn a In acción penal, Guillermo Colfn Súnchez expresa que: "se ngregn n In 

acción penal el cnnícter de irrevocable pues inicindo el proceso debe concluir con 

la sentencia, por que, si se quisiera revocar In acción esto no serín posible". 24 

Es decir, tum vez planteada In situación n In nutoridad judicinl, 

el Ministerio Público no debe estar facultado para desistirse de ella como su 

propietario y en uso de lUJ derecho propio puesto que contmvendrín lo que le 

faculta el artículo 21 de In Constitución General de la Repúblicu. 

Al respecto comenta Mnr1ínez Pinedn: "In hipótesis o los 

lúpótcsis para el desistinúcnto significa torpezn, lectura precipitnda o irreflexivo de 

las const!Ulcias legales que solamente sirven pnm sncar idens inexnctas y confusas, 

consecuencia congénita de wm burocrncin sin alma. Y no debemos olvidar que a In 

adnúnistrnción de justicia se le debe de dar un matiz ético y socinl". 25 

INTRANSCENDENTE.- No puede ser trascendentnl, 

manifiesto Colín Súnchez, "sus efectos deben limitarse a In pcrsonn que cometió el 

delito y nuncn 11 sus fnmilinres o a terceros, como lo señalo en forma absurdo el 

articulo 1 O del Código Penal pnm el Distrito Federnl, ni establecer In 

responsnbilidad penal no pasa de las personas y bienes de los delincuentes excepto 

en los cnsos especificados por In 

ley". 26 

En el amplio sentido de In intmnscendencia de la acción penol, 

en efecto sus consecuencias no deben tener mayor alcance que pnm el presunto 

responsable de la conducta típica, aunque, si bien es cierto que el que comete la 

conducta ilícito debe responder por ello, también lo es, que en el mundo real se 

24 Ob.Cil. p. 231 
25 Ob.Cit. p. 45 
26 Ob.Cil. p. 232 
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pueden presentar diversidad de hipótesis de orden jurídico por lo que hnce n In 

reparación del daño causado. 

Habiendo establecido !ns cnrncterísticns de In acción penal 

ahora pnsnmos a desentrañar que organismo detenta esta focultnd en un nbstrncto 

de obrar y su posible ejercicio procurando en olgunn fom111 delimitar el porqué se 

trata de dos figuras jurídicas distintas, pero manifestando n In vez que unn no 

podría existir ni nacer n In vidn jurídica sin In otrn. 

Ejercicio de la Acción Pennl. 

Suele ser tratado por los autores como sinónimo de la acción 

penal; en este sentido hemos de mnrcnr !ns posibles diferencias que pueden existir 

entre In acción penol y el ejercicio de la misma. 

El ejercicio de la acción penal es definido por Rivera Silva 

como: "El conjunto de actividades rcnlizndas por el Ministerio Público ante un 

Organo Jurisdiccional, con In finalidad que éste, n In postre, pucdn declarar el 

derecho en un neto que el propio Ministerio Público estima delictuoso". 27 

En este aspecto ln Constitución de 1917 vino a establecer 

innovaciones en la esfera de competencias de los Poderes Públicos. En relación a 

esta temática; cabe scfiolar que el artículo 21 de In Carta Magna trntándose del 

derecho de acción en materia penal excluyo al Poder Judieiol en su ejercicio y Je 

asignó la fucultad de dictar justicia en el proceso penol. 

El precepto legal invocado ordena que corresponde al 

Ministerio Público el derecho en el ejercicio de la acción penol. 

27 Ob.Cit. p. 49 



De In definición que dn el licenciado Manuel Rivern Silvn, 

podemos observar como elementos del ejercicio de In ncción pennl: 

n) UN CONJUNTO DE AC11VIDADES. Consistentes en 

hacer detem1i1mdns gestiones 1U1te el Orgnno Jurisdiccionnl. Ellns son rcnlizadns 

por el Mitústerio Público y son orientndns hncin unn finnlidnd. Ln nctividnd 

constituye el cuerpo de In ncción proccsnl penal; el ejercicio de In ncción pennl se 

inicin cunndo comienzan !ns nctividndes ru1te el Organo Juris,\icciorml con In 

finnlidnd de que declare el derecho en el ca5o concreto, es decir, principinn con In 

consignnción, y ternúnru1 con el neto rcitlizado por el Ministerio Público, <¡ue 

procede n la sentencio firme. 

Con bnse en lii certeza de In existencia de un delito, nnce el 

ejercicio de In ncción penal (In consignación), o lo que es lo mismo, In neccsidud de 

ir n impulsar n Orgru10 Jurisdiccional pnrn que nplique In ley al cnso en concreto. 

b) UNA FrNALJDAD. Con In ncción procesal penal se 

persiguen vnria5 linnlidndes, !ns cuales vnn solicitru1do una5 de otra5 de n11U1crn 

forzosa y necesnria Unn de cllit5 es que el Orgm10 Jurisdiccional uctúe; es decir, 

que la mnquinarin proccsnl se ponga en movimiento, y n su vez esta linnfülad 

desemboca en que el juzgador decida sobre detem1innda situación que se le hn 

p!CUJtendo, convirtiendo en su ca5o el delito "renl" en delito "jurídico" y aplicando In 

sru1ción o consecuencia co1respondicntc. 

La última linalidad que se busca con el ejercicio de hi ncción 

penal, es hacer efectiva una rclnción entre el hecho y los preceptos jurídicos; es 

decir, obtener In decisión sobre wm determinada relación de derecho penal. 

c) UN PODER DEL QUE EST AN INVESTIDAS ESAS 

ACTIVIDADES. Como tercer y último elemento que puede ser vislumbmdo en 111 
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definición aportada por Rivera Silva, se expresa que In acción penal contiene un 

poder en si misma, que obliga al Organo Jurisdiccional a que decida sobre el delito 

fáctico que Je ha sido planteado. 

En la determinación del ejercicio de la acción pcnal se va a 

probar In existencia de In demmcia o querella ya relncionnr los elementos 

probatorios que ncredíten In existencia del delito y In supuesta rcsponsnbilidnd 

penal; puesto que solamente de ese modo serán satisfechos los requerimientos 

exigidos por el artículo 16 de In Constitución, tratándose de la.-; fommlidndes que 

deben llcnnrse pnrn que In autoridad judicinl dicte su orden de aprehensión. En 

consecuencia el ejercicio de In ncdón penal es facultad exclusiva del Ministerio 

Público para provocar la actividad jurisdiccional. 

A este respecto Mancilla Ovando dice: "obsérvese: el 

Ministerio Público consigna proebns y mediante ellas acredita los hechos 

delictuosos. No consigna hechos ni tiene facultad para a través de la.<; pruebas 

variar su acusación. por que es absolver de In instancia, sí lo pretende, es variar el 

litígio del juicio. 

Ambas cosas estón prohibidas por los artículos 19 y 23 de In 

Constitución, respectivamente". 28 

En relación al ejercicio de In acción penal, In Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha establecido el siguiente criterio: 

"ACION PENAL. Corresponde su ejercicio al Ministerio 

Público y n la Policla Judicial que debe estar bajo la autoridad de mando de aquél. 

Una de !ns más trascendentes itmovacioncs hcchns por !11 Constitución de 1917 

a la org¡uúznción judicial, es la de que lC'S juc~es dejen de pertenecer a la Policía 

28 Las Gamnllas lndividuale• y su Aplicación al Proceso Penal. 4' Edición. Editorial Pom\a. S.A 
de C.V. M~:tico 1992. p. 90 
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Judicial para que no tengan el canícter de Juez y en partes encargados, como 

estaban antes de la vigencia de la Constitución de decidir sobre Ja responsabilidad 

penal y allegar, de oficio elementos para fundar el cargo". 29 

Lo anotado anteriormente ha dejado establecido que al hablar 

del ejercicio de la acción penal, estamos tratando el momento en el cual el 

Ministerio Público, ha rewúdo los elementos necesarios para poder consignar y de 

esa manera poner en marcha In actividad jurisdiccional a fin de que sen declarado el 

derecho al caso en concreto. 

Pasaremos ahora a setialar las características del ejercicio de la 

acción penal. 

l.- PUBLICA. Con esto queremos dar a entender, que tru1to el 

fin como el objeto son públicos, por tanto queda excluido de su ámbito todo 

aquello que solamente alude a intereses privados. 

11.- INDIVISIBLE.- Esto nos indica que el derecho de 

castigar, como el ejercicio de In acción penal, alcanza a todos los que hru1 cometido 

un delito, sin distingo de personas. 

El ejercicio de la acción penal, se ve integrado por tres tipos de 

facultades que son: In investigación, la persecución y In RClL5ación; ordenadas estns 

tres en forma lógica integran el derecho a ejercitar In acción penal, dudo que cada 

una de ellas encierra parte import!llltc en la detcmúnnción del ejercicio de 111 

misma. 

Lo referido anteriormente es 11valado por 111 Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que ni respecto ha sustent11do: 

29 Jurisprudencia Visible en el Apéndice al Semnnario Judicial de la Fc<lcrnción 1917-1975. 
Segunda Parte. Primera Sala, Tesis 5. p. 8 
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"ACCION PENAL, EJERCICIO DE LA El ejercicio de In 

acción pennl se renliza cuando el Ministerio Público incurre ante el Juez y le solicita 

que se avoque al conocimiento del caso; y In mnrchn de esta acción pnsn dunmte el 

proceso por tres etnpns, investignción, persecución y ncusnción. La primcrn tiene 

por objeto prcpo.rnr el ejercicio de In ncción penal que se fundoní en lns pruebns 

obtenidos; en la persecución hoy ya ejercicio de In acción unte los tribunoles y es lo 

que constituye In instrucción, y en In tercern etapa, osco In acusación, In exigencia 

punitiva se concreta y el Ministerio Público puede yn establecer con precisión las 

pena.~ que serán objeto de análisis judiciol y, por mismo, esta etapa es In que 

constituye In esencia del juicio, yn que en ella pedirá, en su cn.~o, In aplicación de 

lns sanciones privativa.~ de libertad y pecuniarias, incluyendo en ésta.~ In de 

reparación del dru1o sen por concepto de indemniwción o de res ti lución de In cosa 

obtenida por el delito". 30 

Podemos concluir de lo anterior que el ejercicio de In acción 

penol es una sola atribución rnmificndn en diversa.~ focultndcs. Aludiendo que cada 

lllln de lns fnscs mencionada.~ deberón necesariamente de producir sus resultados, 

para que entonces se produzcan los efectos jurídicos deseados con el ejercicio de 

In acción penol. 

Como una acotación más ol tema tratado y paro concluir 

parcialmente con su estudio, únicamente nos queda por scfinlnr los principios que 

rigen el ejercicio de In acción penal. 

l. PRINCIPIO DE OFICIOSIDAD. En relación n este 

principio diremos que el Mirusterio Público en tru1to es representonte de la ociedod, 

no debe esperar pnrn detem1innr el ejercicio de In acción penol la iniciativa privada, 

30 Ejecutoria Visible en el Volumen XXXVI, Sexta Epoca, Segunda Parte, Bajo el Rubro Amparo 
Directo 746/60 Luis Castro Malpica. p. 9 



pues si as! fuera, torpemente se pospondrían los intereses sociales a los intereses 

particulares. 
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ll. PRINCIPIO DE LEGALIDAD. Teniendo en sus monos el 

Estado el ejercicio de In ncción penal, n través del rcprcsentru1tc social, no se dcjn n 

su cnpricho el propio ejercicio, sino que por mandl\to legal, siempre que la ley lo 

detcmúne debe llevnrse acabo. 

El Ministerio Público, es wrn Institución de bucnn fe y que 

como tal, tiene interés en que no se valln n cometer In injusticin de castigar n quien 

no merece la penn por que lcgnlmentc no sea acreedor a consecuencins 

condenatorins fij ndas por la ley. 

Para finalimr el tema trotado cnbe señalar que en In medida de 

lo posible hemos intentado distinguir que tnnto a In acción penal como el ejercicio 

de la mismn, son dos figurns totalmente diferentes. Aunque no sin mruúfestnr que 

necesnrirunente wúdns confonnru1 le todo jurídico indispensnble pnrn que pueda 

existir In acción de la justicin. 

En In inteligencia del proceso penal In acción desnrrolladn por 

el Mirústcrio Público, tendní que ser exnminndn por el Juez, paro que al dictnr In 

sentencia se detemúnc In validczjuridicn de In pretensión del Representante Social, 

y se pueda hncer la declaración q uc conforme a derecho corresponda. 
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CAPITULO 2 

EL l\IINISTERIO PUBLICO FEDERAL EN J\lliXICO. 

1. Cnrnch:ruticas. 

2. Fundamentos .Juridlcos que Regulan la Actividad del Ministerio Público 

~ 

3. Su Desempel\o en la Procuración de Justicia 

3.1. Como Protector del Erario Federal. (Casos). 

4. Elementos Auxlllares del Ministerio Público Federal en In Integracl6n de 
In A veriguaclóu Previa 
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CAPITUL02 
EL MINISTERIO PUBLICO FEDERAL EN MEXICO. 

1. Carncteristlcns. 

La Reprcsentnción Social Federnl entendida como unidad, se 

constituye en el sentido de que todos los personas flsicas que componen la 

institución se consideran como miembros de un sólo cuerpo bajo una dirección aún 

cuando sean diferentes personas flsicas los que lo compongan. 

Asl pues, otórgase ni Ministerio Público de la Federación las 

eameterfsticas de UNIDAD e INDIVISIBILIDAD. 

El Ministerio Público Federal es indivisible ya que ante 

cualquier tribunnl y por cunlquier oficial que la. ejercite, el Ministerio Público 

representa siempre una. sola y misma persona en instancia: la Sociedad o el Estado; 

cada uno de ellos en el ejercicio de sus flmciones representa In persona mornl del 

Ministerio Público como si todos sus miembros obraran colectivamente. Al 

explicar la frase n plurnlidnd de miembros individunlidad de funciones y muy 

acorde con la carnctcrlsticn en estudio, podemos decir que aw1que existan 

diversidad de Agentes del Ministerio Público Federal, estos persiguen 

unánimemmte el interés socinl. 

Puede darse que sen cambiado en estructura flsicn el 

Funcionario Federal, pero su cstmctura funcional en esencia es la misma 

La indivisibilidad de la institución representativa constituye una 

de los cnracterlsticas más sobrcsnlientcs de la figura del Ministerio Público, dado 

que In función a renli7.'lT y In actividad desarrollada es una sola y en función de un 

mismo objetivo. 
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La wiidnd del Ministerio Público, representa In armonía en In 

acción para evitar In dispersión en h1 eficacia del trabajo n desarrollar. 

Ln cnrncteristica de unidad en In Representación Social Federal 

no impide que éste orgnnismo esté compuesto de partes distinlns y de que cndn unn 

tenga su ocupación determinndn puesto que In representación es w111 soln en 

fwición de In sociedad. 

Es wio el Ministerio Público por que representa únicamente n 

In sociednd, siendo ésta In que se ve en estado de indefensión en favor de !ns 

conductas delictivas dndo que es n In misma n quien directnn1ente afecta In 

criminnlidnd y lns conductas hostiles n ella 

Lns cnrncteristicns de w1idnd e indivisibilidad se encuenlrnn 

perfectamente concntenndu.~ y soportimdo n !ns demás cnrncteristicns que pueden 

ser consideradas como tules hncin In figura del Ministerio Público Federnl, y 

constituyen n su vez In esencia misma del Ministerio Público. 

En cierto modo y como wi paréntesis, podrinmos expresar que 

la Representación Socinl que entrnñn el Ministerio Público, tomado estn en sentido 

amplio; ndnúle división en algún modo: división en el ámbito del fuero 11 saber, 

Común y Federal uniéndose en su función fundnmentnl: indagar hechos que hnynn 

lesionado los intereses socinles. 

Continunndo con In descripción de lns cnrncteristicu.~ que 

pueden ser concedidas n In orgnniznción del Ministerio Público, diremos que el 

Ministerio Público es IMPRESCINDIBLE: 

Debido n In trascendencia que en el proceso pcnnl tiene el 

Representante Social; esta carncteristicn se refieren que ningún Tribunal en materia 

penal podrá funcionar sin In debida intervención del Agente respectivo; todn vez 
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que de su resolución en Averiguación Previa funcionará o no el Orgnno 

Jurisdiccional. 

La imprescindibilidad del Ministerio Público se observa a partir 

de la facultad que le delegn el artículo 21 constitucional ni otorgarle la titularidad 

absoluta en el ejercicio de In acción penol, dndo que In mnquinarin procesal no 

podrá funcionar si no es legolmente puesta n trabajar por el Ministerio Público ni 

someter n su conocimiento wm conducta delictiva, para que declare nqul lo que en 

su derecho corresponda 

Mnnifestndo lo nnterior se puede observar, que consiste en .wm 

cnracterística primordio! dndo que el rcprescntnnte socinl es quien inicin 

propiamente el procedimiento y sin su seguimiento no serín posible concluirlo. 

Con In promulgación y puesta en vigencia de In Constitución de 

1917, se cumplió con el cometido de separar In orgnniznción que representa el 

Ministerio Público y el Poder Judicinl como organismo autónomo e independiente 

el uno del otro. 

Es de esta formo con In que ni Ministerio Público se le hn 

otorgado In cnrncteristica de INDEPENDIENTE; quedando sus funciones y 

ntribucionc.<; debidruncntc dctcmlinadns. 

Es de considerarse que una de !ns condiciones básicas pnrn que 

exista la "rcnl ndmirlistrnción de justicia pronta y expedita"; es que cada orgnnismo 

encargado de su competencin lnboml tenga cierta independencia de los demás. 

No podemos omitir el manifestar n este respecto, que se hnble 

de una independencia rclntivn, toda vez que jerúrquicnrnente el Reprcsentnnte 

Socio! que entraña el Ministerio Público encuentro dependencia del Poder 

Ejecutivo, no sin dejar de mencionar que dentro de su niisnm esfera juridicn­

lnbornl; existe subordinación hncia un jefe inmediato. 
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Algunos autores como Jwm José González Bustnmnntc y 

Mnnuel Rivera Silva , entre otros, mnnifiestru1 que núentrns no exista wm completa 

autonomln del Ministerio Público, desligándolo del Poder Ejecutivo Fedeml no 

podrá cumplir fielmente sus ntribuciones. 

El l'vünistcrio Público es el IRRESPONSABLE; dado que su 

actuación es renli.7..ndn en función del ejercicio de In acción pennl cumpliendo con 

una disposición constitucional principalmente, sin dejar de mencionar lo que las 

leyes sccundmins le confieren; de tnl suerte que cuando nctún lo hnce en fw1ción de 

In sociedad y de sus intereses jurídicos. 

Tnl prcrrogntivn de irresponsnbilidnd se sunm corno un 

protector hncia el Agente del Ministerio Público en contra de los individuos que 

persigue en juicio; n los cuales no debe ser ningún tipo de derecho en contra del 

fw1cionario social que ejercitó In acción penal nún cunndo pueda ser nbsuelto por In 

probable comisión de un delito. 

Ln Suprema Corte de Justicia de In Nación hn establecido tesis 

jurisprudcncíal que consagra el concepto que se hn vertido al señalar: 

"MINIS"IBRIO PUBLICO. Cuando ejercita In acción penal en 

un proceso tiene el carácter de pru1e y no de nutoridnd y, por lo tanto, contra sus 

netos, en tales casos, es improcedente el juicio de garantías, y por In mismn rnzón, 

curu1do se niega n ejercer In acción penal. Las facultades del Ministerio Público no 

son discrecionales, puesto que debe obrar en modo jlL~lificndo y no arbitrario, y el 

sistema lcgnl que garantice n In sociedad el recto ejercicio de las funciones de esa 

institución, puede consistir en In organización de In núsmn, y en los medios de 

exigirle la rcsponsubilidnd consiguiente, y si los vicios de In legislación lo impiden, 

esto es motivo para que se viole lo mandado por el artículo 21 Conslitucional".31 

3 l Ejecutoria Vi•ible: Quinta Epoca, Tomo XXV, p. 1551 
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Por lo que hnce a la curncterísticn de IRRECUSABILIDAD, 

que podemos observar en la orgllllización del Ministerio Público, es bfü;ica, ya ql:e 

si pudiese ser recusado en el ejercicio de sus funciones, se con5tituiría como lUl 

retraso má.5 en la renli1J1ción de la implll1ición de justicia. 

Si fuere recusnblc la actunción del Ministerio Público, su 

actuación a desarrollar seria frecuentemente obstaculizndn en fw1ción de intereses 

particulares y no cumpliría cnbnlmente con el cometido que se le hn conferido, y 

nún de mucho más trnsccndencin; si se quisiera recusar nl Ministerio Público, serín 

objeto de oportunidnd del inculpado pam sustraerse de In acción de In justicia y en 

consecuencia serin runp!inmcntc criticndn In estructura orgru1izulivn del 

Rcprcscntnnte Social. 

En In realidad jurídica constituye un verdadero logro y triunfo 

In cnracteristicn de irrecusable que In ley y In doctrina otorgWl ni Ministerio Público, 

formando pnrte de un gran nvWlce jurídico que nuestra Nación ha logrado. F..stn 

caractcristicn junto con !ns demás nntes mencionadas, conjuntnmcnte rcnliZ!lll In 

lucha inccsnnte en contra de In criminalidad; no sin dejar de mcncionnr que In 

expedita nctunción del Ministerio Público contribuye n In realización y consecución 

de los fines conferidos por In ley. 

2. Fundnrncnlos Jurídicos que Regulan In Actividad del 

Ministerio Póbllco. 

El Ministerio Público como se ha podido apreciar con 

Mteríoridad, es mm institución de Derecho Público emnnndo. directamente del 

sistema constitucional, ni que se ha conferido In rcprcscnmción de In sociedad para 

perseguir en su nombre los delitos y exigir el exacto cumplimiento de la ley, 
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actuando con un doble sentido o carácter: el de autoridad, derivadn de In potestad 

legítimn que ha recibido de In Constitución en el ejercicio de In ncción pennl y, el de 

pnrte, dentro del proceso pennl que se instruye nnte un juez, debiendo además de 

intervenir en todos los negocios que le ley detemüne. 

El nrtículo 73 fracción VI, bnse 6ª., 21 y 102, npnrtndo A, 

primer párrafo de In Constitución Política de los Estados Unidos Mexicnnos; que en 

su texto cnuncinn: 

"Articulo 73.- El Congreso tiene facultad: 

"Fracción VI.- Pnrn legislar en todo lo relntivo ni Distrito 

Federnl, sometiéndose a !ns bases siguientes: 

"Bnse 6ª. El Ministerio Público en el Distrito Federnl estará n 

cargo de w1 Procurador Genernl de Justicio, que dependerá directamente del 

Presidente de la República, quien lo nombrnní y removerá libremente". 

"Artículo 21.- La imposición de lns penns es propia y exclu.~iva de la 

autoridad judicinl. La persecución de los delitos incwnbe ni Ministerio Público y a 

la Policín Judicinl, In cunl estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél. 

Compete n la autoridad administrativa la nplicnción de !ns snnciones por lns 

infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, lns que únicamente 

consistirún en multa o arresto hasta por treinta y seis horns; pero si el infractor no 

pagare la multa que se le hubiese impuesto, se penuutará ésta por el arresto 

correspondiente. que no excederá en ningún cnso de treinta y seis horas. 

Si el infmctor fuese jornnlero, obrero o trabajador, no podrá ser 

sancionado con multa m11yor del importe de su jornal o snlnrio de un dla. 

Tratándose de tmbajadores no nsalnriados la multa no excederá 

del equivnlcnte a un din de su ingreso". 
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"Artículo 102.- A. La Ley organizará el Ministerio Público de 

la Federación, cuyos funcionarios scnín nombrados y removidos por el Ejecutivo, 

de acuerdo con la ley respectivo, debiendo cstnr presidido por un Procurador 

General, del que deberá tener las mismas cnlidudcs requeridos pura ser ministro de 

la Suprema Corte de Justicia". 

Observando las disposiciones que la Curto Mognu ha 

establecido a la octuución del Ministerio Público y en especifico lo enunciado por el 

artíc1úo 21 que establece en fomm temúnllllte la otribución especifica del 

Ministerio Público en genernl ni decir " ... la persecución de los delitos incwnbe ni 

Mi1ústerio Público y n la Policía Judicial, la cuul estruú bujo la autoridad y mru1do 

de aquel..."; de conformidad con el articulo mencionado se han otorgado uI 

representante sociul diversas funciones sinteti7.lldns en la expresión "perseguir los 

delitos". 

Tal expresión debe ser entendida en e! sentido de lt\S funciones 

que desempciia el Miiústerio Público en In investigación y en su acusación como 

parte; es decir, perseguir !os delitos como lo señala el articulo 21 de nuestra Cnrtn 

Mugno, fija tres funciones básicns frente al Derecho Pennl que ejercita la 

Representación Sociul. 

Primero; la función investigatoria, que es realizada en la 

Averiguación Previa, con la finulidnd de ucreditnr el cuerpo del delito y la presunta 

responsabilidad del inculpado, estos dos, presupuestos legnles para el ejercicio de 

la Acción Penal; los cuales son contenidos en el articulo 19 de la Constitución 

Generul de la República 

Comcntll!ldo el mencionado precepto !egnl, este establece la 

obligación que tiene la autoridad de justificar su actuación en orden ni ejercicio de 

In acción pena! fundru1do y motivnndo 111 causa de su determinación. 
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Realizada In fase !Ulterior, si los rcsultndos nrrojM In 

comprobación de estos dos elementos, entrn In segunda taren del Ministerio 

Público, que es In función ncusntorio; mediMte el ejercicio de In acción penal y In 

pretensión pmútivn en el documento llamado "pliego de consignación", imte el 

OrgMo Jurisdiccional, quien al recibirlo advierte que se le está instando pnrn abrir 

el proceso, debiendo ademús reali7..nr !ns diligencias tendientes n cubrir todo el 

procedimiento penol correspondiente consistente en diversos netos procesales 

regulados por In ley adjetiva en In mnterin. 

Asi dicha fm1ción significa ejercitar In ncción penol y pretender 

punitivwnente mediante In consignación. 

La tercera fw1ción del Mirustcrio Público, empieza 

preciswnentc en el momento en que llcgn In consignación ru1te el Juez y éste abre 

el proceso mcdiMte el nulo de mdicnción. A partir de nquí In Representación Social 

actúa como parte desempeñando su función bojo el imperium del Juez, quien es In 

autoridad en In ndministrnción de justicia. 

En todas in.~ etnpns del procedimiento como son In 

preinstrucción; que vn del nulo de radicación n cualesquiera de sus tres 

consecuencias: Auto de Formal Prisión, Auto de Sujeción a Proceso o Auto de 

Libertad por Falta de Elementos. La instrucción con In cual empiem la subsecuente 

fase de un procedimiento donde se ofrece o se proponen medios probatorios, el 

Juez los admite y desol1oga, pnrn posteriom1ente valorarlos. 

Finalmente en !u etnpu de conclusiones y sentencio el Múústerio 

Público actúa como parte. Si bien en esta última fase tiene poderes atribuidos por 

In ley pnrn fijar in pretCIL~ión punitiva, en el ejercicio de esta facultad, acusa ya 

formalmente ante el juez quien sin poder rebasar estas conclusiones, tendrá que 

sentenciar con base en las mismas. 
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Estas son en grado, las tres principales funciones del Ministerio 

Público en la Materia Penal, y son las interpretacione.~ que legalmente deben darse 

a la expresión de nuestro rutículo 21 Constitucional en cunnto n lo que puede ser 

tomndo en cuenta corno "Perseguir los Delitos". 32 

Ha sido mencionado que la Ley Orgú11icn de In Procurndurín 

General de In Repúblicn, sistemÍlticruuente orgnrúzn y distribuye las funcione.~ de 111 

instrucción del Ministerio Público, Así el nrtículo 2º estnblccc: "La institución del 

Mitústerio Público Federnl presidida por el Procurador Gencrnl de 111 Repúblicn y 

este personalmente en los términos del nrtículo 102 Constitucional tcndní lns 

siguientes atribucione.~ que ejcrccrón conforme 11 lo establecido en el rutículo 10 de 

ésta ley": 

"!. Vigilar In observru1ci11 de los principios de constitucionalidad 

y legnlidnd en el ámbito de su competcncin, sm perjuicio de las atribuciones que 

legalmente corre.~pondnn 11 otras autoridades jurisdiccionales o ndnúnistrativns. 

"11. Promover la pronta, expedita y debida procuración e 

imprutición de justicin, e intervenir en los netos que sobre cstn mnterin prevenga In 

legislación acerca de planención del desarrollo. 

"lll. Rcprescntnr n In Federación en todos los negocios en que 

ésta sea parte e intervenir en lns controversias que se susciten entre dos o mús 

estados de In unión, entre w1 Estado y la Federación, o entre los poderes de un 

núsmo Estado y In F edernción, o entre los poderes de un mismo Estado, y los casos 

de los diplomáticos y cónsules generales. 

"IV. Prestar consejo jurídico ni gobierno federal. 

"V. Perseguir los delitos del orden federal. 

32 DIAZ DE LEON, Mareo Antonio. RcvÍ91J\ Presencia. Procumdurla Gcnernl de Ju.•ticia del 
Dfotrito fedcrnl. Allo I. Número 4. M~xico, Septiembre de 1989. p.p. 36 y 37 
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"VI. Representar ni Gobierno Federal, previo acuerdo con el 

Presidente de Ja República, en actos que debe intervenir In Federación llllte los 

Estados de In República, cuando se trate de nstmtos relacionados con In 

procuración o imprutición de justicia 

"VII. Dar cumplimiento a !ns leyes, trotados y acuerdos de 

alcllllce internncionnl en que se prevea In intervención del Gobierno Federal nsw1tos 

concernientes a las atribuciones de In institución, con In intervención que, en su 

caso, correspondan esn dependencia; y 

"VIII. Las demlÍs que las leyes deternúnen. 

Es de importllllte consideración el mencionar que In 

observllllcin y vigilru1cin de In CO!L5titucionalidnd y lcgnlidnd que debe estar presente 

en todos los aslU!tos que se relacionen con algún Estado y In Federación, todn vez 

que el Agente del Ministerio Público Federal debení intervenir. 

Por lo que hncc a In promoción de In pronta, expedita y debida 

procumción e impnrtición de jLL5ticin y de In intervención a los actos que sobre esta 

materia prevé In Iegislnción en comento, el artículo 4" establece; 

"Articulo 4".- Ln promoción de In pronta, expedita y debida 

impartición de justicia, y In intervención en los actos que sobre esta materia preven 

In legislación acerca de plnnención de desarrollo comprende. 

"!. Ln participación conforme ni artículo 26 Constitucionnl, a In 

Ley de Plllllcnción y al Pl!lll Nncionnl de Desarrollo, en el estudio, In promoción y In 

ejecución de progrn.mns y acciones correspondientes a procuración e impartíción de 

justicia. 

"Sin perjuicio de otros asuntos específicos en estos programas 

y acciones quednnín incluidos los conducentes a In coordinación entre las 

autoridades fedemles y locnles respectivas, con el propósito de integrar un sistema 
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nacional que favorezca el buen funcionllll1icnto y el construJte mejoramiento de los 

servicios de procuración de jlL~ticia del pnis; 

"Il. Ln propuesta nntc el Presidente de In República de medidas 

que convcngllll para el mcjornnuento de In procuración e impartición de jlL~ticin, 

cscuchlllldo In opinión de los funcionarios encnrgndos de dichos servicios públicos, 

así como de otras personns y sectores que por su actividad, función o especialidad 

puedllll o deban aportnr elementos de juicio sobre In materia de que se trate; 

"lll. La denuncia ante In nutoridnd judicial correspondiente, de 

las contradicciones que se observen en !ns resoluciones pronunciadas por los 

órganos de la justicia 

federal, n fin de que nquclln resuelva lo procedente, en los términos de In 

legislación nplicable; 

"IV. Ln opinión en los témiinos y pnm los fines n que se refiere 

In fracción nnterior curuJdo ln denuncia de tesis contrndictorins provenga de 

Ministros de In Suprema Corte, Snlns de ésta, Tribllllnles Colegindos de Circuito o 

partes en los Juicios de Ampnro". 

Ln Ley Orgúnicn de In Procuraduría General de In República hn 

evolucionado de tal mllllern que se le han conferido expresamente ni Ministerio 

Público de In Federación, el que vigile de manera exhaustiva los principios de 

Legalidad y Constitucionalidad; así como velar por los intereses de In Federación, 

procur!ll1do establecer en su más runplio sentido In prontn., expedita y debida 

procuración e impnrtición de justicia. 

Es bien sabido que para que los ru1teriores postulados de 

justicia funcionen de mllllern congruente debe otórgnscle al Ministerio Público 

Federal el dinamismo que como institución jurldicn le corresponde, claro esta 

aunado n la solides y n In equidad que debe imperar como fundllll1cnto de In misma. 
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El conjunto de atribuciones invocndus anteriormente captan el 

cometido de In Representación Social Fedeml Así como el que debe subsistir entre 

sus representantes pero no la agota, en virtud de que In fracción 

VIII del articulo 2º de In Ley Orgñnica citndn, admite la posibilidad de que otras 

leyes ngregucn funciones especificas ni Ministerio Público Federal, como en efecto 

sucede. Es en éste sentido como los fundamentos jurídicos básicos que se han 

manejado penniten y contribuyen n que el Ministerio Público Federal actúe en h1 

indagación de hechos delictuosos; 

mas no constituyen el cúmulo totul de preceptos !c:gnles que el Representante de la. 

Federación pudiese invocar como justificante legnl en su actuación. 

Por otra parte el articulo 102 de 111 Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos establece en el primer pórrnfo de su npa.rtndo A que: 

"Artículo 102.-

"A. Ln ley orgnni7Mli. ni Ministerio Público de la. Federación, 

cuyos funcionarios sertin nombrados y removidos por el Ejecutivo, dcacuerdo con 

In ley respectiva, debiendo estar presididos por un Procurador General, el que 

deberá tener lns mismas calidades requeridas para. ser Ministro de la. Suprema 

Corte de Justicia.". 

Aunque, por otrn parte el articulo 21 contiene In atribución 

fundnn1et1tnl y exclusiva. del Ministerio Público y en la vida prúctica. no solo 

persigue el delito, su nctunción se extiC11de a otras esferas de la. Administración 

Pública; actividades que se seíialan con acierto en la. Leyes Orgñniens que lo 

estructuran y orgnnizan; así por ejemplo, las funciones mús dcstacndas del 

1\-!inisterio Público Federal 

que le atribuye el articulo 102 Constitucional son la. investigación de los delitos de 

orden federal y el ejercicio de la. ncción pcnnl correspondiente unte los Tribunales, 
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señalándose ntinadnmente en el segundo párrafo del ru1ículo 102 de In Constitución 

Geneml de In Repúblicn citn: 

"Incumbe ni Ministerio Público de In Federnción, In 

persecución nnte los Tribunales de todos los delitos del orden federnl; y buscnr y . 

prcsentnr !ns pruebas que acrediten In responsnbilidad de éstos; hacer c¡uc los 

juicios se signn con toda regulllridnd pllfll que la expedición de In justicia sen pronto 

y expedito; pedir la aplicnción de !ns penos e intervenir en todos los negocios que la 

ley detenninc". 

Como ejemplo de que el Ministerio Público en In vida pnícticu 

sus actuncioncs a otras esferas de In Administración Pública no limitándose 

únicamente n perseguir los delitos, encontramos ni Ministerio Público fcdernl n 

quien se le hu encomendado a través del Procurador Genernl de la República !ns 

siguientes funciones: 

1. Vigilnr la observancia de los principios de constitucionnlidad 

y legalidad en el IÍlllbito de su competencia 

2. Promover la prontn, expedita y debida procuración e 

impnrtición de justicia, e intervenir en los actos que sobre esta materia prevenga la 

legislación acerca de plnncnción del desarrollo. 

3. Representar a la Federación en todos los negocios en que 

ésto sen pru1e. 

4. Intervenir en !ns controversias que se susciten entre dos o 

más Estados de In Unión, entre un Estndo y In Federación, o entre los poderes de un 

núsmo Estado y en los cnsos de los diplomáticos y cónsules generale.~. 

5. Prcstnr consejo jurídico ni Gobierno Federnl. 

6. Representar ni Gobierno Federnl en aquellos netos en que 

debe intervenir la Federación nnte los Estados de In Repúblicn previo ncuerdo con 
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el Presidente de la República, cuando se trate de asuntos relacionados con la 

procurru:ión e impnrtición de justicia. 

7. Dnr cumplinúento a las leyes trntndos y acuerdos de alcru1ee 

intemucional en los que se prevea la intervención del Gobierno F edcral, en nsuntos 

conccnúentcs a los atribuciones de la propia institución. 

Dichas atribuciones se encuentron debidamente regulndus en la 

Ley Orgnnica de In Procurndurfo General de In República; rcglnmentnria del 

nrtfculo 102 de nuestra Constitución Federnl. 

El articulo l 02 explica Benjnmín Arturo Pineda Pérez; ordenn 

que incumbe al Ministerio Público de la Federación la persecución, refiriéndose a h1 

investignción y el es el representante socinl de nuestro poblnción, debern cstnr dicha 

representación ante los Tribunales Federnles de todos los delitos del orden federal, 

por lo que n él debe corresponder solicitnr las órdenes de aprehensión en contra de 

los inculpados b1t5cnr u obtcner y presentar todas y cada unn de !ns pniebns que 

acrediten In rcsponsnbilidnd de éstos; por medio de esta representación hacer que 

los juicios senn continuados con toda rcgulnridnd pam que In administración de 

justicia sea pronta y expedita. 33 

El Procurador General de In República, sera el consejero o 

abogado del Gobierno Federal, tanto él como sus agentes senÍll responsables de 

toda falta, onúsión o violación n In ley en que incumm con motivo de S\L5 

funciones. 

Por otra parte In Ley Orgnnicn de In Procurrulurin General de In 

República, que actualmente organiza y estructura 11 esta dependencia federal viene 

11 coneretnr y especificar la.5 fU11ciones de su titulnr el Proeurrulor Genernl de 111 

33 Cfr. El Ministerio Pilblico Como Institución Jurtdica Fcdcrnl y como Institución Jurtdica del 
Dis:trito Federal. Editorinl Pomia M~xico 1991. p.9 
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representantes. 

Este org1U1ismo, es In Depcndenci11 del Poder Ejecutivo 

Federnl, en la que se integro 111 institución del Ministerio Público Fcdcrnl y sus 

órg!Ulos auxiliares directos, que se encargllrlÍn de desarrollnr !ns fw1ciones que 

como facultades les otorgan los numerales 21 y 102 de la Constitución Genernl de 

111 República, siendo que todos los 11ctos que se!Ul llevndos nc11bo deberán ser 

debidamente npeg11dos 11 !11 constitucionalid11d y legnlidnd; dado que de lo contnuio 

vulnenui!Ul g&IUltÍas individunles de los gobcmndos, y éstos en consecuenci11. se 

tcnd1fan como no válidos. 

3. Su Desempeño en In rrocurnclón de Justicio. 

Ante la cxistenci11 del hombre surge 111 necesidad de 

interrelación mutu11 y corno consccucnci11 la creación de los valores de 111 justicia y 

del derecho, los cuales surgen como reguladores de la tan ardllll, dificil, compleja y 

cn ocasiones s1U1gricnta convivcncia hum!Ulll, siendo hasta el momento los mejores 

instrumentos que pnrn dich11 finnlidad se conocen. 

Por tanto, 111 sociedad y el ser hum1U10 mismo, busenn siempre 

convivir en relación con sus semcj1U1tcs teniendo como ideales la pnz a través del 

derecho y como valor máximo 111 justicia.. Pero en este sentido se refleja un tercer 

elemento que es la propi11 seguridad, es decir, w1 contexto socinl, la seguridad 

pública. 

El derecho, como concepto gcnernl e instrumento de 

convivencia en el cual se 11Crisolan por un lado su vnlor máximo, que es !ll justici11. 
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y por otro, lUJO de sus fines pruticulares que es la seguridad, y con mayor precisión, 

la seguridad pública. 

Ahora bien, la procuración de justicia obedece a dos planos a 

saber: 

l. Por procurar justicia debemos entender, en un sentido, el 

objeto social del derecho. Aqui la palabra justicia expresa el que todo querer 

jurídico, sin excepción, se halla supeditado 11 lUJ pcnsll!11iento lUJÍtnrio fündamental 

n éste hay que atenerse para juzgar el derecho que surge como producto histórico, y 

U. En otro sentido, indica la observru1cia y in nplicnción fiel de 

Ul1 derecho positivo. El derecho 11 de salvaguardarse ante todo, contra inferencias 

arbitrnrins a obscrvnnci11 de ésta modalidad de procur11r justicia hn sido ensalzada 

como WJn gran virtud en todos los tiempos. 34 

Lo más importante de In llllterior noción es que todo ser 

humano que procure o intpllrfa justicia, debe tener siempre presentes estas dos 

connotaciones de su procuración, cada U11n en su diverso grado de npiicnción y 

sentido; por supuesto, win más general que In otra, conduciéndonos siempre ambas 

al cabal cumplimiento de ese caro valor e ideal humano, que es el equilibrio de la 

sociedad. 

En nuestro sistema jurldico In impllrfición de justicia tiene una 

destncndn y prominente actuación, mós no es W1 sistema casuístico, ya que en 

México el cumplimiento de la ley escrita es la bnsc de la justicia de nplicnción 

jurídica, 111 cual In complementan elementos interpretativos del derecho y doctrúm 

creada alrededor de principios legales y jurisprudcnciales. 

34 Crf. OONZALEZ DE LA VEGA. Rene. Obra Jurtclica Mexicana. Editorial Procumdurla 
General de 111 República. Tomo V. Mcxico 1988. p. 4494 
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La justicia en México, constitucionalmente hablw1do, de.~cansa 

en una triada de poderes; la configuración del poder judicial como lUJO de los 

órgnnos de la procuración de justicia a través de w1 representante social único, el 

Ministerio Público, quien es el titular de 111 ncción pennl y rcprcscntw1te del 

gobierno (en ciertos Cll.5os) y de In sociedad en lma serie de gnrnntías 

constitucionales que asegunu1 al gobernado In pronta y expedita impartición de 

justicia, ns! como los medios procesales para sustnnciar los procedimientos. 

Como elemento fw1dnmcntal de In justicia en México ubicamos 

a In institucionaliznción de In idea del Ministerio Público, el cual en materia penal 

detenta lo que ha sido llamado el monopolio de la acción penal, lo que registra un 

írnportnnte avnnce en In materia, además de corresponder a los modernos sistemas 

de justicia en el mundo entero; han quedado otrús los días del juez de instrucción, 

contemplado por la Constitución de 1857, pnrn dar paso a un ovru!Zlldo esquema de 

relación procesal, publica e independiente, el cual hoce más confiable y oportuna In 

procuración e imparticíón de la justicia. Más aún, el Ministerio Público organi7.rnlo 

en tomo a wm Procuraduría General de Justicia, detenta la representación social y 

e.5 parte en los juicios; probándose aquí la rclcvnncia de In fw1ción de rcprescntw1tc 

de los intereses tnnto del Gobierno Federal, como de los particulares. 

Las facultades que ni Agente del Ministerio Público Federal 

lum conferido los artículos 21 y l 02 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicllllos, hnn sido el resultado del esfuerzo constnnte de superación 

vislumbrado en la ronmjurídico penal. 

"Para ello hllll servido los instrumentos ideados por el 

federalismo mcxicru10 contemporáneo y por In política y lo práctica del desarrollo, 

la acción consensual y el trabajo coordinado. Por que somos un sólo pueblo 

debemos contar con un sistema coherente y eficaz de procuración de justicio. La 
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dispersión de esfuerzos y recursos, es dispendio. A la postre insatisfacción pum 

todos". 35 

Varios son los factores que concurren a In cnlidad y eficacia del 

servicio público, en éste, In sociedad, y el servidor son los protngorústns. El 

preparar fw1cionarios idóneos, crear un servicio de cnrrem, instruir profesiones 

respetables y respetadas han sido ta.rea incesnnte de mucho tiempo. 

La procurBCión de justicia es unn tnren nrdun en la que 

necesariamente tC11drú que interverúr un profesionnl, es decir w1 abogndo, llegando 

a proporcionar el servicio con el nivel rcnl que ese título significo. 

Es de éste modo como el Ministerio Público Federnl tiene n su 

cargo una de lns labores mús importnntes en el espacio jurídico mexic1U10, el de In 

pronta., e.'i:peditn y debida procuración e impnrtición de justicia; obrando mnyor 

relevru1cin dado que es esta figura social la que representn los intereses del Estado, 

viéndose estos afectndos por lus conductas inhóspitns de determinados sujetos que 

dañru1 a la sociedad y a la FederBCión con mayor trnscendencin. 

La Constitución de 1917 estableció en materia pennl, llllll doble 

fimción del Ministerio Público: como titular de In ncción penal y como jefe de In 

Policla Judicial, toda vez que detenninn si son o no renli7.adns !ns nctunciones 

tendientes n determinar 111 Averiguación Previo, como posible ejercicio de la acción 

penal o nbstinencia del mismo, y 11.~í procurar In debida importición de In justicia 

La procuroción de justicia otorgada por el Ministerio Público 

desemboca en In vigilMcia de los principios de constitucionalidad y lcgnlidnd, 

siendo esta atribución unn de los de más alta jemrquía de entre las muchos que 

competen al Representante Social Federnl como protector del Estado de Derecho 

35 ROSAS PONS, Lilia y OOMINOUEZ GUERRERO, Junn de Dio.•. Revista MexiC!lllJl de 
Justicia. Editorial Comercial Gnlfica. V.O. Ml>xico Novic:mbre de 1988. p. 35 
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otorgándole equilibrio y estabilidad tonto a las instituciones que conforman parte 

del gobierno como a la Nación misma, siendo nqtú dónde más se pone de relieve su 

carácter de Representante Social. 

José Franco Villa expresa ni respecto que: "La inten•ención del 

Ministerio Público como Representante Social en todos los juicios de amparo, 

promoviendo In estricta observancia de la ley pnra lograr la supremncla de la 

Constitución y In protección del interés público; fonna gran parte del control de h1 

legalidad y constitucionnlidad que es custodiado por el Ministerio Público". 36 

Continúa sefin!ando el mencionado jurista que el articulo 17 

Constitucional fijn como garruttin individual el derecho a la justicia expedita y por 

su parte el articulo 102, encomienda In Ministerio Público Federal hacer que los 

juicios sean seguidos con toda rcgulnridnd pnrn que la administración de In justicia 

sea pronta y expedita, de n!tí que este rubro comprende In participación en el Plan 

Nacional de Desarrollo, en lo que ntnfie n programas y acciones correspondientes n 

procurar e impartir justicia 

Por lo que hace ni Ministerio Público Federal como 

representante de In federación, que sen parte nctom o demnndnda en un litigio, 

tendní que velar por los intereses de éste en todo tiempo y lugar. 

Es totalmente entendible que el Representante Social Federal 

como organismo dependiente del Poder Ejecutivo debn desarrollar programn.5 y 

acciones de procuración e impartición de justicia en concordancia siempre con lo 

ordenado por el Presidente de In República y el Procurador Genernl, valiéndose de 

que el segundo de estos se encuentra mayor mente vinculado con las carencias y 

necesidades que requiere In institución federnl pnrn impartir justicia de mru1ern 

36 Ob.Cit. p. 413 
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rápida, cloro esta; no sin estar n lo establecido por In legislación aplicable en In 

rama penal. 

No debemos olvidar que para que el Ministerio Público Federal 

pueda procurar realmente la justicia pronta y expedita, debe contar con la asistencia 

que cada caso requiera; así de la ley deriva la distinción entre auxiliares directos y 

otros auxiliares, comprendiendo los primeros como ya ll!lteriormente se ha 

señalado por la Policía Judiciol Federal y el cuerpo de Peritos que se encuen!rllll 

incorporados a In Procuraduría General de la República y sujetos al régimen de 

jerarquía institucional, así como los otros llUXiliares que están comprendidos entre 

los demá.s organismos que intervienen en colabomción con el Ministerio Público 

Federal, sin que estos sCllll dependientes o formen parte de In institución de mll!lern 

jerarquizada. 

En otro 5entido y como base fundamental actuni en la 

procuración de justicia por parte del Representante Social, surge la necesidad 

esenciol en materia federal de regular de mll!lern predominante In función de 

investigación y persecución de los delitos, ya que se deja en segundo termino tll!lto 

la asesoría jurídica del Gobierno Federal, como su intervención en otros rll!l111S 

procesnles. 

Dentro de Jo coodyuvll!lcia en que participa el Ministerio 

Público Federal a In impnrtición de justicia, se hace necesario no omitir que su 

intervención se dn también; tll!lto en el proceso civil como en el juicio de amparo, y 

en Ja cunl es todavía no muy bien definida Ja calidad de Representll!lte Social. 

Por lo que se refiere al enjuicillll1iento civil (comprendido el 

mercll!ltil y las controversias familiares), el Ministerio Público puede intervenir 

como parte principol culllldo lo hace en defensa de los intereses patrimoniales del 

Estado. Como lo establece el artículo 102 Constitucionnl. 
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En cunnto ni juicio de amparo, los intervenciones del Ministerio 

Público Federal, se mruúfiestnn con un cnrácter peculiar, pues prescindiendo de la 

forma en que !ns regularon los primeros ordenamientos, la legis\nción vigente le 

otorgn expresamente In cnlidnd de parte, pero reducida a la elaboración de w1 

dict0111en calificado de "pedimento", y que con la refomm de 1951, se restringió 

aún más todavia ya que se le facultó paro abstenerse de intervenir en caso de que a 

su juicio no existiere interés público. 

Sergio García Rarnlrcz a este respecto opina: "Trotándose de 

un asesor del Juez de Amparo, tanto la doctrina como la jurisprudencia lo han 

calificado de parte reguladora o equilibradorn, que no es realmente tomada en serio 

por el juzgador pues los dictñmencs respectivos, salvo excepciones son de tnl 

mnnera superficiales debido al número ton elevado de 11SU11tos en los cuales debe 

opinar el Ministerio Público, que se les consideren como un mero trámite que no 

influye en In decisión del tribunal respectivo". 37 

Continwt señalando el citado autor en relación con la 

procuración de justicia por parte del Ministerio Público que: "Hubo un tiempo en el 

que pareció confundirse la procuración de justicia con el Ministerio Público 

dándose ambos instrumentos legales iguales alcnnces. Esto equivalía pretender la 

identidad entre justicia y acusación; eso es por lo que hacía ni fuero común. 

En cnn1bio el fuero fcdcrnl se vio desde el principio 

comprometido, por obro de In ley suprcmn, con In persecución del delito y con la 

vigilnncia de la legalidad". 38 

Hoy en día se hnn estatuido diversidad de funciones 

específicamente señalados en !ns leyes orgánicos del Ministerio Público Común y 

37 Justicia Penal. Editorial Pom\a. S.A de C.V. México 1982. p. 154 
38 Iclem. 



61 

Federal, manifestándose de este modo In fomm en que legal y lógicamente In 

institución representativa ha de actuar; tanto cuanto hace para el fuero Común 

como para el Federal, y no se trata con todo ello de acuñar títulos novedosos sino 

sobre todo fijar la identidad de los componentes de una institución y de orientar los 

caminos y los objetivos de ésta haciéndolos al mismo tiempo explícitos nnte la 

comunidad. 

El articulo I 7 de nue.~tra Carta Magna fijn como gnnu1tín 

individual el derecho n In justicia expedita y por su parte el nun1eml 102 del mismo 

ordenanúento legal encomienda al Ministerio Público de In Federación, vigilar y 

hacer que los juicios sean seguidos con toda regularidad paro que la administración 

de justicia sen pronta y expedita. 

Captado el amplio horizonte de In procuración de justicia, hay 

cometidos que adquieren sentidos y animación bajo In hospitalidad institucional de 

una Procuradurin todavía má.~ entera y mayor mente eficaz en In procuración de 

justicia y en In inten•ención de un Representante Social Federal con mejores planes 

de acción y mayores facultades paro sustentar bases sólidas en su actuar. 

Resulta de conciencia social, el reconocer que han surgido 

grupos organizados dentro de In sociedad en los trabajos de procuración de justicia 

a los cuales se les ha brindado el nmyor npoyo como coadyuvantes del Ministerio 

Público paro la búsqueda de un mejor movimiento en In impartición de justicia y 

que en gran medida han podido controlar y reducir el ascenso de Ja delincuencia. 
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3.1. Como Protector del Erario Federal. 

Se ha manifestndo que ni Ministerio Público corresponden 

constitucionalmente las tareas más relevantes en la procuración de justicia a saber: 

"La vigilancia de los principios de Constitucionalidad y Lcgnlidnd; y el de la pronta, 

expedita y debida procuración e impartición de justicia", entre otros. 

Ahorn bien, deberemos observar como es que el Ministerio 

Público Federnl, actúa coadyuvando a In procuración de justicia pero protegiendo a 

su vez la Hacienda Pública. 

En primera instancia diremos que la Ley Orgánica de la 

Procuradurla General de la República fundamenta el actuar legal del Representante 

Social Federal y presenta como atribución de ésta el que intervenga en los delitos 

del orden Federal según lo dispone el artículo 2º en su fracción V de In ley en cita, 

que expresa: 

"Artículo 2º.- La institución del Ministerio Público, presidida 

por el Procurador General de la República, y este pcrsonnlmcnte, en los términos 

del artículo 102 Constitucional tendrún las siguientes atribuciones, que ejercerún 

conforme a lo establecido en el artículo 10 de eta ley: 

"Fracción V.- Perseguir los delitos del orden Fcdernl". 

En otro aspecto el artículo 5º en su fracción lI de la ley citada, 

nos fundrunenta el actuar del Ministerio Público federal propiamente en los delitos 

fiscales al consignar: 

"Articulo 5º.- La representación ante las autoridades 

jurisdiccionales y la intervención en controversia, comprende: 

"Fracción ll.- La intervención como representante de In 

Federación en todos los negocios en que aquella sea parte o tenga interés jurldico". 
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Los anteriores preceptos son bnse de su nctunción en el tipo de 

ilícitos fiscales; nunndos a los numerales constitucionales, como son los artículos 

21 y 102 de nuestra Cnrtn Magna. 

En segundo término, el procedimiento n seguir es que n tmvés 

de In Secretnrin de Hacienda y Crédito Público tenga el conocimiento de que se ha 

cometido un ilícito fiscal que hn trascendido u los valores o bienes, principnlmente 

en In esfem patrimonial del fisco federnl, el Ministerio Público Federnl al tener 

conocimiento del delito cometido procede n iniciar su investignción y n dctemlinnr 

en su Averiguación Previa lo que jurídicamente corresponda. 

Ln Secretnrín de Hnciendn y Crédito Público debeni poner en 

conocimiento del Representante Social Federnl, los hechos delictuosos mediante los 

medios o requisitos de procedibilidnd que pnrn tales efectos espccificn el capítulo 

JI, artículo 92 del Código Fiscal de In Federación, el cual enuncia: 

"Artículo 92.- Pum proceder penalmente por los delitos fiscales 

previstos por este capítulo, será necesario que previamente In Secretnrín de 

Hnciendn y Crédito Público: 

"!.- Fomlllle querelln tratándose de los previstos en los artículo 

105, 108, 109, 111, 112, 114, y 115-Bis. 

"11.- Declare que el Fisco Federnl hn sufrido o pudo sufrir 

perjuicio en los establecidos en los nrtículos 102 y 115. 

"111.- Formule In declarntorin correspondiente, en los cnos de 

contrabando de mercancías por las que no debn pngnrse impuestos y re.quieran 

permiso de nutoridnd competente, o de mercancías de tráfico prohibido". 

Denuncindos los hechos presumiblemente delictuosos n In 

Representación Social Federal, éstn procederá n reunir mediante In Averiguación 
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Previa todos los elementos necesarios pnrn determinar si se ha transgredido la ley 

fiscn! o no, y en su caso ejercitar o abstenerse de ejercitar la Acción Penal. 

Es preciso setinlar que dado el objeto de estudio, en el 

ordene.miento mexicano nctual se ha priv11do al Ministerio Público Fedcrnl de su 

función histórica en la defensa de los intereses tributarios del Estndo, yn que la 

institución se ha visto afectada y relegada por lo que hnce ni interés del Erario 

Federal, privándosele de atribuciones y fücultwido a otros autoridades a invadir su 

esfera jurídica creándose orgwiismos y despinzándose la 11etividod de protección o 

la H11cienda Pública por pnr1e del Ministerio Público Federnl, si tomwi1os en curu1ta 

que 11 pnr1ir del decreto del 30 de diciembre de 1948 se estableció la Procumduría 

Fiscn! de In Federación como dependencia de la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público, otorgándose n estn institución la defensa jurídico de los intereses fisctúes 

de la Nación y si bien no en forma directa tratándose de !ns infracciones pennles en 

contra de tales intereses, pues entonces debe limitarse a efectuar la querella 

respectiva ante el Ministerio Público pnm que este orgwiismo Constitucionnl sea 

quien determine In situación jurídico que deba prevalecer para el Estado tú ver 

afectados sus intereses económicos, dru1do a In institución representativa la 

irnportWJcia que merece y no utilizándola como última instwicin para detemúnar y 

justificar su actuar cuando de sus mwiejos administrativos se desprenda que no 

puede continuar con sus actuaciones por carecer de autorización legnl. 

No debemos dejar de mencionar que duda la tmscendencia 

juridica principalmente de los diferentes delitos fiscn!es, el Represent11nte Social 

Federnl debe atender a cadn una de lllS conductllS delictivos en particular, aunque 

muchllS de ellas entratien directan1cnte una defraud11ción fiscn!; y como ejemplo 

que podemos citar en el cunl el Ministerio Público Federal nctún en protección del 

Emrio de la Fedemción y que en su haber tnmbién importa por lo regular una 
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defraudación, encontramos el Contrabnndo tipificndo por el artículo 102 del 

Código Fiscal de la Federación, que señnln: 

"Articulo l 02.- Comete el delito de contrabando quien 

introduzcn nl pnis o extraig11 de él merconcins: 

"!.- Omitiendo el pago totnl o parcial de los impuestos que 

debcn cubrirse. 

"!l.- Sin permiso de autoridad competente cunndo sen 

necesnrio este requisito. 

"III.- De importación o exportación prohibida". 

"También comete el delito de contrabando quien interne 

mercancías extranjeras procedentes de Jns zonas libres ni resto del país en 

cualquiera de los casos anteriores, Así como quien Ins extraiga de los recintos 

fisenles o fiscalizados sin que le hnyan sido entregados lcgnlmente por Jns 

autoridades o por lns personas autorizndns pnrn ello". 

En este llSWlfo el Ministerio Público Federal, en primera 

instancia tiene conocimiento del delito cometido, y si encuentrn elementos 

suficientes para determinar el ejercicio de In acción pennl estará nctunndo en favor 

del interés económico del Estado y a su vez dando a conocer In fuerza coactiva y 

constitucionalmente encomendada que tiene pnrn reprimir posible.~ y próximas 

comisiones de conductas ilícitas. 

4. Elementos Auxiliares del Ministerio Público Federal en In 

Integrncl6n de la Averiguación Previa. 

Retomando las ideas expresadas en el anterior capitulo 

decíamos que In Averiguación Previa es la primero. etapa del procedimiento pennl 

desarrollada por el Ministerio Público, durante la cunl practicará las diligencias 
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legalmente necesarias para comprobar la existencia de los delitos y In 

responsabilidad de quien en ellos hnn participado, a fin de proceder ni ejercicio de 

la acción penal correspondiente nnte los tribunales competentes. 

Analizando tnl hipótesis, es ilógico pensar que el Rcprescntru1te 

Social sólo pudiese realizar todas !ns investigaciones pertinentes pnm detcnninnr lo 

que a derecho pudiera corresponder, al respecto José Frnnco Villa estnblecc: "La 

actividad investigadora está constituida por el conjunto de facultades legales 

ejercidas por el Estado, a través de sus órganos que tiene por objeto el nípido y 

expedito ejercicio del derecho de In acción penal; el conjunto de focultndes lcgnle.~ 

de que se compone se deja en mnndo del Mirústerio Público y de In Policía 

Judicial". 39 

De esta manera hemos de señalar en primer término que, 

Constitucionalmente In Policía Judicial se encuentra supeditada jcrárquicrunente al 

organismo del Ministerio Público, y que por ende se convierte en uno de su5 

principales auxiliares en la integración de In Averiguación Previa 

Por otra parte el Ministerio Público en su función 

investigadora, requiere de npoyos técnicos que mediante nctividndes especinle.~ 

como la función de Policía Judicial y In Pericial, le proporcionen elementos pnra 

poder decidir en sólida base el ejercicio o abstención de Jn Acción Penlll, !ns 

mencionadas funciones hnn de ser realizadas n través de las Direcciones Generales 

de Policía Judicial y Servicios Periciales. 

En otra circunstancia y trunbién como órgano de apoyo del 

Mirústerio Público se encuentra la Dirección de Servicios Sociales, que si bien no 

auxilia al Mirústerio Público en el ejercicio de la acción penal, si viene a ser wt 

39 Ob.Cil. p. 151 
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valioso apoyo para la resolución de problemas de tipo social que se presentnn en la 

actividad cotidiana del Ministerio Público. 

Precisando las unidades de apoyo que tiene bnjo su cargo el 

Ministerio Público para determin'lf e integrar su acción dejaremos anotados lo5 más 

importantes como son: 

Dirección General de Policío Judicial. 

Dirección General de Servicios Periciales. 

La Policía Judiciul FedernL 

Cesor Augusto Osorio y Nieto define n la Policía Judicial 

como: "La corporación de apoyo al Ministerio Público que por disposición 

Constitucional que auxilia a aquel en la persecución de los delitos y que actúa bojo 

la autoridad y mando de éste". 40 

En múltiples ocasiones la investigación de los hechos materia 

de la Averiguación Previa requieren de conocimientos especializados de policía, los 

cuales no siempre posee el Ministerio Público, por otra porte !ns limitaciones 

propias del que hacer del Ministerio Público le impiden atender personalmente la 

investignción policiaca en todos los casos que son de su conocimiento de ah[ que 

m:¡uicra del apoyo de la Policía Judicial como cuerpo especializado en este orden 

de actividadc.~ y como unidnd de apoyo del Representante Social en la investigación 

de los hechos. 

40 Ob.Cit. p. 60 
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La Dirección General de Servicios Periciales. 

Otro más de los aspectos humanos coadyuvantes al Ministerio 

Público en la integración de la Averiguación Previa, se da a través de In Dirección 

General de Servicios Periciales, de In cual observamos el concepto que engrosa aún 

más la importante función del Ministerio Público y de sus auxiliares más directos. 

Osorio y Nieto, dice que los Servicios Periciales son: "El 

conjunto de actividades desarrolladas por especialistas en determinadas arles, 

ciencias o técnicas, las cwúes previo examen de una persona, un hecho, w1 

mecanismo, una cosa o un cadáver, emiten un dictamen (peritación) traducido en 

puntos concretos y fundado en razonamientos técnicos". 41 

En otro aspectos sobre los Servicios Periciales, Rnfacl de Pina 

Vara, define n los Peritos señalando que: "Son personas entendidas en alguna 

ciencia o arte que pude ilustrar al Juez o Tribunnl aceren de los diferentes aspectos 

de una rcnlidad concreta, para cuyo examen se requieren conocimientos espccinles 

en mayor grado que los que entran en el caudal de una cultura general media". 4 2 

Por nuestra parte habremos de comentar que durante el 

desarrollo de In Averiguación Previa se presentan diversas situaciones en \ns cwúes 

se requieren conocimiento especinlizntlo para In correcta apreciación de las 

mismas. 

Los dictámenes periciales se renliznn sobre personas, hechos, 

cosas, idiomas, etc., a efecto de que como ya se hn mencionado sean precisados 

con mayor interés los elementos de prueba y bnse con los que cuenta el Ministerio 

Público para determinar el ejercicio de In Acción Penal. 

4 1 Jbldcm. p. 66 
42 Diccionario De Derecho. 13' Edición. Editorinl Pomia. S.A de C.V. Mexico 1985. p. 383 



Por lo que hace al delito en trato hemos de señalar que son 

utilizados con mayor frecuencia los dictúmenes que emiten peritos en materia de 

contabilidad, yn que son quiene.~ determinan el quebranto o perjuicio patrimoninl 

que sufre el Estado con In comisión de In Defraudación Fiscal; dictúmenes sobre los 

cuales el Ministerio Público Federal ha de sentar base.~ suficientes para determinar 

el ejercicio o abstención de la Acción Penal. 

Han sido los anteriores elementos mencionados coadyuvantes 

del Ministerio Público en la integración de la Averiguación Previa como los más 

trascendentes, BWlque no los únicos, toda vez que en la actunlidnd el Representante 

Social Federal para lograr eficiencia en su función investigadora cuenta con 

diversidad de organismo.s auxiliares en su intento por combatir la criminalidad. 
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CAPITULOJ 
MARCO TEORICO JURIDICO DEL DELITO DE DEFRAUDACION 

FISCAL. 

1.1. Fundomcnloción Legal y l\lotivnción del Dclilo. 

'11 

l Iemos yn descrito en nuestro primer cnpitulo. ncercn del 

contexto histórico por el cual ntrnvesó In creación del tipo del delito de 

defrnudución fiscnl pnrn que lo pudiésemos conocer como en lo nctunlidnd nos es 

presentado por el Código Fiscal de la Federnción en el Titulo Cunrto, Capitulo 

Segundo; situación que 1111 dcjndo vislumbrnr la importnnciu de In existencin de esta 

nommjuridic1t 

Procederemos nhom n establecer la actunl legislnción que 

puede ser aplicnda en alguno de Jos c1t5os en que se pueda cometer unn 

Defrnudnción Fiscnl; como lo es pnrn su tipificación como; pura In integrnción de In 

Averiguación Previa correspondiente. 

Primcnunente In Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en su nrticulo 31 Frucción IV establece: 

"Articulo 31.- Son obligaciones de los mcxicnnos: 

"Fracción IV.- Contribuir puro los ga5tos públicos, nsí de lu 

fcdcrución como del Estado y Mu1úcipio en que rcsidru1, de In manera proporcional 

y equitativa de que dispongan la5 leyes". 

La fmcción transcrita, contiene una variante de elementos de 

interesante tra5cendcncin para el derecho fiscal mexicano; de los cunlcs nprcciamos 

que: 



72 

n) Es!nblece In obligación n cargo de lodo rnexicnno, de 

contribuir los gnslos públicos; y respecto de este tópico el Licenciado Gregario 

Snnchez León comenlr1: "Primernmente hny que hacer notar que In Constitución 

Federal por referirse sólo n los mexicru1os, es omisn; yn que debió refCrirse trunbién 

11 los exlrru¡jeros; 11w1que debe interpretnrse en el sentido de que la obligación 

tributaria In impone tnmbién 11 los extnmjeros, en atención n lo dispuesto por el 

urtíeulo 32 de In Ley de Nncionalidnd y Nnlurali7A1ción, a~í como lo ordcnndo por In 

legislación fiscal que subsru111 ln omisión Constitucional, estableciendo In obligación 

de tributar parn los extrruljeros". 43 

En ciertos aspectos es nccptnblc In opinión critica que n:alim 

nuestro uutor en cita, pues es cierto que In Constitución Federal desprende In dudn, 

no solo en In reducción del texto; sino del hecho de que dicho numeral se encuentra 

precisruuente en el Capítulo 11 que se denominn "De los Mexicnnos", aunque; por 

otrn parte el referente nrtículo tampoco prohíbe In oblignción de tributnr n cnrgo de 

los extrlllljeros, si tomrunos en cuenta que la legislación adjetiva hn enmendado 

dicha omisión. 

b) Consecuentemente la frucción en comen lurio expresa los 

entes hnbilitndos pnrn recibir impuestos; teniendo en cucnln que es 11 estos n quien 

les corresponde determinar el monto del mismo, siendo, la Fcdernción, los Estados 

y por último los Municipios. 

En este sentido hay que advertir In relación tributnrin que en 

nuestra legislación surge, In realiznn por unn pru1e el sujeto activo, comprendido 

éste como los titulares del crédito fiscal; y por otrn pmte el sujeto pnsivo de In 

misma, hn quien se le ha denominado deudor real, deudor \'erdadero, por ser quien 

tiene In obligación directa de tributar. 

43 D<rccho Fiscal Mexicano. 5' Edición. Editorinl Cárdenas. México l 980. p. 113 
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Retomando el orden fiscal de tributación, nos pcrcntnmos que 

son tres los sujetos activos de In relación tributnrin: 

1. Ln Fedemción.- Es In personn jurídica que ncumuln el 

mnyor número de fncultnde.~ en materia fiscal. 

2. Los Estados.- Dichns entidades, senín prutícipes en el 

rendimiento de lns contribucione.s en In proporción que In ley secundnrin dctem1ine. 

2. Los Municipios.- E.stns pcrsonns jurídicas, sustcntru1 como 

bnse de su régimen jurídico tríbutnrio lo e.stnblecido por In Constitución Genend de 

la Repúblicn en su nrtículo 115 frncción IV. 

c) El numeral y fracción en citn, señnln que ln.s contribuciones 

deberlÍll ser otorgndns de wm mru1em proporcionnl y equitntivn. 

De tul aspecto se desprende In existencia de un posible 

conflicto por lo que hnce nl concepto de proporcionulidnd y equidnd de un 

impuesto; yn que en In nctunlidnd, In progresividnd de los impuestos hn establecido 

n dicho concepto como uno de los principios fundnmentnles de In tributación 

eontemporlÍllen. 

Ln adopción de unn progresividad en In tributación ha 

sustituido nl principio del beneficio o aprovechamiento que el sujeto pnsivo obtiene 

del Estado como contraprestación; pues bien, en lugar del citndo concepto del 

"beneficio" se hn ndoptndo el de "In capacidad de pago", que implica el 

establecimiento de contribuciones según la posibilidad económica de cnda 

individuo determinnndose principalmente esta últinm con bnse en el ingreso 

obtenido. 

d) Por último el numernl en citn cnw1cia: "los impuestos 

deberán encontrarse estnblecidos en la ley". 
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Específicamente In creación de los impuestos deberá estar 

sttjetn ni principio de lcglllidnd; consignondo In oblignción de contribuir siempre y 

cunndo dich11 oblig11ción se estnblezcn por medio de leyes. 

En otro ospecto la legislnción 11djctivn lm des11rrollndo el tipo de 

In defraudación fisco! en el Código Fiscal de h1 Federación cstnblcciéndolo en el 

artículo 108 de In mencionada obra legislativa, consignándolo dentro del rubro 

denominodo "De los Delitos Fiscllles"; en controversia o lo que disponía el Código 

onterior que únicamente consignaban éste capítulo como "De los Delitos", Título 

que por su vaguedad quedaba sin connotación precisa 

Al respecto Manuel Rivem Silv11 opina y critica: ''Al Código 

Fiscal de In Federación en su Título Cunrto Capítulo Segundo se h11 decidido 

connotarlo con In mención "De los Delitos Fiscrues" diciendo; que es importru1tc 

señrunr que precisrunente por fnltn de rubro en el cual se registrara In presuposición 

"contra" 111 interprct11ción letristie11 del título 11ctun.l "De los Delitos Fiscrues", que 

puede llevar n 111 absurda interpretoción de hncer pensar que se trnto de delitos 

cometidos por el fisco y no contra el fisco sin embargo; ruejándose de 111 pnicticn y 

los juristas de 111 severa interpretoción letristica, hon omitido el c.'<timar que los 

delitos cometidos y tipificndos en el c11pitulo en comentario ruuden a sujetos 

vinculados por mzón de su encargo con el fisco que cometen delitos contrn 

particulares". 44 

Es oportuno señruor que In identific11ción que ofrece el Código 

Fiscal de !u Federación ni decir: "De los Delitos Fiscrues", tul connotación nos obre 

paso ni Sllígimicnto de dos hipótesis: 

l".- La denominoción "De los Delitos"; y propirunente lo 

designoción "Delito". 

•14 Derecho Pcrutl Fiscal. Editorial Pomla. S.A de C.V. México 1984. p. 
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El articulo 7° del Código Penal pnrn el Dishito Fcdcrnl en 

materia del Fuero Común y para toda !u República en mnteriu del Fuero Federnl 

deline al delito como: 

"Articulo 7º.- Delito es el neto u omisión que sllllcionru1 las 

leyes pcnnles ". 

Comcntlllldo el concepto podemos expresar que In 

conceptualización de delito que ofrece el Código Penal la entendemos como nlgo 

que no se hace, se omitió hacer o bien se realizo so penn de quebnmtnr el dcsnc.ato, 

vulnenu1do lo que hn establecido el Estado pnrn hncer posible la convivencin. 

Ahom bien, propiamente entendido el concepto directo del 

artículo 7º del Código Penal, no podemos decir que el Código Fiscal de In 

Federación se trnte de una ley pcnnl sllllcionadora pero en cambio, si de unn ley 

adjetiva pam Sllllcionar In.> actividades ilícitas en contra del Fisco Federal; es decir, 

condyuvru1te de wm legislnción penal establecida 

2",- El alcru1cc de In palabra "Fiscnl". 

En tm principio se deriva de "liscus", que cm la ccstn de 

mimbre que utilizaban los romru1os para gunrdnr el dinero, llegrmdo al tiempo 

moderno, n ser sinónimo de ernrio, es decir, el tesoro público destinndo n sufrngnr 

los gustos del Estado en el cumplimiento de sus obligaciones como reprcscntrullc 

de In sociedad orglUlÍzada. 

Rcto111ru1do 111 llllterior idea, se puede decir que en el capitulo 

"De los Delitos Fiscales'', son enunciadas y s1U1cion11da.> las conductas punitivns 

contra el Fisco Federal, !ns actividades dnñosns pnrn éste, encruninndns a dnñnr el 

tesoro público; la.> que 111edi1U1te In imposición de wm sru1ción se intenta no scllll 

llevadas ncnbo. 
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Cnbe 111cncionnr que debería ser rccstructumdo el cuerpo 

legislativo por lo que hace a su criterio jurídico, toda vc7, que se lm dndo nlberguc 

en casi todas las legislaciones ndjctivas a la tipilicnción de un delito, siendo posible 

en el Código Penal un espacio para cada conducta delictiva, tomnndo en cuenta el 

rubro de que se trata, pnm no modificar el re11l sentido del Código Penal en su 

aspecto regulndor y represivo de conductas y omisiones sancionnda' por éste. 

Dándonos cuenta de la importante trascendencia que n través 

del tiempo hn desnrrollndo In mecánica jurídica par11 llegar n cstnbleccr tipos 

propios pum cndn conducta, es como entendemos que se hncc ncccsnrio el que se 

continúe lcgislru1do ni respecto, pnrn obtener respuestas a tantn.' incógnita.' que nún 

existen dentro del can1po jurídico. 

2. Lcgislnción Aplicnblc. 

La obligación privada y In obligación fiscal tienen en su esencia 

una estructura amüoga. Por ello el elemento "relación jurídica", lo encontrarnos en 

!ns dos clnses de obligación y al tener este elemento se encucntrru1 protegidn.' por el 

derecho objetivo, parn obtener In prestación materia de la obligación fiscal. 

contando ¡mm ello con la sru1ción del poder público. 

Cuando el particular (gobernado) se coloca en el supuesto 

juridico o de hecho que marca In ley como generador del crédito fiscnl, surge Ja 

relación jurídica fiscal, implicando por tanto una relación tributnrin en In que 

intervienen como sujetos de ella, el sujeto pasivo (causante del crédito fiscal) el 

sujeto pasivo (Fisco); y por último el objeto, que se traduce en la prestación del 

servicio real; siendo pues la obligación fiscal "El vínculo jurídico en virtud del cual 
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el Estado, denominado sujeto activo exige a un deudor el cumplimiento de unn 

oblignción pecuniaria excepcionalmente en especie". 

Entendido entonces el ténnino "Oblignción Fiscnl", hemos de 

colocnmos ru10rn en el supuesto llllverso al cumplimiento de ella, es decir, curu1do 

el sujeto pasivo no ha cumplido con In oblignción de tributnr y por ende quebmntn 

el sistenm normativo establecido. 

Por su pnrte el ru1ículo 108 del Código Fiscnl de In Federación 

en su párrnfo primero señnln que: 

"Artículo 108.- Comete el Delito de Defrnudnción Fiscal quien 

con uso de cngruios o nprovcclmmiento de errores, omita total o pnrcinlmcntc el 

pago de ruguna contribución u obtenga un beneficio indebido con perjuicio del 

fisco federal". 

Esto a nuestro pnreccr, es In dc!inición lcgishttiva del delito de 

Dcfrnudación Fiscal; es decir, el tipo de In conducta de dcfrnudnción fiscal, del que 

se puede ndvertir que en ciertos rasgos es tomndn por el lcgislndor In connotnción 

utilizudn por el nrtículo 386 del Código Pennl, n1 cstnblccer "el delito de 

defraudación lo comete el que engruinndo a uno o nprovecluindosc del error en que 

se haya, se huce ilícitamente de wm cosa o nlcnnzn un lucro indebido". Por su p1trte 

el Código Fiscal de In Federación recoge los elementos esenciales tnlcs como: el 

engruio o aprovechamiento del error y el nlcruLZOf tm lucro indebido consignru1do la 

omisión ya sea total o parcial del pngo de alguna contribución. obteniendo 

beneficios, cnusru1do con ello un menoscabo ni Fisco Federal. 

De lo expresado con 1U1terioridnd podemos establecer el 

1múlisis de los siguientes elementos integr1U1tes del tipo de In defraudnción fiscru. 

l. Uno de forma. Constituido por el cngruio o 

uprovechnmicnto del error. Por wm parte el engruio requiere de un poder activo 
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proyectado hncia In fmnlidad de hacer llegar a alguien una versión fnlnz de 111 

realidad; en este caso, llegar 11 hacer creer ni sujeto activo que en renlidnd se estlÍ 

cumpliendo bien con In obligación tributaria; "en el cngafio, el cngruiRdor llcvl\ al 

engañado a creer rcnlidnd nlgo que en verdad no lo es". 

Por otra parte en el nprovcchnmiento del error el sujeto p11sivo 

estima algo falso como renlidad, él por si mismo rcnlizn u1111 mnln 11prccinción 

fijando a !11 realidad perfiles que no posee. Enterado el sujeto activo de In 

equivocnción del pnsivo, lo nprovcclm pum obtener los lincs perscguiblcs, hncicndo 

lo que proceda con sumisión a In versión erróncn, IR cual el sujeto pasivo hn 

estimado como vcrdndcrn. 

2. Otro de canícter teleológico. Consistente en In omisión totnl 

o parcial de nlBimn contribución, nsí mismo del n111üisis de éste elemento surgen 

dos hipótesis: 

n) La relacionada con In omisión en el pngo de nlgunn 

contribución. 

Al respecto, en su sentido mós runplio debe ser tornado en 

cuenta que el articulo 2° del Código Fiscnl de 111. Fedemción establece como 

contribución a los impuestos, las aportaciones de seguridad socinl, !ns 

contribuciones de mejoras y los derechos; y en este aspecto, In falta del 

cumplimiento total o parcial de cualquier renglón comprendido en lns 

contribuciones supone In comisión de wm Defraudación Fiscal, en tnnto que es 

omitido el cumplimiento de In obligación fiscnl. 

b) La obtención de un beneficio con pc1juicio del Erario 

Federo\. 

Cunndo el contribuyente se hn. colocado en 111. situ11ción de 

hecho mnrcn.da como generador del crédito fiscnl, es por que ha rcnliwdo alguna 
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actividad que le lm producido algún bcnelicio; y por ende estñ obligado lcgnlmcntc 

n contribuirlc nl Estndo los diversos impuestos que se generen con In obtención de 

dicho beneficio. 

A contrruio sensu, se colocn en la hipótesis que mnrcn el 

1111ículo 108 del Código Fiscnl de In Fcdcrnción en su primer prínnfo, nl momento 

que deja de pugnr ni Fisco l'edernl; toda vez que. continún con In obtención del 

beneficio y por lo !unto el incumplimiento del pngo lnt~ciende h1L~tn niveles en los 

que llegn a crenr un verdndero perjuicio 111 Ernrio del Estndo y n desestnhilimr In 

economía del mismo. 

Por otrn pnrle cnbe hnccr notnr que el Cé1digo Fiscnl de In 

Federación no justilicu !ns formas n tmvés de hL~ cunlcs se puede llcgnr n obtener el 

benclicio nombrado por lu ley, siendo tnjru1te ul estnhlccer como únicn In omisión 

del pngo de !ns contribucione.~ !ns que u su vez se encuentnm estnhlccidns por el 

artículo 2º del ordenamiento liscnl citado. 

3. L11 cnLL~nlidnd con1o tercer y último elemento. Resulta de 

ser neecsnrio pnrn 111 contigurnción del delito el vincularlo con In ky de la cnusn y el 

efecto; yn que se presenta entre In relación que se da por el engruio o 

nprovechmniento del error y In obtención de un beneficio en perjuicio de In 

Hnciendn Pública, estru1do presente el fenómeno de rnusn u efecto y el vínculo o 

nexo entre éstos, será In conducto rcnli7,ndn y, por último, como consecuencia, el 

druio previsto en el tipo. 

Es indudnble que si tmtrunos el tipo de Dcírnudnción Fiscnl, 

cspccílicrunente lo consignado por el nrtículo 108 del Código Fiscnl de In 

Federación en su primer pi\rrnfo, el quebrnntmniento del ordenruniento jurídico 

citado, nos remite a consultnr divcrsns fuentes lcgislntivns relneionndns con el orden 

liscnl; como pudicnm ser: In Ley del Impuesto sobre In Rentn. o In del (f\•n) 

ESTA 
!MI 

TESI~ 
iE LA 



Impuesto nJ Valor /\gregndo, todn vez que, el articulo 2º del ordenamiento Fiscnl 

principal, enumera cunles son !ns contribuciones, y por ende In omisión en el pngo 

de túgunn de éstas tiene como consecuencin In comisión del delito de Defrnudnción 

Fiscal. 

En In integración de In Averigunción Previn, por lo que hnce ni 

delito que trntrunos. es nplicnble ndjetivnmcnte. el Código Federnl de 

Procedimientos Pennlcs, como podremos observar en el contenido del subtemn 

siguiente. 

3. Requisito de Procedibilid111I y In Adecunción ni Tiro l'ennl. 

Yn 1mteriormentc sefinlamos cunlcs son Ju.: requisitos de 

iniciación del Procedimiento Pennl. /\hora por lo que respecta ni delito en estudio 

hemos de sefinlnr curu de estos requisitos de procedibilidad es el que debe dar 

inicio a la Averiguación Prcvin 

Primeramente el Código Fise1ú de In Federnción en su articulo 

92 Frneción l scfinla: 

'º/\rlículo 92.- Para proceder penalmente por los delitos 

fiscales previstos en este capitulo, sera necesario que la Secretaría de Haci<.."Tida y 

Crédito Público: 

"!.- Formule querelln, tratándose de los ¡He\·istns en los 

artículos 105, !08, !09, 1!O,l11, 112, l 14yl15-l3is". 

Es notorio que por lo que hace ni delito de Defrnudación Fiscnl 

sea perseguido mediante la presentación de In querella respectirn por pnrtc de la 

Secretaria de Hncicndn y Crédito Público primeramente, ya que es el requisito sine 



Bl 

qunnon que dn inicio ni procedimiento pcnlli en contrn de los posibles si~ctos 

defrnudndores del Fisco Federlli. 

En In vidn práctica In Secretaria de 1-lncicndn.. primcrnmcnte y 

trntimdose de personn.5 que hn.n incurrido en unn defrnudnción, dn inicio n un 

proccdi111iento ndministrntivo mcdinnte el cwú determina In presuntn comisión de In 

conducta defraudndora n través de visitas domicilinrin.5 rclliiwdn.5 por el pcrsonlli 

que pn.rn tnlcs efectos hn sido designado por In propin sccretn.rin., rl'Í mismo le hncc 

snbcr n lu l'rocurndurin General de In República, mcdirurte In prcscntnción de In 

Querella correspondiente In prcsuntn comisión de unn Defrnudnción Fiscnl en In 

que hn incurrido nJgunn persona; institución que con In.' refornms c.'tnblecidrl• por 

el entonces C. Procurndor Gcncrnl de In Repúblicn., Liccncindo Ignacio Mornlcs 

Lcchugn., mcdinntc el Acuerdo Nº AI026/91 publicado en el Dinrio Oricinl de In 

Federación, el dín 30 de Julio de 1991, cucntn con mm Unidnd Espcci1úi7.nd11 pru n 

In Atención de los Delitos Fiscnlc.' y de 13rurcn., que entre sus funciones conoce de 

los procesos que se deriven de los delitos previstos en el Código Fiscnl de In 

Federación, Ley de Instituciones de Crédito y demñs lcgislncioncs relntivns; In que, 

teniendo conoci111iento de In conductn delictivo sciinlndn por el ordenru11icnto Fiscnl 

citndo, n través de sus representn.ntes del Ministerio Público FedernL dn inicio n In 

Avcrigunción l'revin correspondiente pnrn que éstn sen intcgrndn en In forrnn mn.5 

diligente y cstrictn.n1ente apegada n derecho. 

Al tener el Ministerio Público Fedcrnl conocimiento de In 

conducto delictuosa, procede n investignr lns hechos que constituyen In mismn., 

resultnndo neccsnrio encuadre In conducto renliT.ndn en el tipo pennl descrito por In 

legislación fiscnl en su n.rticulo 108, párrnfo primero. 

Durru1tc In intcgmción del expediente, tnmbién es necesario que 

la mismo Secretnrin de Hacienda y Crédito Público sen la que dcten11ine medinnte 



In declnrntorin de perjuicio, el qucbrru1to que con motivo de ln cnmisión del dclitn 

hn sufrido el Fisco Fcdernl (nrticulo 92, frncción 11, del Código Fiscnl de In 

Fedcrnciém), pudiendo rcnliwrln en In propin qucrclln o dunmtc In ltnmitnción del 

proceso respectivo y hnstn ru1tcs de que el Ministerio Público Fedcrnl formule 

conclusiones. Situación que resultn ser ncccsnrin pr1111 In intcgrnción del cuerpo dd 

delito, y In prohnblc responsnbilidnd del o de los sujetos inlinctores de In ley. 

Por su pnrte tt In presentación de In querelln. el J\linistetio 

l'úhlico Fedcrnl dnní inicio n In J\verigunción Prc\'in que sení in,ttuidn en conttn 

de los sujetos implicados en In defrnudnción. 

En este nspecto trntnremos r<lwrn de tcnlimr un pcc¡udin 

esbozo, del proceso de integrnción de unn Aveiigunción Previa trntrmdose de un 

delito de cnníctcr liscnl. 

Prirnernmentc el acuerdo que dn inicio n una indagnt01in.. pot In 

que hncc ni delito que continuamos tmtrmdo, se rcnli7n de nlgún modo de mrme111 

uniforme, debiendo lmcer mención n los siguientes elementos: 

1. El numero de J\l'crigunción que se hn dndo nl C)(pcdicnt(: 

2. Ln mesn en que éstn se encuentm rndicndn. 

3. Ln fcchn en que se cstú dnndo por inicindn In misma. 

4. El o los prohablcs sttjetos rcsponsnhlcs en In comisión de In 

conductrt dclictivn. 

5. El tipo de delito liscttl de que se trate. (Dcli 11ud11ciún Fiscnl. 

Equi¡mrnble n In Dcfrnudnción Fiscnl. Contrnbm1do, Lrwndo de Dinero. etc .. ). 

6. Ln fw1dtu11entnción legnl soporte n dicho inicio: (m1iculos 

21 y 102 de In Constitución Políticn de los Estndos Unidos Mcxicnnns; 2º, ~· 

fracción 11, 118, 119, 123, 124, 132, y dcrnÍL<; relnti\'os y nplicnhlcs del Código 

Federal de Procedimientos Pcrmlcs, 1º, 2º frncción V. T frncción l. 10 y 11 de In 



Ley Orgnnicn de In Procumdurin Genernl de In Repúblicn.. l 5 frncción 1 de su 

Reglnmento; por citnr n In nmyorín de estos). 

7. Ln orden de inscribir In Avcrigunc.ión Ptcvin en el Libro de 

Gobierno que se llevn en cndn unn de fn5 mesa~ instn1clonc5. 

Podemos definir nl ncuerdo de inicio. comn mm nct11 

circunstnnci11d11 que contiene los princi¡mlcs elementos de un escrito de <lcnuncin o 

qucrclln, en su cnso, y que dn principio n urm Avcrigunción Prcvin.. cncontnmdo su 

ba5c lcg1u p1incipnhncnlc en los nrlículos 21 y 102 de In Conslilución Ocncuu de In 

Rcpúblicn, ndemns de los rclntivos del Código Fedcrnl de Procedimientos l'ennlcs. 

Ley Orgñnicn de In i'rocurndurín Gencrnl de In Rcpúhlicn y su Rcghuncnto. 

A In prcsentnción de In quc1clln el Ministerio Público Fcclernl 

dnrñ inicio 11 ln Averigunción Previa que sen\ inslluid11 en conlrn de los sujetos 

dcfmudndores. 

Prosiguiendo con el procc.~o de inlcgrnción de 111 A \'el igunci(•n 

Previa., el Ministerio Público, rcnliznn\ un ncucnlo de diligcncins tcndicnlcs n 

esclnrecer los hechos que se están trnt1mdo de invcslignr, mismns c¡uc dchcnín ser 

prncticn<lus por éste y por los elementos de auxilio con los que cucnl11 pnrn el 

<les1ú1ogo de clln..•; y de los cunlc.~ yn se lmhlo con nntelnción. 

Si bien es cierto que In formn de clnhornción de un ncuc1do de 

diligencia~ se encuentra cstnblccidn de unn mnncrn rnrís o menos uniforme. no 

siempre deberán prncticnrsc la' misma,, toda vc7. que p11111 cndn lipo en especifico y 

dependiendo del delito fiscal, en este ca5o se trntc. se prncticn unn ;\\'crigunción 

Prcviti. Así por ejemplo est11blcccrcmos que como nlgunns de la~ mn5 importru1tes. 

tnnto ¡mm In comprobnción del cuerpo del delito como pnrn In prcsuntn 

responsnhilidnd en In comisión de nlguno de los dclilos de cnrrír.tcr fiscnl, si: 

cncuentrnn: 



HI 

1. IJcclnrncioncs de los presuntos rcsponsnhlcs en In comisión 

del delito, Así como de sttjetos que por divcrsns cuestiones se prcsumn se 

encucntrnn relnciormdos con In comisión de In conducto tipicn o que pnr nlgunn 

circunstnncin tengnn cierto conocimiento de Jos hechos que coníormnn In qucrclln 

2. Solicitud de documentación que dé soporte n los hechos n 

investigar. 

3. Solicitud de Pmebns periciales en rnnterin de contnhilidnd. 

4. Orden de investigación n In Policín Judicinl f'cd<:rnl. siempre 

que el cuso lo requiera. 

Prncticndos !ns diligcncins ordenndn.s por d órgn.no de 

invcstignción, y cncontrmtdose reunidos los clernent0s de pruchn suficientes que 

configuren el cuerpo del delito y In probnhle responsnhilidnd. (tópirns que sr.1iu1 

objeto de estudio n nuestro siguiente subternn), se proccderii n In consignnción de 

los sttjetos implicndos en el delito, poniendo en conocimiento dd juez de In cnusn el 

ilícito cometido. 

4. Actividnd dentro de In Investigación. 

4.1. Cuerpo del Dclilo. 

El cuerpo del delito en su trnyectorin evolutiva.. se scñnln corn0 

unn de los mejores conquistns libernlcs. su nncimicnto es unn vigorosn reacciéin en 

contrn de In nrbitrnrin faeullnd que en nntruio tenían los jueces pnrn condcnm o 

nbsolver bns:índose en In. confesión fictn obtenida pc•r medio de In t!lrtmn. Así 

surge, junto n In. teoría de !ns pmebns lcgnlcs. el CUl'rpo del delito y hn.<tn nhClrn no 



hn perdido su dicncin, pues es presentndo como dognm pwcesnl el principio de 

que In renli7.nción del hecho delictivo debe tenerse por imludnhlc. 

Gonziúez 13ustnmnnte compnrn el cuerpo del delito y el se1 

humano, diciendo que In pnlnbru "cuerpo" proporcionn In idcn de suhstruic.in u 

objeto llsico, esto es, un cmtiunto fonnndo por divcr,ns p111tcs 111ntc1inlcs, unidas 

entre sí, con 1111ís o menos coherencin: y el delito en su nccpción 1111ís nmplin cnnw 

todn violnción ni derecho, como obnndono de In linea rectn, es idcn nbstrnctn que 

requiere de mejor comprensión y Así como no existe el ser hu1111uio .<;in que se 

rdmru1 los elementos !1sico y mornl, tampoco es concebible la cxistcncin del delito, 

si no por In conjunción de los elementos mnterinlcs e inmntciinlc,, '' elementos 

normntivos comprendidos en In de!inición lcgnl. 4 f• 

Es obvi11 en eonsccm:ncin 1!1 trnsccndencia de dctc1111i•rn1 cuiíl 

es el cuerpo del delito. cómo est!Í constituido. pues si el delito es un todo y en su 

concepción rumlíticn se descompone en diver.;os elementos hnbri1 de hmcnrse cunl 

de todos los elementos constitutivos configurn el cuerpo del delito. 

Respecto n In importnncin. en orden n In legislación penal 

mcxicrum. Jiménez l luertn, expreso: "El concepto del Cc•qms Dclicti es mcdulnr en 

el sistcnm 111exic1u10, pues sobre él dc.,cnnsru1 el enjuicinrnicnto punili\'o y "" 

criterios cicntílicos rectores. l'rcc.iso es suhrnynr, empero. que fundmncnl!tlmcntc 

crrnrín quien concibiese n este concepto como trascendente sólo en el Derecho 

Procesal l'en1ú, e inclevimtc en el Derecho l'ennl Suslnntivo. Por sc1. comn hemos 

dicho, un concepto medulnr de todo el sislemn. ob\'io es que el mismo dej!t scnti1 

su impronta dogmóticn del delito. Y en fo1111n cspccílicn. en el estudio de In 

tipicidod". 46 

·15 Cfr. Principffi~tJ~ ... D~~sJ~o P~EB!l.Lr~1ª.L~~~i_9!D9~ 10~ Edición. Editorirtl 1' .. tn'1tt, S.J\ de e V. 
M~xico 1991. p. 160 
~6 Corpus Dclicli y Tipo Penol "Revista Criminnlio", J\fio XXll. p. 242 



Los proccsnlistns mexiciu10s se lm11 ocupndn extensnrncnte de 

In expresión "cuerpo del delito", y 1ú pnreccr, algunos de ellos hnn lkgndo n 

establecer con precisión y ccrtc7Jt el contenido del 111is1110; otros en cnmhio dudn11 y 

rccclnn In cxnctitud de In ley procesal, e inquieren del cnmpo de ln dc•grnnticn pennl 

el concepto, npoyru1dose en 111 cvidencin proporcionndn por !ns prnpins idt•ns 

directrices ¡mm 111ndurnr el concepto cueq10 del ddito. 

De este 111odo, es necesario que nos !Onncmos un concepto 

clnro, y to111cmos mm postum dc!inid11 de lo que debemos entender por cuerpo del 

delito; p11m lo cunl n continuación ofrecere111os di\•ersns definiciones que los doct"s 

en In mntc1in hru1 rcnlizndo 11! respecto. 

Gonzi1lcz Bustiunru1tc. define 111 cuerpo dd delito diciendo: "El 

cuerpo del delito es el conjunto de elementos 11sicos mntcrinles que se contienen cr1 

In definición del tipo". 4 7 

Anulizrurdo este concepto, llegn111os 11 In conclusión de que el 

cucq10 del delito no puede soln111cntc ser constituido por los instrumentos que se 

cmpleiu1 p11m su pcrpetrnción, por el crmtrnrio. se constituye J'<'I In cxistcncin de 

111ntc1inl, por 111 rcnlidnd 111is111n del delito, pues comprobnr el cue1po del delito es 

comprobnr su m11tcri11li<lnd. 

Por su p11rte, Julio Acero, estima corno cue1po del delito "El 

conjunto de elementos nmtcrinles que fon111111 pnrtc de In infrncción. v nclnrn, en 

C!l~O de insistir en idcntilicnrlo con dichn infrncción, que cuiu1do menos el cuerpo 

del delito es el delito mismo pero considerado en su nspecto 111er11111e11te nrntcrinl de 

"hecho violnto;io", de neto u omisión previstos en In ley; prcscindicndc• de !ns 

elementos morales (intención dolosn, descuido del ngcnte o lo que sen) que hnyn 

ocurrido en el 11cto, pues son pnrtc tnmbién de In inírncción. pe1 o s\llo pm n 

47 Oh.Cit. p. 2·t6 



constituir In responsnbilidnd, no el cuerpo del delito; empero. neeptn que en 

ocasiones In mismn ley !mee dificil esn distinción nhsorbicndo con lo que serín el 

nlmn, el cuerpo del delito( como en el [mude consistente en el engruio), ni definir el 

neto por sus 1innlidodcs o cnrnctercs morales". 4 8 

Mrumcl Rivern Silva expresn que: "El cuerpo del delito se 

integrn únicamente con In pru1e que cmpotrn con precisión en In definición kgnl de 

un delito. Así pues, el cuerpo del delito es el contenido del "delito renl" que cnhe en 

los limites fijndos por In definición de un delito lcgnl". 4 9 

El Código federo! de Procedimientos Pennlcs, en su nrtículo 

168, segundo párrafo, nsí como su conclntivo pnrn el Distrito Fcdcrnl, en su 

ruiicu\o 122 cstnblcce: 

"Artículo 168.- El Ministerio Público, con In intervención lcgnl 

de sus nuxilinres, In Po\icí11 Judiciul y el Trilnmnl. en su cn.5o. deberón procmnr nnte 

todo que se compruebe el cuerpo del delito y li1 prcsuntn rcsponsnbilidnd del 

inculpndo corno bn.5e del ejercicio de In ncción pcnnl y del proceso lcdcrnl. 

"El cuerpo del delito se tendrn por comprohndo cunndo se 

ncredite In existencin de los elementos que inlegrru1 In descripción de In conductn o 

hecho de\ictuoso, según lo determinn In ley pennl. Se ntendc11í pnrn ello. en su 

cnso, n \ns regios especiales que ¡mm dicho efecto previene este código ... " 

"Artículo 122.- El cuerpo del delito se tcndrú por comprnbndo 

cunndo se ncrcditc In cxistcncin de los elementos que integrru1 In dcscripci1\n de In 

conductn o hecho de\ictuoso, según lo dctcnninn la 1.cy penal. Se ntcndcní pnrn 

ello en su cuso, n \ns reglns espccinlcs que pnrn dicho efecto previene este código". 

48 Cfr. /\CERO, Julio. ['g1;:~!imi.®tO Pcnnl. 7' Eclición. Editorint Cnjic.1. Puchln 1976. p.p.92 y 93 
49 Ob.Cil. p.155 



Por su p11rte In Supremn Corte de Justici11 de In Nnción, hn 

sostenido de mru1ern consistente: "Por cuerpo del delito no debe entcnd-:rse el 

delito mismo, pues estn conclusión seri11 1111tijurídicn. .. Debe entenderse el conjunto 

de elementos objetivos o externos que constituyen el delito, con nhstrncción de In 

voluntad o el dolo, que se refiere 11 In culpnbilidnd. pues 11sí se dt·-'prcndc del 

capítulo respectivo n la comprobación del cuerpo del delito". f•O 

Con In opinión de los proccsnlistrt' citndos v el que 1ws of1ece 

la Supremn Coite; comprendemos y podemos conduir que nim en In nctunlidnd, el 

concepto "cuerpo del delito" no 11lcrum1 In dehidn y suficiente clnridnd pnrn 

nplicnrlo sin confusiones, sobre todo en In p1i111ern pmte de In instrucción, 

momento procesal donde se plnsnm In necesidad de obtener un co11oci111iento cnbnl 

del cuerpo del delito en cndn c11so en pmticulnr, pmn poder contprol111rlo como lo 

exige el nrtfculo 19 constitucionnl, pues es incuestionnble que p11111 c0111pre11de1 

nlgo debemos en primer ténnino conocer el objeto n comprender, 1 esult1111do 

necesnrio expresnr por nuestrn pnrte un concepto del delito p11m dnr mnyor cl1tridnd 

n este estudio. 

Annlimndo lo 1mtes expuesto, cxpresnremos que el cuerpo del 

delito lo podemos definir como: "In conjunción o reunión de los clemcrttos 

objetivos, subjetivos y o nonnutivos que configur1111 In conducto descrito pn1n cndn 

uno de los tipos pc1111lcs existentes". 

Respecto de los elementos objetivos que co11ligur1111 el cucrr(l 

del delito Sergio Rosos Romero, cxplic11 que: "Los elementos objetivos cncucntnm 

su principio en unn descripción nmterirú de dctcmlinndos cstnclos y ncontec.imicntos 

que deben constituir In bnse de ciertos elementos del tipo. Se trntn por t1111to, de 

50 Jmispmdenein delinida de In Suprema Corte Tesis 312, Tesi• 812 de la eompilncil>n do 1917-
195~. Semannrio Judicial de In Federación. Tomo XXVlll p. 209 



estndos y procesos externos succptibles de ser delerrninndos espncinl y 

lernpornltnente perceptibles por los sentidos, fijndos en lo ley en formn 

dcscriptivn".51 

En consecuencin y por lo que hnce nJ delito en !mio, se nprccin 

corno clcmenlo objetivo. In intención de cnusnr un perjuicio nl Fisco Fedcrnl. de 

mnnem dolosn; todn vez que In Defrnudnción Fiscnl en sí misnm cntrruin un delito 

intcncionnl. 

En scgundn instru1cin cxpresnnws In exislcncin de elementos 

subjetivos, y n este rc.5peclo Rivcrn Silvn. cxprcsn que; "El cue.rpo del delito es 

cnlificndo por no(IL5 de cnnícter subjetivo, curu1do en In definiciñn "º un clcmcntci 

de tal índole, corno por ejemplo, el frnudc el que comprende el engruio. tiene mm 

notn de cnnícter subjetivo, puesto que el cngruio entrruin el tener conocimiento de 

los perfilc.5 que presentn In rcnlidad y In intención de llc\•ar ni sujeto pnsi\'O In 

crccncin de que In rcnlidnd prescntn cnrncterc.5 distintos n los que regi,trn". f·;! 

Por lo que hoce ni elemento subjetivo en el tipo de In 

Dcfrnudnción Fiscal, hemos de scñnlnr que se encuentro constituido por el sujeto 

que teniendo el conocimiento de que el no enterar un crédito fiscnl produce un 

perjuicio ni Fisco Federnl lo renlizn; medinnte In utilimción de cngnños o el 

nproveclmmiento del error en que se encuentru In nutoridnd fiscnl. nim curu1do estn 

conducta se encuentre sru1cionndn por In ley, hncicndo del ccinocimiento de In 

mismo una renlidnd folsn. 

Por lo rc.5tru1te n los elementos norrnntivos que conformru1 el 

cuerpo del delito, Sergio Rosos Romero, los describe diciendo: "!.os elementos 

nonnntivos nos cstnbleccn los presupuestos del injusto. que ~ólo pueden ser 

51 Considemcioncs Jurldigi.J!SJljg!TlO ni CO!lJ_!.IS Delj~H, Dif11~ion~ y Pul,)iCllcÍ011e'I <le In E!lc11eln 

Nacional de Estudios Profosiomtcs J\r:lgón. UNM!. México 1987 p. 7 
52 Ob: Cit. p. 75 



delenninndos medinnle mm especinl vnlornción de In situnción del hecho y ~u·:. 

inlegnu1 el tipo pcnnl". f,3 

Relomnndo lu iden del delito de Delrnudnción Fiscnl. hemos de 

mnnifcslnr que, el elemento normntivo se encuentra eslnblccido pm propia normn 

en nbslmcto, chtsilicndn por el legislador corno tipicn y 1uitijuddirn; en nt1n.s 

pnlnbrns se dclerminn por lo que hn estnluido In ley como tipo pen11l. 

Por úl!imo lu Suprema Cmic de Justiein de In Nnción; ha 

scnlndo jurisprudencia respecto de In definición de cu"rpo del delito mnnilcstnmln: 

"CUERPO DEL DELITO CONCEPTO DE.- Por cuerpo del 

delito debe entenderse el conjunto de elemento' objetivos que constituyen In 

mnlerialidnd de In ligum delictiv1t dcscritn concrctnmente por In ley pcnnl. y In 

delcnninnción que tiene por ncrcdilndo el cuerpo del delito dcl>L· npoynrse en In 

demostración de In existencia de un hecho con lodos sus elementos conslituti,·os; 

lnl como se delinc en ht ley ni considerrufo delictivo y sdinhu In pmn 

correspondiente'·. 5~ 

Por nuestra parle y vnlornndo lns nnteriorcs 

opiniones nccrcn de In definición de "cuerpo del delito", nos henws podido dnr 

cuentn de que In tendencia modcmn de In doctrina mcxicmrn se prnnunt"in dt.: plnnn 

en el sentido de reLCrir el cuerpo del delito n los ckrncntos que con.,tituycn el tip11 

Distinguiendo entre ellos los que se refieren n lo objeli\'O. lo subjclirn y In 

nornmtivo; y podemos nlinnnr que el cuerpo del delito existe cunndo se hnllnn 

inlegrndos lnlcs elementos en los términos del tipo correspondiente. 

53 Oh. Cil. p. 7 
5-1 Séptimn Epocn. Scg111>iln Pruic. Vol. 58, p. 
Unnnimicln<l <le.¡ Voto•). 
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Comprobnción del Cuc1·po del Delito. 

La exigencia constitucional de la comprobación del rncrpo del 

delito, la nmrcn el nrtículo 19, al sctinlar que pnm que sea dictado el :111tn de formnl 

prisión dchn estar plenamente ncreditndn dicha figurn jurídicn. n que el mi,mn 

numcrnl citn que ninguna detención podr:i exceder del término de tres din.s (7 2 

horus), sin que .sea ju.stifiendn con un nulo de linmal pri.siún. en el ctml se 

establezea el delito que se le imputa al ncusndo, los elementos que lo constituyen 

así como; el lugar, tiempo y forma de ejecución y los datos que nr rnje In 

J\ verigunción Previa, los cuales serán b:tstnntcs pnra cornprohnr el cuerpo del delito 

y 111 presunta responsabilidad. 

Dispositivo constitucional que sirve de sustentación para el 

proceso penal. 

P1m1 In comprobación del cuerpo del delito se ntcndcni 

exelusivnmcnte n lo previsto por los Códigos de Procedimientos l'cnnlcs que pnrn 

tal efecto se hru1 creado, si por ejemplo el articulo 122 del Código d" 

Procedimientos Pcnnle.s pnrn el Distrito Fedcrnl y d segundo pr\11afo del :uticulo 

168 dei Código Fcdcrnl, nos otorgan el punto de p;utidn nl prcsupuc.,lo citndn nl 

cstnbleccr: "El cuerpo del delito se tendní por comprnbndo cmmclo se ncrcclilc In 

existencia de los elementos que integnm In descripción de In conducta o hechri 

dclictuoso según lo determina la ley pcnnl". 

Ln comlucta a "ncrcditnr" en este sentido solnrncntc puede ser 

detcrminndn n través de los medios de pruchn y que contienen en si mismos unn 

doble fünción: primeramente, dru1 In imagen exncta del hcd10 clclictuoS<> que 

genera la conducta rcnliwdn; y en segundo término, permiten \'inculnr In rcnlid:id 

con los elementos del tipo ele que se trnte. 



En otro nspccto los Códigos en comento, no desconocen dichn 

situnción ni estnblccer que pnrn In comprobnción del cuerpo del cielito. tru1to el Juez 

como el Ministerio Público y sus orgru1ismos nuxiliarc.<. gomrnn de In nccic\n mrís 

umplin pnra cmplcnr los medios de investignción que estimen conducentes. según 

su criterio, nunque no scru1 los que define y dctnlln In ley; siempre que estos no senn 

contrnrios n derecho (nrtículos 124 y 180 del Código de Procedimientos l't'nnles 

¡mrn el Distrito Fedcrnl y Código Federnl de Procedimientos l'cnnlcs. 

rcspcctivn111e11tc). 

La comprobnción del cuerpo del delito es de cnrrícter 

eminentemente procedirnentnl, yn que se obtiene mcdiru1tc In diligrncinc.ii>n de 

todrL~ lns nctunciones tendientes n e~clnrecer los hechos presentados en In dcmmr.in 

o querclln, principnlrnentc con todos y cuda uno de los elementos de prnebn 

nportndos en In invcstignción. 

La comprobución del cuerpo del ddito entonces. c<>nsistc en la 

nprecinción jurídica de la historicidnd del comporlnmicnto típico. 

Por lo que lmce nJ delito de "lkli nudnción Fisrnl" en México, 

In comprobnción del cuerpo del delito se dn en primer término en relación n lo 

dispuesto por el nrticulo 6º del Código de Penal, toda ''e7. que se trnla de un delito 

que no se encuentra previsto en éste ordennmiento lcgnl; n~i rnisrno se trntn de un 

delito continunclo, lo cunl el articulo 7", del ordcrrnmicnto lcgnl citndo en su 

fracción IIl lo cstnblccc; y por último se encuentrn clnsific11do como un delito 

intcncionnl. Y principalmente se cncucnlrn comprobndo con todos los clement()S 

de prueba que se desprenden de lns diligcncin' prncticndn' por el Ministerio 

Público Federal en In integración de In Averigunción Prel'in concspnndiente: de 

entre Jn, cunles podemos citnr: 
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a) La fonnulnción de In querello, prescntncln p<'r el P1nnimdor 

Fiscnl de In Federación. 

b) Con los dictámenes con!nhlcs que son prcsentnúos !111110 pnr 

Ju Secretnrín de Hnciendn y Crédito Público, nsí como los emitidos por los peritos 

que fommn pnrte de In Procurndurin Genernl de 111 Repúhlicn. 

c) Con 111 decl11rntori11 de perjuicio sufrid<' por la Secrctn1 in de 

Hnciendn y Crédito Público, dndn Ju comisión del ilícito en estudio. 

d) Con hls diligcnci11s prncticmlns por In Rcprcscnlnciém Social 

Fcdernl (dccltonciones. inspecciones. le de lugnres. objetos. ctcétern) 

e) Con Ju documen!nción soporte nintnble que dd•cni 

encontrnrse inlcgrndn al cuerpo del expediente. 

L1111ercdit11ció11 del cuerpo dd ddi!o en In Dclinudnción Fiscnl 

es eminentemente mnlcrinl, pues se encuen!rn cstnhlccidn por In d,1cu111cntnción en 

Ju que consten los hechos en los cunlcs se encuentre li.mdndn In querell11 respectivo. 

4.2. Prol111hlc Rcs1111nsnhilidnd. 

Se hn incorporado en In doctrina y en In lcgislncíc'm la iden de 

que In comprohnción del cuerpo del delito y de In presunln rcsponsnhilidnd. son 

bnsc del ejercicio de In ncción penal y del proceso penal !Cdcrnl (nrticulo J 68 del 

Código Federal de Procedimientos Pcnnlcs), lo que trae nalurnlc' c1111,ccuc11cias 

pnm In taren invcslign<lom del Mioisterio Público. 

Por su parte Cnrlos Franco So<li; ~ostirnc que 111 

rcsponsnbili<lnd penal consiste en: "Rc.,ponder por el dclilo. nccntunmlo que ¿,te 



último es ru1tisociul, por que produce un dniio público y prirndo. debiendo 

pennlmente el responsnble responder por nmhos ... " é•~· 

Cuello Cnlón. mrmifiestn que responsnbilidnd es: "El deher 

jurídico en que se encuentrn el individuo imputnblc. de dnr cuentn n In socicdnd del 

hecho imputndo". !;r; 

l'vlnmrcl Rivern Silvn. respecto del concepto responsnbilidnd 

establece que: "Podemos nceptnr como responsnbilidnd. In oblignción que tiene un 

individuo n quien le es imputnhle un hecho típico. de responder del mismo. pnr 

haber nctuodo con culpnhilidnd (dolo u omisión cspiritunl) y no existir cnusn k-Rnl 

que justifique su proceder o lo libere de In srutción". ·'·· ·,· 

El Código Pennl nún no deline lo que debe entenderse por 

responsnbiliclnd; simplemente nos sciinln en su at1ículo 13. qué personns son 

responso bles en In comisión de nlgún delito; mnnifestru1do: 

cometerlo. 

"Artículo 13.- Son responsnbles del delito: 

"!.- Los que acuerden o preparen su reolimción 

"ll.- Los que lo realicen por si. 

"lll.- Los que lo reoliccn conjuntamente. 

"IV.- Los que lo lleven ncnbo sirviéndose de otro. 

"V.- Los que detenninen intencionnlmcnle n otro n 

"VI.- Los que intencionalmente presten ayuda o auxilien o 

otro pum su comisión. 



"VII.- Los que con posterioridnd n su ejecución nuxilicn ni 

delincuente, en cumplimiento n una promesa nntcrior ni delito; y 

"Vlll.- Los que intervengnn con otros en su comisión nunque 

no conste quién de ellos prodttjo el resultndo". 

Podemos cxpresnr entonces, que In responsnbilidnd es In 

oblignción que tiene mm persmm, de dnr cuentn,n otro, de los netos que hn llevndo 

ncnbo, posiblemente contrarios n un deber; o contnuiando un derecho. o bien por 

lo que hnce 11 In resporrnnbilidnd pennl lu podernos determinar como: In obligación 

de una persorm de dur cunntn nnte In nutoridnd jurisdiccionnl, sobre unn ncusnción 

que le hn sido imputndn. 

Dndn In temiiticn n estudiar; In presunta rcsponsnhilidnd es 

delinid11 como: "Ln probnbilidad íundndn en hechos comprobados. que nlgunn 

persorrn hnyn cometido nlgún delito". 5G 

Respecto de In "prcsuntn responsabilidnd", nosotros podcmns 

decir que se prcsentn cuando de In invcsligación rcalizndn en In /\\'erigunciún 

Previa, se desprende In posible culpa de uno o mris sujclos en In comisión de nlgún 

delito. 

Ln prcsuntn rcsponsnbilidnd se sitún como otrn de J1is 

requisitos que exige In Constitución Políticn de los Estndos Unidos Mcxic1mos. pnrn 

fundrunentnr el proceso pennl, dndo que pru·n In existencia de In presunln 

responsnbilidnd se requiere, sólo indicios de responsnhilidnd. sin ser necesario In 

prueba de In rrnsmn. Pues estn certe7,11 se exige sólo pnrn dietnr scntencin 

condenntorin. 

58 lvfiLLAN GONZALEZ, Arturo. Ln Dcfü1\!9!!!0ión l~~l_y _ _fut!!_~~oJ1<:_'!!')1gn>'!a~l:'f:n•lc~,-7(!0 
Prcgun!J!uRcspucsla'h Edilorinl Millnn Edilorc• S.A., de C.V. Méxito 1º91. p. 33 



Por lo tonto, In " l'rcsuntn Rcsponsnbilidnd" del inculpndo se 

tendrá por comprolmdn, curu1do de !ns prucbns existentes se dedu7.cn o infiern In 

participnción de éste en los hechos dclicluosos que se eshín i1tYestigru1do. 

Ln concepción que ofrece por su pnrtc el nr1iculo 1 ~ dd 

Código Pennl en relnción n h pnrlieipnción de los sujetos en In conductn o hechos 

dclic.tuosos dn lugnr, vistn desde el nngulo procesnl. n In prohnhle o prestmtn 

responsnhilidnd que deberá ser ncreditndn en In J\\'erigunción l'rc\'in~ ligurn que 

si1ve de elemento de fondo pnrn el ejercicio de In ncción pennl y el nulo de formnl 

prisión o de sujeción n proceso, se precisn o rcchnzn en lns conclusiones que 

formulru1 !ns pru1es y se desncreditn o consolidn n titulo de responsnhilidnd cicr1n. 

en In sentencin. 

En otro nspeclo. el término "Presunln Rcspon,nhilidnd". es el 

que nut5 se utiliw trullo en los tribunnles, como en In doctrinll prncesnl y en In vidn 

pn\cticn. Sin embnrgo, debe ser reconocido que In utiliznción de éstn lerminolngin 

no debe confündirsc con In pruchn prcsuncionnl, yn que el requisito p1trn 1mdc1 

consignnr obedece n In comprobación de In probnhle responsnhilidnd. según lo 

ordcnn nucslrn Constitución. 

Respecto de In probable responsnhilidnd en el delito de 

Defrnudnción Fiscnl, considerrunos per1inentc observnr que In comisión de lnl ilicilo 

se dn \unto en personas fisic1t5, como en personas mornlcs. conductn que se obsen·n 

con mayor frccuencin en l1t5 segundns; y pnrliendo d.: cstn silunc.ión. en 

consecuencia 111 probable rcsponsnbilidad deberá ~er comprolmdn n persomt• 

ílsicns, todn vez que In personn mornl no tiene voluntnd propin, sino. n trnvés de sus 

represenlm1\c5 y por lo \ru1\o incurren éstos en el delito propi1m1ente y no In personn 

moral, respecto de ello In Supremn Corle de Justicin de In Nnción hn cslnblccido el 

siguiente criterio: 
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"PERSONAS MORALES, RESPONSAl3JUD/\D PENAL DE 

LOS REPRESENTANTES DE LAS.- No puede ndmitirse que cnreT.cnn dc­

rcsponsnbilidnd perml quienes nctúnn n nombre de !ns personn.• mornlcs, pues de 

nceptnrse to! nrgumento los delitos que llegnrnn n cometer los sujetos que ocupnn 

los puestos de los diversos órgmrns quednríru1 impunes, yn que hL• snncioncs deben 

ser ¡mm In persono mornL lo cunl es nhsurdo lógicn y juddicnmcntc hnblru1do pues 

hL' personns mornles cnrecen de voluntad propin y no es sino 11 trnvés de !ns 

personas l1sicns como nctú1111. Es por esto que los directores genernlcs, gerentes. 

udministrndores y demús representantes de !ns sociedndes responden en lo pcrsorml 

de los hechos delictuosos que comctnn en nombre propio o bnjo el nmpnro de In 

reprcscntnción corpornliv1i". 59 

J\ este respecto podemos opinnr que. por lo que hoce n In 

comisión de unn Defrnudnción Fiscal, por rcgh1 genernl no siempre será comctidn 

por unn petsonn llsicn, nunque en renlidncl. In conducta descrito por In ley como 

Defmudnción Fiscal se renlizn 11 trnvés de persorms física' que son n In.' que se les 

ntribuye In presuntn rcsponsnbilidnd. 

En resumen, In probnble o presimtn responsnbilidnd se 

considera cstnblecidn curu1do, de los elementos probntorios recnbndos dur1111tc In 

Averiguación Previn, sirven lógicnmentc pnm cstnblccer convicción prcsuntivn de 

que el inculpndo cometió el delito imputado. 

59 Semnnnrio Juclicnl De la Federación. Amnpnm Directo 2489/83.- LEONEL SOROLA RUAN.· 
4 de Agosto ele 1983.- Unanimidncl de 4 Votos.- Ponente MARIO G. REIJOLJ.EDO F. Séptim.1 
Epocn: Volúmenes 151-156. p. 47 
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Tratado ya que fue el procedimiento de integrnción e 

investigación de In etapn de Averiguación Previr1, nos corresponde ahora citar !ns 

posibles determinaciones que debe utilizar la Representación Social en función de 

la Averiguación Previa. 

Es este momento del procedimiento en el cunJ el Ministerio 

Público deberá valorar en conjunto las pruebas que haya nportado la investigación 

para que determine lo que conforme a ello sea procedente. 

Las diligencias de Policía Judicial o de Averiguación Previa 

practicadas por el Representante Social lo llevan a cualquiera de las siguientes 

situaciones: 

a) Que de las averiguaciones practicada.~ se estimen 

comprobada~, la existencia de un delito sancionado con pena corporal, y In 

responsabilidad de un sujeto, (Ejercicio de In Acción Penal o Consignación). 

b) Que estime que con las diligencias practicadas, no se ha 

comprobado la existencia de rn1 delito o la responsabilidad de un sujeto; (No 

Ejercicio de In Acción Penal). 

e) Que con las diligencias que se han practicado, se determine 

que la Averiguación se encuentra en aptitud de formular una consulta de Rescrvr1, 

d) Que por el transcurso del tiempo, La determinación de 

Prescripción este en condiciones de ser aplicada y; 
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e) Que por la situación juridica, material y de hecho, y en 

razón de In Materia, el Grado, el Territorio, la Cuw1tía y Ja Pena; el órgwio 

investigador se declare incompetente en conocer del asw1to. 

Por nuestra parte trataremos de ofrecer wia breve explicación 

de cada wm de ellas pnra posteriormente aplicarlas al delito que nos ocupa. 

l. Ejercicio de In Acción Pennl 

En nuestro primer capitulo citarnos win definición de lo que 

debe ser entendido por Ejercicio de la Ación Pennl y dijimos que "el ejercicio de la 

acción penal es el acto procesnl a través del cual el Ministerio Publico determina su 

pretensión punitiva y pone en conocimiento del Juez de la caLL~a la posible 

comisión de un delito, solicit!Índole a su vez que declare el derecho conforme el 

caso Jo requiera". 

Tratando el tema del ejercicio de la ación penal Osario y Nieto 

comenta: "Respecto del ejercicio de Ja acción pennl, esta resolución la toma el 

Ministerio Publico cuando una vez realizadas todas las diligencias pertinentes, se 

integra el cuerpo del delito y probable responsabilidad y se realiza la 

consignación". 60 

Por su parte la Jurisprudencia y la doctrina dominante se 

orientru1 en el sentido de que el ejercicio de la acción penal se inicia con el acto de 

consignación, que requiere la satisfacción previa de los requisitos marcados por el 

articulo 16 Constitucional. 

Sergio García Rarnirez, opina al respecto: 

"El supuesto que ocupa sobre el libramiento de la orden de 

60 Cfr. Oh.Gil. p.21 
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aprehensión lo trnla el artículo 16 Constitucionnl, sin embargo éste numeml en 

ningún momento habla de consignación ni de ncción pennl. Estn interpretación 

errónea n nuestro juicio, llevó n In consecuencia de que no se exigiese del 

consigmu1te In comprobación del cuerpo del delito, sino, sólo la probable 

responsnbilidnd se ha de referir por fuerza n wi delito concreto, y que si éste no 

existe o no se 'encuentra debidamente comprobado, mnl podría hnblnrse de 

"responsnbilidnd ... "; continúa aseverando el mencionado jurista.. "por lo dicho 

siempre creímos necesnrin la comprobación del cuerpo del delito en formn previn 11 

In consignación y, jushunentc como elemento indispensable pnra ésta, por ello nos 

pureció digna de npoyo la resolución que nl respecto ndoptó el Congreso Nacional 

de Procuradores de 1963, cunndo dijo: 'Compete nl Ministerio Público la 

comprobución del cuerpo del delito como presupuesto nl ejercicio de la ncción 

penal' ... ". 61 

En consecuencia dos deben ser los supuestos de consignación: 

cuerpo del delito y probable responsnbilidad. En estos términos, es imposible 

detem1innr el ejercicio de la acción pennl si el Ministerio Público omite por una 

pnrte In designación del delito o In del presunto responsable por la otrn. 

El ejercicio de In ncción pennl se legitima cmmdo el hecho se 

lm bautizado como delito, previa denuncia ncusnción o querella, apoyadas "bnjo 

protesta" de persono.~ dignas de fe, o por otros datos que hngru1 probable la 

responsabilidad; es decir es ejercitada cuando los del delito imputados senn ti picos. 

61 Curso de Derecho Procesal Penal. 5' Edición. Editorial PomJ.•. S.A de C.V. M~xico 1990. 
p.240 
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1.1 Cnsos en que se Decrctn y Fundnmentnción .Jurídico. 

Podemos definir al ejercicio de la acción penal como: "El acto 

procesal por virtud del cual el Ministerio Público cumple con su poder deber de 

ncudir al órgano jurisdiccional, pura exigirle que se avoque mediante proceso, al 

conocimiento y resolución de wm determinada pretensión punitiva". G2 

El ejercicio de la acción penal como ya se ha dejado vislumbrar 

con anterioridad se detennina cuando de la investigación practicada por el 

Representante Social Federal se infiere que ha transgredido la norma jurldica y por 

ende la conducta realizada puede ser imputada a una persona Los artículos que 

sirven de base en la determinación de ejercicio de la acción penal son en primer 

término el 21 Constitucional 

el cual enuncia: 

"Artículo 21.- La imposición de lns penas es propia y exclusiva 

de la autoridad judicial: Ln persecución de Jos delitos incumbe al Ministerio 

Público y a la Policía Judicial, la cual estara bajo In autoridad y mando inmediato 

de aquél. Compete a la autoridad administrativa In aplicación de sanciones por las 

infracciones a los rcglrunentos gubernativos de policía, lns que tinicnmente 

consistiran en multa o arresto hasta por treinta y seis horas; pero si el infractor no 

pagare la multa que se le hubiere impuesto, se permutará ésta por el arresto 

correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas. 

"Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no podrá 

ser sancionado con multa mayor del importe de su jornal o salario de un día. 

"Tratúndose de trabajadores no asalariados la multa no 

excederá del equivalente a un día de su ingreso". 

62 DIAZ DE LEON, M=o Antonio. Diccionruio de Derecho ProccSlll Penal y de TCrminos 
Usuales en el Proceso Penal. 2' Edición. Editorial Porrún. S.Adc C.V. M~xico 1989. p. 129 
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Hoy en día ya no existe duda acerca de In necesidad de 

comprobar cuerpo del delito y probable respons11bilidad como elementos de fondo 

para el ejercicio de la acción penal, así lo dispone el articulo 134 del Código 

Federal de Procedimientos Penales ni señnlnr en su primera parte: 

"Artículo 134.-. Tan luego como npnre1.c11 de In Averiguación 

Previa que se 1111 comprobado el cuerpo del delito y la prob11ble responsabilid11d del 

indici11do, en los términos de la primera parte del artículo 168, el Ministerio Público 

cjerciturá la acción penal ante los tribunules". 

De igual forma el artículo 136.- del ordemuniento legnl citado 

estublece respecto del ejercicio de la acción penal: 

"!.- Promover la incoación del Proceso Judicial, 

"11.- Solicitar las órdenes de comparecencia pnrn preparatoria y 

las de aprehensión que sean procedentes, 

"lll.- Pedir el aseguramiento precautorio de bienes para los 

efectos de la rcparnción del dru1o, 

"IV.- Rendir las pruebas de la existencia de los delitos y de 111 

respons11hilidad de los inculpados; 

"V.- En general, lmccr todas las promociones que sell!l 

conducentes 11111 tramitación regular de los procesos. 

Entonces el ejercicio de la acción penal, es In decisión que 

toma el Ministerio Público, una vez concluida la Averiguación Previa, de llevar el 

caso que se hu investigado ante el conocimiento de un juez penal, a esta 

detenninución se le conoce comunmente con el nombre de "Consignación Penal". 

Guillermo Colín Sánchez, respecto del ejercicio de la acción 

penal nsevern: "L11 acción penal genera In actividad de los sujetos en relación 

juridícu y, en genernl, todo el acontecer procesal (procedimiento de instrucción) 
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hasta el momento en que se precise en puntos concretos, fij!l!ldo ns! la posición 

jurldic11 de su tiluloJ y de esa numern se defina la pretensión pw1itiva del Estado 

Guicio)". 63 

En la etapa de Averiguación Previa el Ministerio Público es 

autoridnd hasta el momento en que concluya sus investigaciones y cierm la etnpa 

procedimental pnm determinnr sobre el ejercicio de In acción penal; cunndo 

resuelve si ejercita o no el derecho de acción penal, deja de ser autoridad y asume 

la personalidad de parte en el proceso penal. Ello con independencia de que 

consigne la acción !l!lte los tribunales o dccidn un no ejercicio de la acción penlll. 

Una vez que hayllll sido realizadas todas las diligencias 

conducentes pnra la integrnción de la Averiguación Previa, la acción penal, tiene su 

principio medill!lte el acto de consignación, este es el nmu1que, el punto en el cual 

el Ministerio Público ocurre ante el órgllllo jurisdiccional y provoca la función 

correspondiente, la consignación es el primer ejercicio de la acción penal y para 

poder Uegnr a este acto e5 necesario que la detem1inación contenga los requisitos 

previstos por el artículo 16 Constitucionnl, por cuanto hnce a In fundamentación y 

motivación del acto. 

Por lo que hace al delito que nos ocupa, el intcgmr el cuerpo 

del delito y la presw1tn responsabilidad del inculpado, surge de nnalÍ7..ar todos y 

cada uno de los elementos que la Secretaria de Hacienda y Crédito Público hace 

llegnr al órgano investigador, documentación entre In cual se cuenta con: 

Dictámenes contahles sobre los cuales la propia Secretaria ha 

detenninado el monto de lo defraudado, 

Actas de visita donúcilinrias realizadas por el personal que para 

63 Derecho Mexicano de Procedimientos Penales. 12' Edición. EditnriaJ Pom\a. S.A de C.V. 
M6xico 1990. p. Z-10 
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tales efectos designa la Secretaria de Haciendo, en lns cuales se hn vertido la 

información obterúdn de In revisión de los libros contables de alguna persona (fisica 

o moral) y de Ins cuales se ha podido determinar In posible comisión de una 

Defraudación en perjuicio del Fisco Federal por parte de dicha persona. En fm, 

toda documentación que sirva de soporte n In investigación que ha de reali7,nr el 

Mirústerio Público Federal y en la cual ha de sustentar tanto el cuerpo del delito 

como In presunta responsabilidad. 

Llenando los anteriores requisitos y los necesarios que se 

deriven de las actuaciones que renliw el Representante Social Federal, se cstnní en 

condiciones de detenninar si ejercita o no la acción penal. 

La consignación es bien pues, el neto procedimental, n través 

del cwil el Ministerio Público ejercita la acción penal, poniendo a disposición del 

juez de In causa lns diligencia~ realizadas durante la Averiguación Previo, o en su 

caso al indiciado, concluyendo con ello el periodo de preparación de la acción 

procesal penal; y dando inicio al período de preparación del proceso. 

La negativa del Ministerio Público Federal en el ejercicio de In 

acción penal también debe encontrarse fundada en bases sólidas y conforme n 

derecho; situación que será objeto de nuestro siguiente subtenm en el presente 

trabajo de investigación. 

2. No Ejercicio de 111 Acción Penal. 

Otra de las decisiones finales en que concluye la actividad 

investigadora del Ministerio Público de la Federación, es el llamado Sobreseimiento 

Administrativo, No Ejercicio de In Acción Penal o Archivo. 

Rivera Silva expresa al respecto: "la resolución del no ejercicio 
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de In ncción pennl ha sido criticadn ampliamente manifestandose que el Ministerio 

Público se abroga facultades jurisdiccionnles ni declarar ql1e un hecho no es 

delictuoso. La críticn con purismo jurídico, puede tener vigencia, pero cabe pensar 

que por econonún y práctica procesnl es correcto que no se ncudn n los tribunnlcs 

pum que se hngn la declaratoria de la no existencia del delito, cu1UJdo el Ministerio 

Público no tiene elementos que lo comprueben". 64 

Por su parte Guillermo Colín Sánchez:, estima indebida la 

consignación en el cnso de que claramente obre en fnvor del indiciado alguna 

excluyente de responsabilidad; en este supuesto dice, sería absurdo pedir su 

detención, su prisión". 65 

José Franco Villa manifiesta: "El no ejercicio de In acción 

pennl es una resolución dictada por el Ministerio Público una vez agotada Ja 

Averiguación Previa de decisiva importancia para la marcha del procedimiento". 66 

Ahora bien, los efectos que produce In determinación del no 

ejercicio de la acción pennl por parte del Representwite Social Federal plantean la 

cuestión de concluir de manera definitivn el procedimiento penal, todn vez que si 

nos manifestamos en el supuesto de que el neto de In consignación dn inicio ni 

desarrollo del Procedimiento Pennl, y In resolución de no ejercicio se dicta cuando 

se han agotado lns diligencins pertinentes que se llevaron n cnbo con In finalidad de 

conocer In verdad históric- y rcnl de los hechos denunciados. 

Al respecto Sergio Garcín Rrunírez. sostiene: "A nuestro modo 

de ver, si el archivo se fundn en In carencia absolutn de elementos para consignar 

(faltn de delito o de responsabilidad del indiciado) en In imposibilidad material e 

insuperable de prueba del delito o en el agotamiento de la pretensión (por 

64 Ob.Cit. p. 236 
65 Ob.Cil. p. 255 
66 Ob.Cit. p. 211 
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prescripción, amnistíu, muerte del inculpado, etc;) no existe inconveniente alguno 

en nceptnr In definitividnd de aquél acuerdo'' 67 

Ln Suprema Corte de Justicia de In Nación al respecto hn 

sustentado el siguiente criterio; 

"Si bien es verdad que el ejercicio de In acción pcnnl compete 

exclusivamente al Ministerio Público, confonne 11 los tém1inos del nrtículo 21 de la 

Constitución General de la Repúblicn, también es que la falta de ese ejercicio es 

lcgnl por parte del Ministerio Público, cuando los datos que 11ITojn In A veriguneión 

son suficientes pnrn dnrlc vidu, debiendo advertirse que aún en el supuesto de que 

fuern suceptiblc de juzgarse indebidn, lcsionnria en último extremo, el derecho 

social de perseguir los delitos, los cunl sería motivo pnrn seguir w1 juicio de 

responsabilidnd, pero de ningwm rmmern dnría materia pum unn controversia 

constitueionnl; pues de establecerse lo contrario, es decir, de conceder el nmpuro, 

este tendría por objeto obligar a la autoridad responsable a ejercitar In acción 

penal(n sabiendas de que no existen elementos bnstru1tes pnrn dnrlc movimiento o 

de que opernn impedimentos legales pnrn lo mismo), lo cual equivaldría a dejar ni 

ru·bilrio de los Tribunales de In Federación, In persecución de los delitos 

contmríru1do expresamente el contexto del artículo 21 invocado". 68 

Si bien es cierto que el ejercicio de In acción pennl compete 

exclusivruncntc al Ministerio Publico y no a los pnrticulnres, podemos deducir que 

dicha acción no está, ni puede estor comprendida en el patrimonio de é.~tos, ni 

constituye un derecho privado de ellos de lo que se concluye que In abstención en 

el ejercicio de In acción penal por porte del Ministerio Público, no viola ni puede 

violar gnnmtía individual 1úgwm. 

67 Cur.ro de Derecho Proccsnl Pennl. 5'Edici6n. Editorial Porrún. S.A de C.V. México 1989. 
p. 363 
68 Quinta Epocll: Tomo XVlll, p. 116 
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El representante social al detem1inilr sobre el no ejercicio de la 

acción penal, no está favoreciendo en ningún momento al presunto responsable; si 

no por el contrnrio, está actuando totalmente confom1e a derecho, yu que si aplicara 

el criterio de determinarse en fovor del ejercicio de la acción penol a un cuso en el 

cuul no estuviese perfectamente integrado el cuerpo del delito y lu presunta 

responsabilidad, sería un acto totalmente violatorio de garantías. 

2.1. Casos en que Procede y Fundnmentnción .Jurídico. 

Para que el Ministerio Público se incline en favor del no 

ejercicio de la acción pcmtl será necesario en primer término que analice todus y 

cada wm de lus constancius que la indagación de los hechos en Averiguación Previa 

le ha dejado, de ello depende en fomm substancial In determinación del no ejercicio 

de la acción penal; de lo anterior estará en condiciones de encuadrar el resultado 

obtenido del análisis, en alguno de los supuestos que para toles efectos la ley señala 

al Representante Social Federal. 

Primeramente el Código Fedentl de Procedimientos Penales en 

su artículo 137 expresa: 

"Articulo 137.- El Ministerio Público no cjcrcitnr!Í la Acción 

Penal: 

"!.- Culllldo la conducta o hechos de que conozca no sean 

constitutivos de delito, conforme a la descripción típica contenida en la ley penal; 

"11.- Cuando se acredite plenamente que el inculpado no tuvo 

participación en la conducta o en los hechos punibles, y sólo por lo que respecta a 

aquél; 
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"Ill.- Cuando nún pudiendo ser delictivos In conducta o los 

hechos de que se trate, resulte imposible la prueba de su existencia por obstáculo 

mnterinl insuperable; 

"IV.- Cuando 111 responsnbilidnd penal se hnlln extinguida 

legnlmente, en los términos del Código Pennl y, 

"V.- Cunndo de In.~ diligencias prncticndn.5 se desprenda 

pennlmenle que el inculpado actuó en circunslnncin.5 que excluyen In 

responsabilidad penul". 

Murco Antonio Dínz de León comenta respecto del no ejercicio 

de In acción pennl: "In obligación que tiene el Mirúste1io Público de ejercitar In 

acción pennl, está condicionado 11 la existenci11 de ciertos presupuestos procesnles 

(cuerpo del delito y presunta responsnbilidnd del inculpado) y n ciertos requisitos 

de procedibilidnd (denw1cia, querella.o declnrnlorin de perjuicio). A virtud de ln.5 

consecuencias gravosas y daños que produce el proceso pennl, cuiuido en In 

Averiguación Previa no se nereditnn los nludidos presupuestos procesales y 

requisitos de procedibilidnd, no ú11icnn1enle no 1111cc In referida obligación de 

ejercitar In acción penal, si no que inversnn1ente, nnte lnles cnrcncin.5 le surge otro 

deber ni Ministerio Público, fw1dándose para ello en lo que disponen ln.5 fracciones 

del citado artículo y produce el efecto de impedir definitivamente el ejercicio de In 

acción pennl, respecto de los hechos que !ns motiven, siempre y curu1do se le 

notifique !ni resolución ni denuncinnle, querellru1le u ofendido por el delito, y estos 

hubierru1 dejado pasar los quince días que les otorga In ley para inconfonnnrse nnte 

el Procurador General de In República, como lo establece el artículo 133 del 

Código Federnl de Procedimientos Pennles". 69 

69 Código Federal <le Procc<limienlos Perniles Comenlado. 3' Eclició!L Editorial Porn\.1. S.A de 
C.V. Mcxico 1991. p. 112 
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Por lo que hace n la primera frncción del nrtículo en cita, e.~ 

obvio que las conductas que no pued1111 ser comprobadas como delito, es decir, que 

no se hn ncreditndo ninguno de los elementos que el tipo penal establece pnrn que 

In conducta sen considerndn como delictuosn n través de sus elementos objetivos, 

subjetivos y/o normativos, jnmós podrán ser punibles y en su caso no podrá 

decretarse penn alguna n ellas por carecer de una válidn pretensión punitiva 

Sobre este pruticular In Jurisprudencia de In Suprema Corte de 

J usticin de In Noción hu sustentado: 

"CUERPO DEL DELITO.- Ln ley al estoblecer el principio de 

que In comproboción del cuerpo del delito es In bnse de todo procedimiento penrú, 

quiere significnr que In ncción conctivn que debe ejercerse sobre el acusado, no 

puede iniciarse 1111tes de que el cuerpo del delito deba apoyarse en In demostración 

de In existencia de un hecho, con toda su averiguación de ese delito". 70 

Ln siguiente fracción del articulo en mención, trntr• acerca de 

lus diligencias prncticuda~ por el Agente del Ministerio Público Federal dentro del 

proceso de integración de In Averiguación Previa, y que de ellas se dcsprcnd11 que 

el presunto responsable o alguno de ellos no tiene ninguna ptuiicipnción en In 

comisión del delito, y por ende no se encuentra en ninguna de !ns situaciones que 

para tales efectos prevé el urtículo 13 del Código Penal, teniendo con esta situación 

que abstenerse de ejercitar In acción penal en favor de In o las personas que se 

encuentren en el supuesto. 

Respecto de lo enuncindo por In tercera fracción del numernl 

en comento, resultn In necesidad que tiene el Ministerio Público Federal de 

acreditar con pruebas los hechos que se están impullllldo a un deternúnndo sujeto 

por In comisión de un delito, no debiendo olvidnr el doble carácter con el que 

70 Quinta Epoca Tomo C. PAg. !010. 8258/68. 
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cuenta; en la Averiguación Previa como autoridad reuniendo los elementos de 

prueba necesarios para In comprobación del cuerpo del delito así como de la 

presunta responsabilidad, y dentro del proceso como parte ncusndorn; nhom bien, si 

en el proceso de integración de la Averiguación Previa surgen elementos mnterinles 

imposibles de superar y que sean indispensables para acreditar los elementos del 

delito, sern necesario no ejercitru· In ncción pcnnl por no poderse pretender 

pmiitivrunente. 

Por lo que hace In fracción cllluto del artículo en cita, es bien 

sabido que en el Código Pcnnl existen cnusns que excluyen la rcsponsnbilidnd pnm 

que el Ministerio Público ejercite la acción pennl, n saber; (rutículo 91) In muerte 

del delincuente, (artículo 92) la amnistía, (artículo 93) el perdón del ofendido o 

legitimado para otorgarlo, reconocimiento de inocencia e indulto, y por último In 

prescripción (rutículo 100). 

El último de los casos enuncindos por el rutículo 13 7 dd 

Código Federal de Procedimientos Pennles, hnce referencia n codn unn de !ns 

situaciones que marca para tales efectos el articulo 15 del Código Pennl como 

circm1stancias excluyentes de responsnbilidnd; y 11 este respecto Marco Antonio 

Dinz de León critica: "Esta fracción es inconstitucional. Establecer cuando un 

inculpado actuó bojo las excluyentes de responsabilidad que establece el artículo 15 

del Código Penal Federal, es decir, resolver si un hecho es o no delito Federal, o 

detem1innr In responsnbilidnd o i1Tesponsnbilidnd de los inculpados, es competencia 

exclusiv11 de los Tribmmles Federales, pues tal es 111 jurisdicción que eonfom1e n In 

división de poderes corresponde úriican1ente al Poder Judicial Federal, como lo 

establece11 los artículos 21, 49, 94 y 104 de la Co11stitución Políticn de los Estados 

Unidos Mexicanos y 4° del Código Federal de Procediniientos Penales. A mas de 

que esta frncció11 rebasa lo ordenado por el artículo l Oi Constitucional, que no da 
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fncultnd cunl ningunn ni Ministerio Público Federnl pnru resolver sobre !ns 

excluyentes de responsabilidnd penal, y de que contradice ni artículo 134 del propio 

Código Procesal Federnl, es una nbcrrnción jurídica convertir en juez y pnrtc 

11ClL5adom ni Ministerio Público Fcdernl. Tal fracción carece de vnlidcz 

constitucionnl y, por ser nomm sccundnrin y contmdecir n In Constitución, no puede 

aplicarse por el Ministerio Público Federnl, dndo que nsí los disponen los nrtículos 

102, 128 y 133 de In mismn Constitución Politicn del País". 71 

Es totnlmente nceptnble la crilicn que ofrece el autor en 

mención, yn que, si bien es cierto que el Ministerio Público Federal no debe de 

decidir n voluntad si ejercita o no In ncción pennl, tnrnbién lo es que pnrn renliznrlo 

debe encontrarse npoyado en eiertns circunstonci1L5 que ofrezcan In posibilidad de 

renli7.llr dicha abstinencia; ya que es un poder-deber el ejercicio de h1 ncción peunl 

por pnrte del represcnllmte social, nunque tnrnbién seria erróneo trntnr de nplicnr 

wm ncción en contrn de una persona que obvirunente ha sido encontrudn bnjo una 

de ésta cnlIBns excluyentes, sin que n nuestro parecer sea el hecho de que declare 

litemlmenle inlcrpretudo, si ejercita o no la ncción penal, yn que se trntn de una 

mera proposición que hace la Institución Sociul Fcdernl puesto que cuenta con un 

depnrtnrnento especílico dentro de la Procumdurin Gencrnl de la República 

(Dirección General Juridien), que revisará que esta proposición se encuentre 

debidruncnte fm1dnd11 y motivada, pnrn resolver de plano In inexistcncin de una 

ncción penal. 

Si bien es verdad que el ejercicio de h1 acción pennl compete 

exclusivrunente ni Ministerio Público, conforme n los tém1inos expresados en ele 

artículo 21 de In Constitución Política de los Estados Unidos Mexicllllos, también 

es que In nbstinencin debidnmentc fündnda y motivndn es legnl por parte del 

71 Ob.Cit. Código Federal ... p. 116 
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representnnte socinl, cunndo los dntos que nrrojn In Averigunción Previn son 

insuficientes pm·n dnrle vidn ni procedimiento pennl, advirtiéndose que nún en el 

supuesto de que f'uern suceptible de juzgarse indebidmnente, lesionnrin en último 

de los casos, el derecho social de perseguir los delitos, dnndo como consccuencin el 

inicio de un juicio de responsnbilidad en contm del Rcprcsentm1te Social. 

En otro a~pecto y como medio pnrn el mejor desempeño de 

funciones n cnrgo del Ministerio Público Federnl en In determinnción del no 

ejercicio de la acción pennl, el entonces Procurador Genernl de In República, 

Licencindo lgnncio Mornles Lechugn; tuvo a bien expedir el ncuerdo N006/92, 

publicado en el Dinrio Oficinl de In Federnción el día 3 de Abril de 1992, n trnvés 

del cunl detenninn el nclunr de los Agentes del Minislc1io Público fcderuJ en 

relnción n los cnsos en que debm1 resolver el no ejercicio de In acción penuJ, en las 

averigunciones previas que tengnn a su cargo y para ello consideró: 

"Ln seguridad bien invnluable e inapreciable de nuestm 

sociedad, debe entenderse como la condición permnnente de libertnd y de justicia 

sociuJ, que deben procurnr conjunt1U11ente, ciudadanía y gobierno. Que por ello es 

nccesnrio asegurar las condiciones pum la observación del orden juddico. 

respetnndo y haciendo respetar los ordenamientos que le dnn sustento y que 

constituyen In bnse del estado de derecho que nos rige. El mejorwniento del 

sistemn de jll~licin está ligado ni respeto de !ns gnrnntias fi.mdnrnentnles consngrndns 

en nuestm Constitución. 

"Que !11 nctunción del Ministerio Público, titulnr del ejercicio de 

In acción pennl, debe ir mlÍs nllá de In simple persecución de los delitos; su función 

debe de ser conciliadora y de protección no sólo pum el ofendido, si no pnrn la 

sociednd en genernl n trnvés del respeto 11 la ley y n los derechos de los demás". 72 

72 Diario Oficinl de la Federación. Secretarla de Gobernación, MéKico, 3 de Abril de 1992. p. 35 
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Cuando el Agente del Ministerio Público Federal dentro de !ns 

focultndes con que cuenta, detennine en Wlll Averigunción Previa el no ejercicio de 

In ucción penal debe entenderse que el archivo del expediente será de cnrácter 

definitivo y que, por cstn rnzón y u demás con el propósito de optar por Wlll mejor 

procuración de justicin han de ser debidnmente delimitados los requisitos y cn.~os 

para su procedencia dnndo como consecuencin el esclarecimiento de los hechos y el 

que la determinación que otorgue el Reprcsentru1te Social esté npegadn n derecho. 

El mencionado ncuerdo sienta !ns bases de nctunción sobre 1115 

cuales ha de detenninnrse el no ejercicio de In ncción penal por parte del Ministerio 

Público Federal, hnciendo hincnpié en aquellas situaciones que más n menudo se 

presentan en In práctica procesal, y tomando como b115e de ello lo enunciado por el 

artículo 137 del Código Federnl de Procedimientos Penales a lo largo de sus cinco 

fracciones; salió con In inclusión en el acuerdo de dos situaciones mns 

que pueden ser tonmdn.5 en cuenta para determinar el no ejercicio de In ncción 

penal y de \115 cunles haremos el comentario correspondiente. 

"e) Que no exista querella y se trnte de delito perseguible a 

petición de parte ofendida, o hubiere sido fonnulndn por persona no facultada para 

ello". 

A este respecto diremos que tratándose de nuestro delito en 

estudio, el articulo 92 del Código Fiscal de la Federación ordena exprcsnmente que 

In Defraudación Fiscnl sen perseguida sólo y mediante querella que para tales 

efectos presente In Secretmin de Hacienda y Crédito Público, en obvio de 

circunstru1cins ninguna otra persona podrá formulnr el requisito de procedibilidnd 

que dé origen a In Averiguación Previa por el delito de Defraudación Fiscal, ya que 

contraviniendo a lo señalado ncaecelÍa In circunstancia de que dicha indngatorio. 
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fuese de inmcdinto cnvindn ni archivo por carecer del requisito de proccdibilidad o 

por haber sido formulado contrario n derecho. 

"g) Que In conducta o hecho atribuible nl inculpado hayn sido 

materia de unn sentencia judicial emitidn con llllterioridad". 

Sobre éste particular el artículo 23 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, estnblece; 

"Artículo 23.- Ningún juicio criminnl deberá tener más de tres 

inslnncins. Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que en el 

juicio se le nbsuclva o se le condene. Queda prolúbidn In prácticn de absolver de la 

instancia". 

Consecuencia de lo llllterior es que huya sido contemplado 

dentro de éste acuerdo parn detem1innr In nctuación del Ministerio Público Federal 

en orden ni no ejercicio de In ncción penal, en el entendido de que, si algunn 

persona ya ha sido sentencinda por In comisión de algún delito y que en nblL~O de 

funciones se quiera integrar otro expediente en su contra por In comisión del mismo 

delito 

trntlllldo con esto de incrementar la p<!nalidnd; es notorio que se estnrillll viollllldo 

gnrlllltíns en contra de esa y como consecuencia de ello se viera nfectada su esfera 

juridica aún más; circw1stllllci11 que motivó 11 especificar In actuación del 

Representante Socinl Federal en éste orden Jmcin In detemúnución del no ejercicio 

de hL acción pcnnl, contundo con la responsnbilidud de hacerse llegar el 

conocimiento de una posible sentencia hacia el mismo inculpado y por el mismo 

delito. 

Lo que antecede; no es dificil de conocer, todn vez que como 

es sabido actualmente In Proeuraduria General de Ja República ha sido dividida en 

Unidades Especinlizuda5 o Fiscnlins que mllllejru1 usLmtos detemÚllados, es decir, 
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por lo que hace a los delitos fiscnles (en este caso), a los delitos contm la salud, los 

cometidos por servidores públicos etcétera., existiendo w111 mejor comunicación 

entre el Orgono Jurisdiccional y el Agente del Ministerio Público Federal que puso 

n su consideración lo posible comisión de un delito. 

Tomando en cuenta las cinco hipótesis que mnrcu el articulo 

137 del Código Federnl de Procedimientos Penoles así como lns dos mñ.5 que 

enw1ci11 el acuerdo N006f92, ya citados on1bos; es como el Agente del Ministerio 

Público Federal podrá detenninnrse en orden al no ejercicio de 111 ncción penal, 

siendo estos los casos en que procederá, no omitiendo n111nifeslor que In resolución 

no es defüútiva., pues el proyecto de no ejercicio de In ncción per111l debidnrnente 

fw1d11d11 y motivado en el expediente, será revisado por 111 Dirección General 

Jurídicn, a través de los amcilinres del Procurador, quien en su oportunidnd 

detcnninnrñn si es procedente o no dichn resolución; consecuencia de lo cual 

determinará en su caso conclusión 11111 Averiguación Previa. 

Podemos concluir diciendo que el no ejercicio de In ucción 

penul, se consulta en el caso de que agoladas los diligencias de la Averiguación 

Previn, se detcnnina que no existe cuerpo del delito de ninguna figura típica y que 

por supuesto no huy probable responsabilidad que pem1it11 ejercilnr In acción pennl. 

3. Acuerdo de Reservo. 

La reserva existe cwmdo hay imposibilidad de cualquier 

naturaleza pnra proseguir con 111 Averiguación Previa y practicar las diligencias, o 

bien no se hru1 integrado el cuerpo del delito y por ende la probable responsabilidad 
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y, cuando habiéndose integrado el cuerpo del delito no es posible atribuir In 

probable responsabilidad R persorm detemllimda 

Lns ponencillS del no ejercicio de IR acción penal y de reserva 

en modo alguno no significl111 que In Averiguación Previa haya concluido o que no 

pueden efectuarse más diligencia~; pues en el segw1do supuesto y cu1mdo 

aparecierl111 nuevos elementos, el Ministerio Público en tMto no hay11 operado wm 

causa extintivR de IR acción penal tiene oblignción de renli7..ar nuevas diligencia~ 

pues In resolución de reservn es una resolución que no calL~n cjccutoriu, ya que si 

bien es cierto es emitida por wm autoridad judicial, In misma se rcnliza en sede 

RdministrntivR y no como resolución dentro de In nctividad que rcnliza el órgMo 

jurisdiccional ¡mm dnr una posible resolución ni Cl\So en concreto; pues h1 pnícticn 

de nuevas diligencia puede llevar inclusive al ejercicio de la acción pennl. 

Tradicionalmente el "archivo provisional" de una Averiguación 

Previa que se decreta por cnusas de reserva, se ha pensado que es originado por 

negligencia, incapacidad o ineptitud del pcrsonnl que actún en ella y, en general 

como fracllSo del Ministerio Público en In invcstignción inicindn, pues de las 

diligencias practicadas en In Averiguación Previa de que se trata no le permiten 

esclarecer los hechos investigados. 

Cuando de las diligencias practicadas no se comprueba In 

existencia de un delito o la responsabilidad de un sujeto, pero quedRU por 

practicarse nlgw1as diligencias, no se hu agotado In Avcrigunción que requiere In 

actividad de Policía Judicial. 

En este aspecto habremos de indicar que no se hl1!1 practicado 

todas las diligencias; y para In clara inteligencia de ello podemos dctemiinar que no 

se lum prncticudo por encontrarse en una situación de hecho o alguna dificultad 

mnterinl para Imcerlo. CuRUdo se tropieza con una situnción de hecho, In SRnn 
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lógica indica que se desahoguen las diligencias pendientes, debiendo señalar que !ns 

invcstignciones en nmtcriu Federal las pmcticu el Ministerio Público debido n que el 

n.rtículo 134 del Código Federal de Procedimientos Pcnnlcs que In consignación se 

haga hasta que senn reunidos los requisitos establecidos por la primera parte del 

n.rtículo 168 de In lcgislncíón citndn. 

El cnso que nos ocupa y por Jo que hace n los delitos de 

canictcr fiscnl, en In detcnninación de un expediente al archivo, convergen tmn 

serie de situaciones de cnráctcr mntcrial y circunstnncins de hecho n cargo de los 

qucrcllru1tcs, en concreto, de In Sccrctnrin de Hacienda y Crédito Público; pue-~ bien 

subido es que pura que el órgru10 de invcstignción se detennine en orden al ejercicio 

de la acción pennl debcni previnmente ncreditnr con elementos fchncientcs de 

prueba suficientes y de cnráctcr indubitable, la probable responsabilidad de los 

presw1tos así como el cuerpo del delito, de modo con!Tnrio en ninguna forma se 

ejcrcitnrin la ncción pennl y en su coso se reservnrin la indagntorin hnstn en t!Ulto 

surjru1 nuevos elementos de prueba 

Pnm el cnso de que durnnte el desarrollo de la Averiguación 

l'revin el presunto rcsponsnble no esté identificudo, o bien habiéndose prncticado 

en su totnlidnd In misma, no es posible determinar In existencia de un delito de 

canicter fiscal; en este ca~o. el Ministerio Público Federal deberá detemlinnrse en 

orden ya bien sen a un archivo o n unn rc.~olución de no ejercicio de In acción penal, 

dependiendo del cuso. 

Por su parte el Código Fedeml de Procedimientos Penales, en 

su artículo 131, respecto de In resolución de reserva a cargo del Ministerio Público 

Federal expresn: 

"Artículo 131.- Si de las diligcncia5 prncticadtL5 no resultnn 

elementos bastantes pnrn hacer In consignación a los tribmmlcs y no aparece que se 
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pued1111 praclicnr olrns, pero con posterioridad pudieran allegarse datos pnrn 

proseguir In averiguación, se reservará el expediente hasta que npnrezcnn datos, y 

entret1111to se ordennrlÍ 11 111 policía que hng11 investigaciones tendientes 11 lograr el 

escl11rccimiento de los hechos". 

Ahora bien, dudas las arbitrnrins circunstru1cins que en nlgunos 

casos se observnbru1 por pnrte de los representru1tes del Ministerio Público Federnl 

y como estrategia pnrn nvruizar hncin In moderni7,nción que se busca dentro de Ju 

implll1ición de justicia, el C. Procurador Gcncrnl de lu República Licenciado 

Ignacio Morales Lechuga, tuvo o bien expedir el Acuerdo A007 /92, publicado en el 

Diario Oficial de In Federación el día 3 de Abril de 1992, y en el cunl detenninn el 

nctunr de los Agentes del Mirústerio Público Federal, respecto n los lt5Wltos en que 

consulten lo reserva de las Averigunciones Previas que estos tengru1 n su cnrgo, el 

cual en lo substancial en su segw1do punto enuncia que: 

"SEGUNDO.- En la Averiguación Previ11 el Agente del 

Ministerio Público Federnl, formulnrá In consulta de reserva cundo se presenten los 

Cll50S siguientes: 

"u) Que el probable responsable o indiciado no esté 

plemunente identificado, y 

"b) Que resulte imposible desnhogar nlgún medio de pruebo y 

los yo existentes sean insuficientes paro determinnr el ejercicio de In acción pcnnl". 

El ocuerdo en cita enw1ci11 las posibilidades con las que el 

Ministerio Público Federnl cuenta para detemlinarse en orden 11 la reserva de una 

Averiguación Previa, debiendo requisitnr lo señnludo por los incisos ya trru1scritos; 

aunque, de mru1era emmciativa son Ius mayores circ1mstnncia5 que pueden ser 

estublecida5 pnrn !11 reserva de una Averiguación Previa, no únicamente señnlado es 

requisito para detenninnr Ju reserva de un expediente puesto que pueden converger 
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diferentes eircw1sta11cias que por el desarrollo de la investigación aparecen y en esta 

forma pueda detemunnrse In reserva del expediente. 

Es cierto que el Ministerio Público es quien detem1inn In 

reserva de unn Averiguación Previa, pero esto no quiere decir que ello de 

inmediato proceda, si no que debe atrnvesnr por In revisión de los representantes 

del Ministerio Público Federal que para tnl efecto hn decidido el C. Procurador 

Genernl de In República, fonnen parte de In Coordinación Gcnernl Juridicn, quienes 

pennnnentemcntc revisur{m y amtlizanin las averiguaciones prcvin.5 en In que se 

consulta la reserva n efecto de su debida depurnción. 

De In nnterior fonna es como se ha tratado de rcnlizar wm 

pequeiin síntesis de lo que pueda ser considerado como una consulta de rc.5crva 

determinada por el Ministerio Público Federnl en la etapa de Averigunción Previn, 

tomando en cuenta para ello lo que dispone el Código Federnl de Procedimientos 

Pennles. 

En el delito que estamos trntnndo, la detennirmción de una 

reserva se implementa cuando de las diligencias que se 111u1 practicado se estima 

que no ha sido posible n(m comprobar el cuerpo del delito, o bien que por 

obstáculos mnterinles insuperables no se han llevado acabo investigaciones 

necesarias parn ordenar el ejercicio de In ncción pennl, por ejemplo: lo que sucede 

las mn.5 de las veces cunndo le es solicitada a la Secretaria de Hacienda y Crédito 

Público documentación contable que soporte los hechos que ella mnnifestó en su 

querella, ya sea por que no cuente con los mismos o por que se encuentren en 

proceso de obtención y que dadas las circunstanein.5, la Averiguación Previa 

neccsitn ser enviada n la reserva; sujetñndose n la condición de que aparezcan 

nuevos indicios o se de cumplimiento a lo requerido por el Representante Soeinl. 
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4. Detennin11ción de Prescripción. 

La prescripción penal, es unn institución o regla creada por el 

Estado, por la que éste determina renunciar a su potestad punitiva trru1scurrido el 

tiempo. 

Es una creación del derecho (penal en este caso), que ampara o 

beneficia al delincuente trru1scurrido el tiempo o lapso de éste requerido para que 

se decrete y según In prescripción de que se trnte; n nquél no se le puede perseguir 

ni la pena que se le impuso se puede ejecutar; esto es, consumada la prescripción se 

extingue el derecho de acción o el de ejecución de !ns pctllL~ y el de querella en los 

delitos de instancia privada 

Adentrándonos en el terreno jurídico diremos que a In 

prescripción se le concibe como: "Ln adquisición de derechos o pérdida de los 

mismos por el sólo transcurso del tiempo señalado pnrn tal efecto en In ley". 7 3 

Esta definición de ncuerdo a nuestro criterio corrc.~pondc al 

Derecho Civil, ya que se refiere a la prescripción positiva (llamada también 

adquisitiva, y que consiste en la apropiación de un bien por el trru1scurso del 

tiempo) y a la negntivn o liberntoria de oblignciones que tiene por objeto, privar n la 

persona que tiene un derecho, que en determinado momento podrín oponer frente a 

otra por no hnberlo ejercitado en el tiempo que la ley señala. 

Ahora bien, en el derecho pcr1al, a diferencia del privado (civil) 

la prescripción existe con base a exigencias de interés colectivo, es decir, es una 

institución de orden público; debe ser decretada por la autoridad aún en contra de 

la voluntad del ngrnciado con la misma y sin importar el grndo en que el proceso 

73 GOLDETEIN, Raúl. Diccionario de Derecho Peml. Editorial IJibhliogr:Uiea Omeba. Buenos 
Aires. 1962. p.397 
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hubiere quedado. Es un imperativo para el órgano jurisdiccional declarar la 

prescripción, cuando ésta se hubiese suscitado. 

Situados ya en el área del derecho represivo, observamos y de 

acuerdo al artículo 100 del Código Penal vigente "por In prescripción se extingue In 

acción penal y las sanciones ... ". 

Si se trata de la acción, la prescripción penal estriba, en la 

necesidad del Estado de perseguir al transgresor de una norma de derecho penal, 

sólo por el tiempo que el sistema represivo determina El Estado linútn su facultad 

de castigar a un tiempo tope, pasado el cual, estima ya no ser necesario que perdure 

la situación creada por el agente al transgredir la ley. 

Raúl Carrancá y Trujillo, expone como concepto de 

prescripción el siguiente: "la extinción de la acción penal por causa de prescripción 

atiende ni sólo trw1scurso del tiempo y puede afectar al derecho de acción o al de 

ejecución, cuando se refiere a la acción se denomina prescripción del delito o de In 

acción; y cuando n In pena prescripción de la pena". 74 

Este concepto en primer lugar y acertadamente, abaren tonto a 

la prescripción del delito, como al de las sanciones. Sin embargo encierra un error, 

consistente en llamar a la prescripción de la acción prescripción del delito, ya que la 

prescripción de In acción sólo extingue el derecho exclusivo del Estado 

(representado por el Ministerio Público) para perseguir a los delincuentes; 

(preseripción n ln que posteriormente haremos mayor énfasis). 

La prescripción de la pena no elimina el delito, que subsiste 

con todos sus elementos, pero sin la consecuencia final del castigo. 

El delito, no se extingue, se esfuma en cambio In posibilidad de 

perseguirlo. 

74 Derecho Pcnn.l Mexicano (Parte Gcnemll. Tomo l. Editorial Porrua. S.A de C.V. Mé><ico 1974. 
p. 584 
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Otrn cuestión miís que Crurru1cú y Trujillo omite mcncionnr es 

que por efecto de In prescripción, el derecho n querellnrse también desnpnrece; nsí 

lo dispone el ru1ículo 107 del Código Pennl en vigor. 

Miguel Fenech, señnln: "In 1lnmnd11 en nuestro ordenruniento 

pos1llvo prescripción del delito, no es sino otro impedimento cuy11 existenci11 

impide 111 eficacia de 111 pretensión punitiva curuJdo hn trruJseurrido un tiempo 

determin11do desde In fcch11 en que se supone cometió el hecho que sirve en b11Se 

fictici11 a ll1 mis mu, h11St11 el momento en que comenzó el proceso". 7 5 

De igunl fomm que el concepto antes ru1nlizndo, el presente 

ndolece de mencionnr como sinónimo de prescripción de In ncción el del delito, yn 

que como quedó señnlado ru1teriormentc, el delito no dcsnpnrece por efectos de 

esta institución ndemÍls de que no hace nlusión alguna ni n In prescripción del 

derecho de querella, ni ni de ejecución de !ns penns, sólo menciona 111 prescripción 

de la 11cción y (micrunente señnl11 el dhi en que empieza 11 prescribir !11 acción 

tmtúndose de delito instruJt1í11eo. 

Por su parte el artículo 102 del Código Pennl 11Cerca de !11 

prescripción est11blece: 

"Articulo 102.- Los tém1i11os p11m !11 prescripción de l1111cción 

pennl serón continuos y se contnrún: 

"!. A partir del momento en que se consumó el delito si fuere 

instruJtúneo. 

"!!. A pnrrir del dí11 en que se re11lizó el último neto de 

ejecución o se omitió !11 conducta debida, si el delito fuere en grado de tentativa. 

"Ill. Desde el día en que se renlizó la últinm conducta, 

tratándose de delito continuado; y 

75 Curso Elcmcntn\ de Derecho Procc•al Penal. Tomo l. Libreria Bosch. Barcelona \945. p. 409 
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"IV.- Desde la cesación de la consumación en el delito 

permnncnte." 

Tomando en cuenta lo untes establecido, el concepto de 

prescripción de la acción que estimnn1os podría adecuarse a nuestro sistema 

jurídico es el siguiente: "La prescripción de la acción es aquella que por imperio de 

la ley trnscurrido un lapso detem1inado, según sea la índole y extensión de la pena 

establecida, aniquila la posibilidad por parte del órgano jurisdiccional de perseguir 

ni sujeto autor de un delito". 7 6 

El juicio nntcrior sin embargo, consigna un error, consistente en 

que se priva de la acción ni órgru10 jurisdiccional, siendo que éste no la pierde, pues 

en nuestro derecho In acción es propia y exclusiva del Ministerio Público, de 

acuerdo ni artículo 21 Constitucional y no a In jurisdicción. 

Por nuestra parte, pensarnos que puede entenderse por 

prescripción de In acción, In institución que por mandato de ley trnnscurrido w1 

tiempo dctenninndo, vrui¡1\Jle según sea la índole y extensión de In pena aplicable ni 

delito y tomando en cuenta el promedio ruitmético de In misma aniquila el derecho 

del Ministerio Público para acudir ante el órgano jurisdiccional y que éste procese 

ni presm1to delincuente, segím lo disponen los numerales 100 y 105 del Código 

Penal vigente. 

Pnrn concluir lo antes citado diremos que: In prescripción es 

nquelln institución que por disposición de la ley y mediante el transcurso del tiempo 

extingue el derecho de querella, el de acción y el de ejecución de las penas". 

Ln Suprema Corte de Justicia de la Nación, ni respecto ha 

establecido en wm de sus ejecutorias que: 

76 Enciclopedia Juri<licn Omcbn. Tomo XXII. E<litorinl Biblio¡;nlficn J\rgcnlim. Buenos Aires 
1964. p. 941 
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"ACCION PENAL, l'RESCRIPCION DE LA.- El derecho que 

implica In prescripción del derecho de acción, es el que ésta no se ejercite o no 

surta sus efectos en rnzón del tiempo trascurrido desde la comisión del delito; por 

tanto, la pennlidnd a que debe atenderse para determinarse si hn prescrito o no unn 

acción pennl, es la que fija la ley como correspondiente en abstracto, en modo 

alguno a la pennlidnd concretn que se llegue a imponer." 77 

De la tesis transcrita se desprende que In acción prescribe 

cuando ha tnu1scurrido, desde In comisión del delito, un tiempo igunl ni de In 

sanción en nbstrncto que se conmina ni mismo, pero que no debemos atender al 

monto de la penn impuesta en el fallo; esto es, que el cómputo del témlino 

prescriptivo de la acción, se hnce con base n In extensión de In sanción corporal que 

el legislador fijn al ilícito cometido y no en función del tém1ino que resulte de la 

pena impuesta en la sanción. 

Por lo que hnce a la prescripción de los delitos fiscales ésta la 

determina lo que dispone el articulo 100 del Código Fiscal de la Federación al 

establecer: 

"A11iculo 100.- La acción penal de los delitos fiscales 

perseguibles por querella de In Secretaria de Hacienda y Crédito Público, 

prescribirá en tres ruios contados a partir del din en que dicha Secretruin tenga 

conocinliento del delito y del delincuente, y si no tiene conocimiento en ciuco años 

que se computnró11 a partir de la fecha de comisión del delito. En los demás casos, 

se estará a la~ reglas del Código Penal aplicable en materia fcdernl". 

De In lectura del nrtículo antes transcrito, podemos expresar 

que surge la dudn de que si debe ser tomado en cuenta o no por el órg1U10 de 

77 Suprema Corte de Justicia. Informe 1962. Pág. 58 
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investigación al establecer la prescripción de un delito de canícter fiscal el 

conocimiento del delincuente como del delito. 

Primeramente señala: "La acción penal en los delitos 

perseguibles por querella de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público prescribirá 

en tres años a partir de que dicha Secretaria tenga conocimiento del delito y del 

delincuente ... ". 

Por lo que hacen la expresión "del delito y del delincuente", la 

ley nos hace pensar que son requisitos indispensables el que la Secretaría de 

Hacienda, tcngn conocimiento de ambos, dado que es ésta quien pone en 

conocimiento del Ministerio Público la comisión de una defraudación fiscal, n 

través de la querella respectiva, toda vez que In palabra de enlace "del y del" 

supone que para operar la prescripción en menor término (tres años), ambas 

autoridades conjWJtumcnte conozcan tanto el delito de que se tmte, como su 

probable responsable, ya que si alguno de estos falta, cotúorrne a derecho 

interpretando lo establecido por In legislación señalada será necesario optar por el 

témlino más amplio (cinco años). 

Atendiendo a la clasificación que realiza el Código Penal en su 

artículo 7°; cuando enWJcia: 

"Articulo 7°.- Delito es el acto u omisión que sancionan las 

leyes penales. 

El delito es: 

"!.- Instantáneo, cuando la consumación se agota en el nlismo 

momento en que se han rcnlizndo todos sus elementos constitutivos; 

"!!.- Permanente o continuo, cuando In consumación se 

prolonga en el tiempo, y 



127 

"III.- Continuado, cuando con unidnd de propósito delictivo y 

pluralidad de conductas se viola el mismo precepto legal". 

Y trotlÍndose In defrnudación fiscnl de W1 delito continuado, In 

prescripción de éste empeznrá a contarse a pnrtir del momento en que cese In 

conducta de defraudación, yn sen (como sucede en la mnyoria de los casos), por 

que la propin nutoridnd es quien descubre la omisión e inicia el procedimiento 

ndministrntivo pertinente ni contribuyente o bien por que sea éste quien decida 

terminarla 

Sin embargo, existe W1 cuso de excepción poco conocido si el 

indiciado, es decir, de quien se sospecha que es el autor del delito, se encuentra 

fuera del territorio nncionnl, y por este motivo no se pude integrar la Averiguación 

Previo., entonces el pinzo de la prescripción se dupliCll. Y concretamente plll1l el 

delito de defrnudación fiscnl llega a ser de diez años. 

El Código Fiscnl de In Federación es determinante ni expresar 

los términos para la prescripción de la acción penal por lo que toca a los delitos del 

orden .fiscnl, nunque, no deja de abrir un paréntesis por alguna circunstwicia que 

pudiese ocurrir y <.."!l In cunl la ley adjetiva como resultaria ser el Código Penal, 

pueda subswiar dicha omisión. 

En otro aspecto y para concluir con nuestro subtema tratado, 

consideramos que así como ni Ministerio Público le corresponde el ejercicio de la 

acción pennl, también es inherente a él solicitar en su oportunidad o caso la libertad 

del indiciado, procesado o condenado, cuando la prescripción de In acción o de la 

penn se hnya consumado. 

De igunl forrnn corresponde a éste en In vnloración juridica que 

ren!ice ni tomar conocimiento de los hechos manifestados en la querella respectiva 

que pnm el efecto ren!ice la Secretaria de Hnciendn y Crédito Público; determinar la 
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procedencia o improcedencia a continuar con !ns investigaciones de mm 

Averiguación Previa, o en su caso, detemúnar el inicio de éstn, tornnndo en cuenta 

si )ns conductn.s tipificndos corno delito ya hnn prescrito. 

Las nfirrnaciones anteriores se deducen del contexto del 

articulo 6° del Código de Procedimientos Pennles para el Distrito Federal y sus 

correlativos 136 y 138 del Código Federal de Procedimientos Pennles, los que 

substancinlmente enw1cian: "El Ministerio Público pedirá ni juez la aplicación de. Ja 

sanción correspondiente ni coso concreto de que se trate .. ". 

5. Resolución de Inslnncln o lncompelcncin. 

Nuestro último subtema a tratar dentro del presente trabajo de 

investigación, es el de la incompetencia; optamos por establecerla como una 

resolución de instancia, tomando en cuenta el significndo de la pnlabra instancia, en 

su sentido más runplio, como instar, solicitar; como la solicitud que renlizn el 

Ministerio Público en etapa de Averigusción Previa, a otra autoridad que competa 

el conocimiento de nlgún nsunto que snle fuera de su jurisdicción de conocimiento. 

En general para establecer In incompetencia de una 

Averiguación Previa, se hace necesario primeramente hablar de Jo qué es la 

competencia, para lo cunl trataremos de hacer un breve análisis de éstn. 

Es indispensable para la actunliznción de la pena prevista en la 

ley sustuntiva., la observancia de un conjunto de actos y formas establecido por la 

ley. 

La actividad indicnda por la norma jurídica procedimental o 

realizadora como también se ha llamado, está dirigida a quienes en el 

procedimiento intervienen y debido a que en el mismo se da una relación jurídica 
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entre las partes y el Orgnno Jurisdiccionol, quien a través de sus actos de decisión 

cumplirá el fin último de In ley, éste viene a constituirse en el organismo 

equilibrador entre los netos de ncusnción y defensa, de este modo, ocupa el aspecto 

centrnl entre las personas que en el proceso intervienen. 

Ln competencia desempefia unn función de singular 

importnncin en el procedimiento, y así vemos como resulta imposible que un solo 

juez ejercite integramente In función jurisdiccionol del Estado. Esto es obvio e 

impone Ja necesidad de asignarle n tantos Orgnnos Jurisdiccionoles como las 

necesidades le cxijnn. Pero, como no es necesario ni conveniente, que todos los 

jueces puednn intervenir indistintamente en toda clase de asuntos, Ja ley distribuye 

entre aquellos, el conocimiento de estos, consultando diversas circunstancias cuya 

consideración detemúne la mayor eficacia de la labor judiciol. De ello resulta que n 

cada juez corresponde un ámbito, dentro del cunl puede y debe ejercitar su 

jurisdicción, circunscripción delimitada por Ja ley abstractamente representado por 

el conjw1to de los asuntos en que aquél pueda intervecir. 

El concepto de competencia hn sido objeto de numerosos 

pensamientos por parte de los tratadistas, mismos que para definirln forman un 

abultado expediente de material. Por t!il motivo, para no hacer mención a todos 

estos conceptos y hacer tedioso el punto a tratar, solo daremos a conocer algunos 

de ellos que nos basten para formarnos una idea de lo que debemos entender por 

competencia. 

Hugo Alsina comenta: "Los jueces deben ejercer su 

jurisdicción en Ja medida de su competencia; entre los conceptos de jurisdicción y 

competencia existe una diferencia. Ln jurisdicción es la potestad de administrnr 

justicia, y In competencia fijn los limites dentro de Jos cuales el juez puede ejercer 
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aquella facultad, de nlú que pueda definirse la competencia como la aptitud del juez 

para ejercer su jurisdicción en un CllSo determinado". 78 

Edunrdo Pallares apunta: "La competencia es In porción de 

jurisdicción que se atribuye a los tribunales que pertenecen al mismo orden 

jurisdiccional, se distingue lógicamente de In jurisdicción como el todo se distingue 

de la parte". 7 9 

V arios son los trntadist11S que al definir la competencia lo hacen 

consideníndola primero desde w1 punto de vista objetivo y después en forma 

subjetiva. Mnnzini toma este criterio y para tal efecto expone: "La competencia 

objetivamente considerada es el ámbito legislntivrunente limitado dentro del cual tm 

juez que tiene jurisdicción, ordinnrin o especial puede ejercer esa su jurisdicción". 

"Subjetivamente considerada es el poder deber de un juez de 

ejercer la jurisdicción que le es propia., en relación a tm determinado ns1.U1to 

penal".ªº 

Por su parte Enrique Aguilcra de Paz, en su Obra Jurídica 

señala: "La competencia denota ln fucultad o el derecho que tiene un juez o un 

tribunal pura conocer de un 11Sunto en virtud de la jurisdicción que le es propia o de 

que se haya investido por la ley". 81 

Respecto de la Competencia Carlos Franco Sodi, quien 

partiendo de la tesis de E.Florian, señala: "Existe, pues, 1.llla capacidad subjetiva 

del juez, en abstracto, que posee el mismo juez cuando hn sido nombrado 

78 Tratado Teórico Práctico de Dctecho Procesal Civil y Comcreial. Tomo U. EdiciODe!I Bucooo 
Aire• 1957 p.p. 511 y 5112 
79 Diccionario de Derecho Procesal Civil. 3' Edición. Editorial Pomia. S.A de C.V. México 1960. 
p. 144 
80 Tratado de Derecho Procesal Perutl. Tomo IL Ediciones Jurldicas E\ll'OjlQ América. BUCOO<I 
Ain:s 1961 p. 40 
81 Citado por. FRANCO SODI, Carlos. El Procedimiento Penal Mcx.icano. 3' Edición. Editorial 
PorrUa. S.Adc C.V. México 19-16. p. 76 
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sntisfnciéndose de todos los requisitos legales, o mejor dicho, cuando conforme a In 

ley estÍl en aptitud de cumplir sus funciones. Esta capacidad subjetiva en abstracto 

ntañe a los requisitos legales inherentes a la persona del juez o a In constitución del 

órgano jurisdiccional, cuando esté en un cuerpo colegiado. 

"Ln capacidad subjetiva en concreto se refiere a In idoneidad 

del juez paro conocer del proceso en concreto, por ejemplo, el juez no debe tener 

ningún motivo de excusa o recusación, pues si lo tiene carece de cnpncidnd 

subjetiva en concreto". 82 

La capacidad subjetiva se refiere n aspectos ajenos a las 

circunstancias personales del juez y se da en razón de una cuestión de índole 

práctica. 

Yn sabemos que el juez tiene la fncultnd de declarar el derecho, 

es decir, tiene jurisdicción pero, podrá conocer de todos lo.<; cnsos que le sean 

presentados; naturnlmente que la respuesta tiene que ser negativo, puesto que In 

nctunción del juez scrín prácticamente imposible en el cnso contrario. Es 

precisamente pnrn fncilitnrle su trabajo, que se limita In jurisdicción de tnles 

órganos y tnl limitación constituye In capacidad objetiva de competencia. 

"La competencia se determina por razón de la mnterie, del 

lugnr y de la persona". 83 Expuesto lo anterior conviene precisar que 

In competenci11 es una delinútnción que hace la ley al poder judicial, 

circunscribiendo el ejercicio de In jurisdicción n determinadas circunstancias (In 

mnterie, Ja cuantíe, el grado y el territorio). 

De esto desprendemos que es In norma jurídica quien nos 

precisa los criterios necesarios pnrn poder hacer efectiva y práctica la aplicación de 

In ley; ya que de no ser nsí privnrin el desorden y Ja anarquía entre los órganos 

82 lbldcm. p. 75 
83 Jbldem. p. 77 
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jurisdiccionales en In detemlinnción indispensable de In que debe partirse pnrn 

snber cuál de todos los juzgadores debe avocarse al conocimiento de los hechos, 

por ello nunque se tenga jurisdicción, no quiere decir que se tenga competencia; 

esto no es causn que justifique el aplicarse n conocer del conflicto por que tal vez 

no existn competencia, por esto se infiere n que n éstn se le considere In medida de 

In jurisdicción. 

Por lo que hnce a la clasi.ficnción que en nuestro derecho se dn 

a la competencia, es por: 

MATERIA.- Es el criterio que se instaura en virtud de la 

noturnleza jurídica del conflicto objeto de In controversia; o sen, por razón de In 

cuestiones juridicas que constituyen In materin litigiosa del proceso, as[ 

encontramos Organos Jurisdiccionales que conocen In moterin civil, pennl, 

constitucionol, administrntivn, lnborol, fiscnl, etcétera. 

TERRITORIO.- Es el ámbito espociol, en cuyn esfera de 

ncción pueden producirse los netos y efectos jurídicos, tomando en cuenta el 

problema que planteo el ángulo de distribución territoriol de lo competencia entre 

los diversos órgnnos judicioles; como ocurre en nuestro poís donde existen una 

orgnnizoción constitucionnl que establece autoridades y normas de carácter Federol 

y Estatnl. 

CUANTIA.- Tanto el orden Local como el orden Fed~·rni, se 

reguln por las Lcyc.~ Orgánicas del Poder Judicial esta atribución., para el 

conocimiento de los pleitos de moyor "quantum". 

Es decir estableciendo el monto del dnño cnusado podrá 

dcterminorse In competencia. Por lo que hnce al derecho penal se determina en 

rozón de In pena estnblecidn para el caso en concreto. 
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GRADO.- Se hace referencia a éste como el lugnr que ocupa 

un Orgnno Jurisdiccional en el orden jerárquico de la administración de justicia, se 

emplea la palabra "grado" como sinórumo de instoocia. 

El grado es la actitud con que cuenta un Organo Jurisdiccional 

para conocer las controversias en primera o ulterior instancia. 

En razón de lo antes descrito procederemos ahora a establecer 

ewíndo el Ministerio Público Federal como autoridad en la Averiguación Previa 

determina una incompetencia y bajo que circunstancias. 

Para lo cual primeramente diremos que la competencia en 

nmteria federal la establece el Titulo Primero, Capitulo Primero del Código Federal 

de Procedimientos Pennles, que en su numeral 6° establece: 

"Articulo 6º.- Es tribunal competente para conocer de un 

delito, el del lugar en que se comete. 

"Si el delito produce efectos en dos o más entidades 

federativas, será competente el Juez de cualquiera de éstas o el que hubiere 

prevenido". 

El Ministerio Público como ya se ha dicho ooteriormente, 

cuando nctúa en la Averiguación Previa lo hace como autoridad, y es en mzón de 

esta investidura como puede determinar la incompetencia en la misma. 

De esta manera, la actual Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, en su articulo 51 Fracción l fundamenta la competencia del Ministerio 

Público Fedeml. 

Interpretando a contrario sensu lo establecido por el artículo 

antes mencionado, si para determinar la competencia de conocimiento del 

Ministerio Público Federal atendemos a lo especificado por el Código Fedeml de 

Procedimientos Penales, en obvio de circunstancias las conductas que solgnn fuera 
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de este conocimiento tendrlÍ!l por ende que ser enviadas en razón de incompetencia, 

a los Orgnnos Jurisdiccionales que deban conocer del astmto; ya sea como se 

explico con anterioridnd, en términos de la materia, grado, el territorio o la pena 

Pam concluir el subtema investigado y como comentario final a 

nuestro trabajo de investigación, expresamos que la determinación de 

incompetencia por parte del Ministerio Público, puede ser tomada como tma 

resolución en la Averiguación Previa; más sin embargo, no debemos tomar en 

cuenta la expresión "resolución" de una manera tácita, ya que en cierto modo no 

concluye con la labor investigatoria por parte del Ministerio Público, y mucho 

menos da fin al expediente; en enrubio, si deternúna el ámbito de conocimiento de 

la autoridad que deba resolver el expediente, dando con ello mayor dinamismo a la 

impartición de justicia 

Con antelación dijimos que el Ministerio Público constituye 

tma tmidad, pero no con esto queremos decir que por encontrarse en funciones de 

su competencia, debe conocer de cualquier asunto, por que si bien es cierto que el 

principal desempeño de éste es de Representante Social, también en este aspecto se 

han delimitado campos de actuación y áreas específicas pam cada tmidad; para ello 

ha servido la evolución continua de la institución y del derecho mexicano en 

general, sin omitir el mencionar que n éste corresponde la aplicación de la pronta, 

expedita y debida procuración e impartición de justicia y la vigilancia de los 

principios de COIL5titucionalidad y legalidad, baluartes de suma importancia que 

debe tener en cuenta siempre el Ministerio Público cuando realice sus funciones. 

De este modo la función desempeñada por el Representante 

Social Federal en la investigación de los delitos fiscales se observa día con día en 

pleno desarrollo, toda vez de que cobra relevante importancia la protección que en 

algtma medida el mismo otorga a la Hacienda Pública. 
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CONCLUSIONES 

l. Durante tiempo transcurrido en la historia jurídica de 

nuestra Nación, en su concepción, la Defraudación Fiscal siempre ha representado 

causas negativas; y a la cual en alguna forma, se ha tratado de erradicar, habicndose 

encontrado anteriormente resultados desalentadores; mismos que en nuestra 

actualidad podríamos¡amos calificar como buenos, por lo que hace al inicio del 

procedimiento penal que se desarrolla para sancionar la comisión del delito. 

2. Corresponde al Ministerio Público la vigilancia de los 

principios de legalidad y constitucionalidad; as! como pugnar por la pronta, 

expedita y debida procuración e impartieión de justicia; pero para que estos 

postulados de justicia sew1 eficaces en materia penal fiscal, es nccesnrio dar al 

Ministerio Público Federal, la dinámica que como órgano de investigación le 

corresponde, capacitandolo aún mas en el conocimiento del delito de defraudación 

fiscal. Lo que con la evolución necesaria de la institución y trabajo coordinado con 

la autoridad fiscal darla mejores resultados. 

3. Actualmente, se ha otorgado al Ministerio Público Federal, 

ingerencia en el conocimiento de la Defraudación Fiscal, sin t.mbargo, no es la que 

como autoridad en la Averiguación Previa requiere para llegar a la aplicación 

óptima de la ley en la defensa de los intereses tributarios del Estado. Asentimos lo 

anterior en virtud de que, en la práctica, es la propia autoridad fiscal la que en un 

principio lleva acabo la investigación; aunque las más de las veces es en forma 

inadecuada y mal instrumentada, poniendo a consideración del Mitústerio Público 

en última instancia los datos que ruroja la misma Ciertamente, lo manifestado en 

un principio, representa celeridad en el procedimiento de integración de la 

Averiguación Previa; pero, por que, no ambas autoridades actúan en armenia de 
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investignciones; y con ello evitnn problemas en el curso de la misma, para contar 

con mejores resultados y beneficios en orden a la imprutición de justicia. 

4. El papel que desempeña el Ministerio Público Federo!; y 

que la Constitución le otorgn en el conocimiento del grave ilícito en estudio debe 

ser considerado en todo momento; porque, en la actualidad se le ve como 

instrumento para obtener el resultado que el Procedimiento Administrativo de 

Ejecucióntn no dn; si tomamos en cuenta que una vez que el contribuyente se 

encuentra sujeto a proceso, y bnjo la m s estricta responsabilidad de la Secretarla 

de Hacienda y Crédito Público, con las modalidades que para fines de 

cumplimiento de la obligación fiscal ha establecido; el delinudador paga o 

garantiza el crédito fiscal correspondiente, y a petición de 111 Secretaria de Hacienda 

por conducto del Ministerio Público solicita el sobreseimiento del procedimiento. 

5. Lu ucción procesal (penal-fiscal) se inicia con In 

formulación de In querella que la Secretaria de Hacienda y Crédito Público realiza y 

de la cual toma conocimiento el Ministerio Público Federnl, se desarrolla en la fose 

persecutoria y encuentra su plena precisión en In fase acusatoria del procedimiento 

penal. Al efecto debe distinguirse el proceso penal del procedimiento fiscnl, no 

obstante que ambos términos se encuentran íntimamente vinculados. 

6. El medio preparatorio idóneo para perseguir penalmente a 

la Defraudación Fiscal es 111 querella, requisito sin el cual el procedimiento de 

Averiguación Previa, no puede iniciar, y mucho menos a1Clll17..ar los resultados que 

se persiguen con el mismo. 

7. Debe de delimitarse perfectrunente el ámbito de la querella 

que para efectos penales ehÍbom la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, por 

lo que hace ni impuesto adeudado y ni ejercicio fiscal de que se trata en la 

misma; dado que en la práctica sucede que, In Secretaria de Hacienda formula 
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su querella en relnción a determinndo impuesto, y a cierto ejercicio fiscal, monto 

por el cual se ejercita acción penal; y una vez dentro del proceso penal la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público determina las actunlizacioncs y recargos, 

resultando una cantidad mayor al impuesto mruúfestndo en la querella; ya que si el 

contribuyente adeuda algún otro impuesto ol erario y al cuol no se hizo referencia 

nlguna en la querella, la propia Secretaria opta por incluirlo como 

actualización, resultando que ello seria materia de la formulación de una nueva 

querella, diferente de la que en un principio dio inicio a la Averiguación Previa por 

la cuol se ejercitó In acción penal. 

8. Tomando en cuenta el a5pecto represivo y sancionndor del 

Código Penol, es necesario abrir un capítulo especial parn "Delitos Fiscales" en el 

cuerpo del mismo, no sólo por el sentido que representn; si no porque, en In 

legislación ndjetiva se han establecido propiamente, tipos penales de carácter 

fiscal. 

9. En otro aspecto es requisito necesario en el delito de 

Defraudación Fiscal, que el Ministerio Público Federnl, cite a declarar debidamente 

ni presunto responsable durante la integración de la Averiguación Previa, 

haciéndole saber el delito que se le imputa y en esta forma le sea otorgndn In 

garantía de audiencia y las demás que como gobernado In Constitución le confiere; 

parn que éste a su vez, olgue en su favor las defensas que hagan presumir su 

inculpabilidad. Lo anterior en virtud de que parn acreditar la comprobación del 

cuerpo del delito y la presunta responsabilidnd no se requería que obrarn en 

actuaciones de In Averiguación Previa la declaración del presunto responsable; 

situación que nosotros consideramos necesaria, para que el Ministerio Público 

Federnl se determine en orden al ejercicio o abstinencia de la acción penol . 
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1 O. Por otro lado se requiere de una actitud diferente de parte 

del Estado y de los causantes por supuesto; para encaminar su actuación de manera 

armónica hacia el progreso y no hacia el nliuso. Se debe educar al causante 

respecto de sus obliguciones fiscales, haciéndoles entender que toda omisión por 

simple que parezca redunda en un grave perjuicio de In sociedad en general y n su 

vez de los contribuyentes cumplidos. 

11. Para mejor proveer en In integración de In Averiguación 

Previa y si es deseo de In Secretaria de Hacienda y Crédito Público que se concluya 

con In misma lo mós ágil que sea posible, deber observar vigilancia extrema en In 

remisión de la documentación que como soporte de In querella envlan al 

Representante Social Federal, ya que la misma las mós de las veces resulta 

incompleta para la integración del cuerpo del delito y In presunta responsabilidad, 

o bien es obscura y poco entendible. 

12. Resultu una necesidad social, In expedición de leyes 

fiscales lo menos complicadas posibles, para que los contribuyentes las entiendan 

con facilidad; de manera que el esfuerzo y gustos de administración que tengan que 

hacer para determinar sus contribuciones, sean mínimos, para que algo tan 

desagradable para ellos como significa el pagar SlL~ impuestos, se realice con plena 

voluntad; de tal suerte que In dificultad en el entendinúento de In materia fiscal, no 

constituya un estimulo para los contribuyentes y los invite a convertirse en 

Defraudadores Fiscales. 
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